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Desde hace más de 30 años, la HSS se ha comprometido con la cooperación al desarrollo y 
ejecuta actualmente cerca de 90 proyectos en más de 60 países en todo el mundo. El objetivo de 
la actividad internacional, cuyo fundamento son los ideales sociales y cristianos, es apoyar a la 
consecución de condiciones de vida dignas y prestar un aporte al desarrollo sustentable a partir 
del fortalecimiento de la paz, la democracia y la economía social de mercado.

El ámbito principal de las actividades en la República Argentina desde 1996, ha sido la capacitación 
de los gobiernos locales en el fortalecimiento de la autogestión.
  
Este número se dedica a la relación del federalismo con el presidencialismo. Reconocidos autores 
en la materia analizan las pautas y los instrumentos necesarios para lograr un equilibrio. Aún 
estructurado en su derecho constitucional como un país federal, la Argentina de hoy no se 
beneficia con las ventajas de tal sistema político. En noviembre de 2012 recibimos la visita del 
Dr. Juergen Harbich, experto en temas de descentralización y sistemas federales, proveniente de 
Baviera, estado federado de Alemania. En varias actividades realizadas en cooperación con la 
Fundación Civilidad se compararon el federalismo argentino con el alemán. Es un honor contar 
con la contribución del Dr. Harbich  en esta edición.  

¡Que disfruten la lectura de la Revista Civilidad! 

Dra. Mariella Franz

Representante de la Fundación Hanns Seidel en la República Argentina

Fundación
Hanns Seidel

“Las opiniones y conclusiones expresadas son responsabilidad exclusiva de sus autores 
y no reflejan necesariamente el criterio de la Fundación Hanns Seidel”

La Fundación Hanns Seidel (HSS), constituida en 1967 y cercana a la Unión Social Cristiana de 
Baviera/CSU, es una fundación política alemana con sede en Múnich que trabaja al servicio de 
la democracia, la paz y el desarrollo, a través de la formación política en el ámbito nacional e 
internacional. Sus objetivos se orientan exclusiva e inmediatamente a la utilidad pública.
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Nuestro federalismo 
de base municipal y 
la renovación de la 
dirigencia política

4

esde hace casi treinta años sostenemos 

desde las páginas de Civilidad y a través 

de las diversas actividades de nuestra 

Fundación, que el federalismo argentino es un 

federalismo históricamente de base municipal y 

que la imprescindible recuperación de la repú-

blica federal  así como la renovación política y 

sectorial que el país sigue necesitando, solo puede 

surgir del municipio como familia de familias.

Sin embargo nos parece que cabe reiterar algunas 

reflexiones sobre todo ello.

Ante todo, frente a la necesidad de una renova-

ción de la dirigencia política y social ello no pasa 

solamente por acreditar un “cursus honorum” 

desde las bases municipales.

Todo ello es condición necesaria pero no suficien-

te para que el país asista al surgimiento y consoli-

dación de una nueva generación política y secto-

rialmente dispuesta a trabajar por la recuperación 

de nuestro federalismo de base municipal.

Sabremos realmente si nos encontramos ante una 

verdadera renovación generacional comprometi-

da con nuestro régimen federal en la exacta me-

D

“(…) la imprescindible recuperación 
de la república federal  así como la 
renovación política y sectorial que el 
país sigue necesitando, solo puede 
surgir del municipio como familia 

de familias.”

Primera 
     Página
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dida de su compromiso efectivo con el fortale-

cimiento del municipio 

y la autonomía munici-

pal en todos sus aspec-

tos y con un verdadero 

proceso de descentrali-

zación que, como tantas 

veces hemos señalado, 

no consiste en delegar 

poder de decisión sino en 

reconocer institucional y 

materialmente el derecho 

a ella en base al principio 

de subsidiariedad y su vi-

gencia efectiva.

Entonces, no está demás reiterar, especialmente 

ante el fenómeno de la globalización y el im-

pacto del comienzo de la era tecnológica, que el 

federalismo es primero (al 

menos entre nosotros esto 

tiene verificación histó-

rica) un “federalismo de 

ciudades” o, dicho de otro 

modo, un federalismo de 
base municipal. 

Lo ha sido por su origen 

histórico enraizado en 

los cabildos por ciudades 

y las Provincias que na-

cieron a partir de ellos y 

constituyeron la Confe-

deración Argentina, de-

nominada habitualmente República Argentina 

(Artículo 35 de la Constitución Nacional). 

“Sabremos realmente si 
nos encontramos ante una 
verdadera renovación ge-
neracional comprometida 
con nuestro régimen fede-
ral en la exacta medida 
de su compromiso efectivo 
con el fortalecimiento del 
municipio (…) y con un 
verdadero proceso de des-

centralización”
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Lo es, además, porque las nuevas Provincias, creadas 

a partir de los Territorios Nacionales, tienen su base 

sociológica en las ciudades fundadas en su territorio. 

Por lo tanto puede afirmarse efectivamente que, 

primero, hemos sido un federalismo de ciuda-

des, que luego se hicieron Provincias.

Por ello la vigencia efectiva de nuestro fede-

ralismo exige el reconocimiento del régimen 

municipal como un régimen autonómico en sus 

aspectos, institucional, político, administrativo, 

económico y financiero, tal como lo garantiza 

la Constitución Argentina en su artículo 123.

Este grado de autonomía municipal, tutelado por 

una norma constitucional federal, es casi único en el 

mundo y constituye el reaseguro para la efectiva vi-

gencia del federalismo más allá de su debilitamien-

to actual en La Argentina - especialmente por las 

distorsiones producidas en el sistema fiscal federal 

- consecuencia de aceptar o no al federalismo como 

una descentralización política que no se basa en la 

delegación sino en el reconocimiento de los poderes 

a las Provincias y sus municipios.

Pero en pleno siglo XXI nos encontramos con 

lo que el Maestro del Federalismo Argentino, 

el Dr. Pedro J. Frías, nos recordaba siempre: el 

fenómeno de la “glocalización”; es decir esa ca-

racterística del hombre de esta nueva era que 

vive cotidianamente con un pie en su barrio, su 

vecindario, su municipio, su ciudad, y otro en 

el mundo a través de la web.

Esto representa un desafío a la soberanía políti-

ca de los Estados Nacionales y su supervivencia 

como tal. Pero también puede ser su fortaleza.

El municipio es la comunidad sociopolítica esen-

cial que no llega a constituir una soberanía po-

lítica pero expresa la primera aproximación del 

hombre en sociedad hacia ella.

Se es argentino porque se vive en un municipio 

6
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que es parte histórica de una provincia,  que ha 

constituido con otras en un determinado momento 

de su historia un estado soberano. Si además esto 

se ha desarrollado bajo la forma federal y expresa-

do formalmente en la organización constitucional. 

No puede imaginarse 

el federalismo sin la 

autonomía munici-

pal sosteniendo sus 

libertades locales, al 

mismo tiempo que 

se asegura la unidad 

política de la Nación.

Insistimos: el muni-

cipio, la ciudad, es 

el gran protagonis-

ta político del siglo 

XXI pero necesita  - porque hay una historia que 

respetar y porque de otro modo nos encontraría-

mos ante el caso de la Ciudad - Estado – de las 

unidades políticas superiores que lo representan 

en su diversidad. La Provincia argentina no se 

explica sin los municipios autónomos y estos no 

pueden desarrollar plenamente su autonomía en 

relación con otros municipios en un territorio de-

terminado sin una organización 

política, social, económica y cul-

tural que constituye la Provin-

cia, del mismo modo que estas, 

o son entidades soberanas, o se 

mantienen en la unidad política 

superior que históricamente han 

constituido bajo la forma de la 

Confederación primero y el Es-

tado Federal (La Nación Argenti-

na), después.

El federalismo es unidad en la di-

versidad y esta es su condición primera.

La Dirección

“(…) el municipio, la 
ciudad, es el gran prota-
gonista político del siglo 
XXI pero necesita (…) 
unidades políticas supe-
riores que lo representan 

en su diversidad.”

7
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I. Presidencialismo y 
federalismo. El rol del 
Senado en su equilibrio

En este aporte que trataremos de realizar a 
una de las cuestiones más delicadas que debe 
afrontar nuestra sociedad en el inicio del siglo 
XXI, a saber: el equilibrio entre presidencialis-
mo y federalismo, elegimos partir de la carac-
terización histórico-política de la Presidencia 
argentina como la de un “primus inter pares” 
sosteniendo que, o se impone a ellos, tanto 
para acceder al poder como para mantenerse 
en el mismo,  o no puede hacerlo y uno o am-
bos objetivos no se cumplen; e identificamos 
especialmente a los “pares” con los goberna-
dores de Provincia y el Jefe de la CABA afir-
mando, en consecuencia, que aquella termi-

nará inevitablemente con nuestro federalismo 
por mera razones de supervivencia.

Frente a ello, la hipótesis que venimos traba-
jando y queremos introducir brevemente en  
este texto consiste en que, para resolver lo an-
terior sin que ocurra lo enunciado y tampoco 
que los “pares” terminen, alternativamente, 
con la Presidencia, es absolutamente necesario 
que se recupere el rol del Senado de la Nación 
como el elemento que, al mismo tiempo, pre-
serva y modera o tempera la Presidencia y su 
ejercicio en el marco constitucional.

Dicho de otro modo: postulamos recuperar 
al Senado como el órgano de participación 
y representación de las Provincias  en el Go-
bierno Federal, lo que puede garantizar que 
el Presidente no agravie el federalismo de la 
Constitución ni los gobernadores agravien la 
Presidencia como expresión ejecutiva de la 
unidad federal.

Pablo María Garat 1

¿El presidencialismo 
terminará con el federalismo?

“La reforma constitucional quedó en deu-
da con el Senado.  En el momento en que 

lo necesitábamos como clave del equilibrio 
federal, lo “partidizó”.”

Pedro J. Frías. 
“Conductas Públicas”. 1997

1 Profesor de Derecho Constitucional. Presidente de la Fundación Civilidad.
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“¿sobre quienes recae la 

responsabilidad institucional 

que hace a la recuperación 

efectiva del modo de 

organización federal y al 

diseño de aquellas políticas de 

estado?”

Adicionalmente corresponde señalar que hay 
otro interrogante vinculado a este planteo que 
-también por razones de brevedad- no podemos 
abordar aquí, pero dejamos enunciado en razón 
de la necesaria completividad de la cuestión. Ello 
consiste en preguntarnos: ¿Donde reside el po-
der real de representación de las Provincias ante 
quien fuere en orden al proceso de toma de deci-
siones en el marco de nuestro Estado federal? Es 
más, si necesitamos “políticas de estado” y somos 
un estado federal, ¿cómo se diseñan estas?

No nos referimos a las respuestas doctrinarias. 
Seguiremos discutiendo si los Gobernadores, o 
sus legislaturas, o ambos, o los senadores, o to-
dos de diverso modo, representan los intereses 
y la voluntad provincial según el caso, entre sí y 
ante el Poder Ejecutivo Nacional.

Nos preguntamos: ¿sobre quienes recae la res-
ponsabilidad institucional que hace a la recupe-
ración efectiva del modo de organización fede-
ral y al diseño de aquellas políticas de estado?

Ensayamos algunas consideraciones acerca del mar-
co circunstancial, en relación con todo lo anterior.

En primer lugar: nuestro presidencialismo es 
tan fuerte y se encuentra tan arraigado, que 
del desempeño efectivo del Congreso de la Na-
ción, y especialmente del Senado por lo dicho, 
dependerá de cómo se ejerce la Presidencia.

Vinculado con ello, la integración de las mayo-
rías parlamentarias, en relación con la orienta-
ción política presidencial, marca, en otro senti-
do, los límites más o menos amplios al ejercicio 
del poder presidencial.

Finalmente, las decisiones en nuestro Estado Federal 
pasarán por el Congreso o el Ejecutivo en la medida 
de la relación política efectiva de fuerzas antes que 
por lo establecido en el marco institucional.

Y este es el problema.

Porque si lo propiamente institucional es ima-
ginar un Poder Ejecutivo y un Congreso ejer-
ciendo a plenos sus respectivas atribuciones 
constitucionales sin invasión o delegación 
grosera de las mismas, lo contrario es exacta-
mente lo que vivimos desde, prácticamente, 
la crisis de 1890.

Es decir, desde que el “estado de emergencia” 
sustituyó a  la república federal.

Porque la “emergencia” ha tornado lo excep-
cional en permanente, ha alterado el equilibrio 
entre los órganos constitucionales del Gobierno 
Federal y ha desmoronado la arquitectura de la 
relación Gobierno Federal- Gobiernos de Pro-
vincia diseñada en 1853/60.

Y así, nuestro Estado Federal sin equilibrio 
entre el ejercicio del poder presidencial y las 
facultades del Congreso de la Nación inevita-
blemente comprometerá su misma “institu-
cionalidad federal”. Primero se compromete-
rá la vigencia del federalismo y finalmente la 
de la república federal.

¿El presidencialismo 
terminará con el federalismo?

“Elegimos partir de la 

caracterización histórico-política 

de la Presidencia argentina 

como la de un “primus inter 

pares” (...) e identificamos 

especialmente a los “pares” con 

los gobernadores de Provincia y 

el Jefe de la CABA” 
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Si, además, el contrapeso efectivo ya no es 
el Senado de la Nación sino los gobernado-
res -como sostenemos descriptivamente- la 
“institucionalidad federal” ya no depende 
del marco jurídico fundacional sino del mar-
co político agonal antes que arquitectónico.

En este punto es necesaria también una refe-
rencia sobre la cuestión de los partidos políti-
cos en la Argentina en relación con el proble-
ma planteado.

En efecto, nuestro sistema de partidos po-
líticos puede ser considerado desde por lo 
menos dos posiciones distintas: o los partidos 
políticos han nacido como consecuencia y al 
servicio de grandes liderazgos que los han 
engendrado y sostenido mientras ellos mis-
mos perduraban, o bien se han constituido 
sobre la base de esos mismos liderazgos pero 
encarnando un programa o ideario nacional 
que los trascendía.

El enfoque del presente trabajo parte de la 
primera hipótesis: creemos francamente que 
nuestra institucionalidad nunca se ha soste-
nido en los grandes partidos políticos sino en 
los liderazgos que representaban. Mitre; Sar-
miento, Avellaneda, Roca, Irigoyen, Perón y 
Frondizi –las grandes presidencias que mar-
caron nuestra historia política- no responden 
en modo alguno al modelo “demócrata”- “re-
publicano” de los EEUU, o a cualquier modelo 
“conservador”- “liberal”; o “centro derecha”-
“centroizquierda” expresado partidariamente 
con suficiente estabilidad institucional.

Es una opinión, pero debemos expresarla preli-

minarmente para que pueda entenderse el fun-
damento de la propuesta que efectuaremos.

En esta misma línea de razonamiento, cuando 
se afirma hoy – con indubitable aserto- que 
asistimos a la “implosión” de nuestro sistema 
de partidos políticos nacionales y que la polí-
tica partidaria se ha “territorializado” crecien-
temente, entendemos que simplemente asisti-
mos a una nueva etapa, como tantas otras en 
la vida política nacional, donde tenemos por 
delante la puja por la primacía de un nuevo 
“primus inter pares” notable que asegure – 
como lo han hecho otras Presidencias- un cier-
to período de paz y desarrollo nacional.

Mientras ello no ocurra lo que creo veremos es una 
simple puja entre “pares” con ocasionales preemi-
nencias de un falso “primus” quien – carente de 
aquella notabilidad- solo puede asegurar la estabi-
lidad presidencial por cortos períodos.

Cualquier análisis objetivo de nuestra historia 
política deberá admitir al menos que, más allá 
del agravio a la Constitución como consecuen-
cia del “facto” y de la violación de la misma 
desde dentro mismo de los intervalos de retor-
no al orden constitucional, la falta de consoli-
dación institucional encuentra una de sus cau-
sas en la lucha constante por la primacía entre 
pares, antes que por el enfrentamiento entre 
partidos políticos como tales, los que simple-
mente se colocan al servicio del que prevalezca 
y de los pretendientes a desplazarlo.

Pero entonces: ¿debemos renunciar a toda po-
sibilidad de institucionalidad permanente; de 
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vigencia de la Constitución; de verdadero or-
den y organización constitucional con vocación 
de perdurabilidad y someternos a los vaivenes 
de los liderazgos de turno sostenidos por el 
clientelismo partidario y el control de los me-
dios de manipulación de la opinión pública?

Creemos firmemente que no. Pero también 
que si no aceptamos la naturaleza del pro-
blema; si seguimos simplemente declamando 
idearios desencarnados y entregando la políti-
ca real a la ocasional aparición de partidos o 
lideres “carismáticos” o simplemente “mediá-
ticos”, nada cambiará en pro de una verdadera 
consolidación institucional con la vigencia de la 
Constitución como marco.

Es en esta perspectiva que ensayamos la pre-
sente reflexión y propuestas. Planteamos solo 
un aspecto del problema o uno de los grandes 
problemas que convergen en la situación des-
cripta. Y creemos que, de resolverse este quizá 
hayamos comenzado a echar las bases de una 
real institucionalidad.

A todo este respecto, mirar lo que ocurre en 
otros países con organización estadual federal 
puede ser útil. Pero quizá lo más importante es 
observarnos con libertad de espíritu a nosotros 
mismos en el espejo de la historia patria.

Reiteramos entonces una idea concreta para el 
debate: si queremos mantener y fortalecer la 
república presidencial y federal ¿como evitar el 
riesgo de que el presidencialismo acabe con el 
federalismo?

Adelantamos que no creemos que esto pase 

por limitar de otro modo que no sea el previsto 
por la Constitución Nacional el poder presiden-
cial. Y, en todo caso, efectuar los ajustes que 
correspondan – y en la oportunidad adecuada- 
al mismo texto fundamental.

Sobre todo ello nos extenderemos enseguida 
desde un enfoque crítico del antes y después 
de la reforma de 1994 en relación con el Sena-
do de la Nación como órgano moderador del 
poder presidencial, concluyendo con una pro-
puesta sobre la cuestión a título de aporte a lo 
que entendemos un seguro debate a futuro.

Una aclaración más: pareciera inevitable ex-
tendernos simultáneamente, para una visión 
completa del problema, en torno al rol de la 
Corte Suprema en relación con la vigencia de 
la Constitución respecto del ejercicio del poder 
presidencial. Sin embargo – desde la perspecti-
va elegida- esto mismo se encuentra compro-
metido de no resolverse la cuestión central que 
planteamos como objeto del presente.

Para ser más precisos: sin un Senado indepen-
diente no habrá Corte Suprema independien-
te, sencillamente por ausencia de justo juez.

II. Las Funciones del Senado 
de la Nación en nuestra 
organización constitucional
Desde el punto de vista constitucional (e histó-
rico) podemos agrupar las funciones atribuidas 
al Senado de la Nación teniendo en cuenta el 
texto original y todas las reformas posteriores, 
en las siguientes:

A.	Explícitas:

a)	 Representación de las Provincias y la Ciu-
dad Autónoma de Buenos Aires.

b)	 Órgano de instancia definitiva para la 
designación y remoción, mediante el jui-
cio político, de los miembros de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación.

“Si queremos mantener 

y fortalecer la república 

presidencial y federal ¿cómo 

evitar el riesgo de que el 

presidencialismo acabe con el 

federalismo?”
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c)	 Órgano de instancia definitiva para la 
designación de los cuadros de conduc-
ción profesional de la Defensa y la Polí-
tica Exterior.

d)	 Órgano de instancia definitiva para la 
remoción, mediante el juicio político, 
del Presidente de la Nación, el Vicepre-
sidente, el Jefe de Gabinete y los Minis-
tros del Poder Ejecutivo Nacional.

e)	 Cámara de origen para la definición de 
la distribución de la renta tributaria fe-
deral y la sanción de leyes que promue-
van un desarrollo equilibrado y equitati-
vo de Provincias y Regiones.

f)	 Partícipe obligado en la declaración del 
estado de sitio por ataque exterior a la 
Nación.

B.	 Implícitas:

a)	 Órgano de control para la sanción del 
Presupuesto Nacional cuando la ley no 
cumpliere con lo establecido por el ar-
tículo 75, inciso 8 de la Constitución Na-
cional.

b)	 Órgano de control y limitación para el 
ejercicio por el Congreso de la atribu-
ción establecida por el artículo 75, inciso 
3 en materia de “asignaciones específi-
cas” de recursos coparticipables.

c)	 Órgano de tutela de los intereses provin-
ciales y de la CABA en las competencias 
reservadas o atribuidas – respectivamen-
te- y respecto del ejercicio abusivo de las 
concurrentes por parte del Poder Ejecu-
tivo Nacional.

d)	Garante de la correcta aplicación de lo 
dispuesto por los artículos 5 y 123 (ga-
rantía federal para el régimen de au-
tonomía municipal) y 6 (intervención 
federal).

Como anticipáramos, cabe destacar muy es-
pecialmente que – por lo antedicho- la misma 
integración e independencia de la Corte Supre-

ma de Justicia de la Nación depende en última 
instancia de la integración e independencia del 
Senado de la Nación.

III. Evolución del Senado en 
relación con sus funciones
Tamaña importancia en el diseño de nuestra 
organización y equilibrio constitucional se ha-
bía visto disminuida y oscurecida en la práctica 
institucional hasta 1994 como consecuencia de:

a)	 La elección de los senadores de modo in-
directo  y por acuerdo normalmente de 
“reparto” entre las dos primeras mino-
rías de cada Legislatura Provincial, pre-
vio acuerdo de “mesa chica” intraparti-
daria o,  en el mejor de los casos, la co-
rrespondiente elección interna. Queda 
de lado el caso de la elección de los se-
nadores por la Capital Federal mediante 
el Colegio Electoral, lo que merecería un 
análisis en particular.

b)	 La integración del Senado conforme a  
“mayoría” y “minorías” partidarias – en 
función de lo anterior que – en el caso 
de representar al mismo partido del Pre-
sidente de turno – se utilizaban respecti-
vamente para ratificar o impugnar la pre-
via voluntad presidencial. En ambos casos, 
y con contadas y honrosas excepciones, 

“Esta “partidocratización” 

del Senado, fáctica antes de 

1994 y formal después de la 

reforma, ni siquiera exhibe la 

dosis de institucionalidad de 

los sistemas federales con 

grandes partidos nacionales 

consolidados.”
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todo muy lejos de atender o priorizar el 
interés provincial, regional o – aún- el del 
federalismo mismo.

En definitiva: antes de 1994 la constitución ma-
terial respecto del Senado exhibía una fuerte 
partidocratización y una marcada dependencia 
del mismo de la mayoría que ocasionalmente se 
integrase, dependiente a su vez del Presidente 
o del líder de la oposición según el caso. Todo 
por sobre el ejercicio prioritario de la función 
representativa de los intereses provinciales y 
regionales y de moderación del poder presi-
dencial respecto de la vigencia del federalismo.

Aquí podría ensayar una digresión para distin-
guir la cuestión tomando como modelos com-
parados los distintos países con organización 
federal y considerando también diferenciada-
mente el caso de aquellos que tienen  - ade-
más- una forma de gobierno parlamentaria. 
Sin embargo, del repaso de los más represen-
tativos no observamos nada determinante que 
invalide lo afirmado arriba. Como veremos en-
seguida, en todo caso tales ejemplos ratifica-
rían las razones que doy para sostener la incon-
veniencia de la reforma de 1994 en la materia.

IV.  La reforma del Senado 
en 1994

Frente a todo ello la reforma constitucional de 
1994, a pesar del loable propósito de incorpo-
rar la elección directa de los senadores, acen-
tuó el sesgo descripto.

Y lo hizo de manera agravada: no solamente 
formalizó la representación partidaria por so-
bre la provincial sino que – concordantemente- 
le otorgó a los partidos políticos el monopolio 
de las candidaturas a dicho cargo en el nuevo 
artículo 54, apartándose con ello inevitable-
mente del principio consagrado en el artículo 
38 por la misma reforma, conforme a cuya in-
terpretación auténtica que obra en el diario de 
sesiones de la Asamblea, difiere a la legislación 
inferior el establecer tal privilegio.

Y aquí debemos volver al principio: esta “parti-
docratización” del Senado, fáctica antes de 1994 
y formal después de la reforma, ni siquiera ex-
hibe la dosis de institucionalidad de los sistemas 
federales con grandes partidos nacionales con-
solidados, cuyos líderes en el Senado responden 
al programa e ideario del partido tanto como al 
interés de la Presidencia de turno, aún cuando 
fuere de su mismo signo partidario.

Se trata de una “partidocratización” que es-
conde la utilización de las mayorías electorales 
formales para consolidar los liderazgos territo-
riales en juego, fortaleciendo primero el lide-
razgo provincial o el de la oposición al mismo, 
y disputar desde su representación en el esce-
nario del Senado de la Nación la lucha por la 
“primacía” entre los “pares”.

La historia de las presidencias de 1983 a 2013 es 
esto: hasta 1994 un Senado que – por mandato 
de los pares- limitaba al poder presidencial o le 
otorgaba un “cheque en blanco”. Y después de 
la reforma, la formalización de dicho esquema 
de poder con el agravante de introducir la ficción 
de la representación partidaria de “mayorías” y 
minorías”, ajena a la naturaleza constitucional 
del cuerpo como participación y representación 
de la Provincias en el Gobierno Federal.

Pero, además, el escenario constitucional al res-
pecto se torna más complejo en orden a la pre-
servación del federalismo en este punto en razón 
de otras normas que, lejos de modificarse, se han 
consolidado más allá de la propia reforma:

a)	 El procedimiento electoral de la “lista 
sábana” en las elecciones  para cargos 
nacionales.

b)	 El Reglamento de la Cámara que no con-
templa en absoluto la posibilidad de cons-
tituir bloques “regionales” por intereses 
territoriales o de origen de la producción 
de bienes o servicios, limitándose el fun-
cionamiento de la Cámara a la interacción 
de mayoría y minorías partidarias, con sus 
bloques respectivos. Nada impide que uno 
o varios senadores se aparten del modelo, 
pero esto no modifica el funcionamiento 
general en absoluto.
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V. El Senado de la Nación 
como órgano moderador 
del Presidente visto como 
“primus inter pares”

Desde la perspectiva que sostenemos, enton-
ces, y a la luz de nuestra historia política y 
constitucional parece razonable afirmar que 
el poder presidencial, en cuanto a su origen 
y ejercicio pero especialmente en orden a su 
estabilidad no ha tenido tanto que ver con el 
orden jurídico vigente – constitucional o de 
“facto”-, como con la capacidad de imponerse 
su titular  a sus pares en el sentido clásico del 
“primus inter pares”.

De Rosas (como Jefe de la Confederación y para no 
ir más lejos) a los Kirchner esto es evidente. Cuando 
ello no ha sido así los Presidentes han caído.

En el marco de la vigencia del orden constitu-
cional, los pares son quienes disputan primero 
la candidatura partidaria o de facción, pero es-
pecialmente los gobernadores.

Reflexionamos desde hace tiempo sobre el he-
cho de que el Presidente de la Nación Argenti-
na carece de estabilidad cuando no cuenta con 
el consenso de la mayoría de los gobernadores 
provinciales, supuesto que podamos dar defi-
nitivamente por agotada toda posibilidad del 
“facto” entre nosotros.

La circunstancial aparición de un liderazgo sur-
gido de algún gobierno municipal, no modifica 
a nuestro entender el análisis en tanto dicho 
liderazgo no será tal sin el consenso mayorita-
rio de origen y funcional de los gobernadores y 
ahora además del Jefe de Gobierno de la CABA:

Si esto es así, cabe preguntarse: ¿cómo mantie-
ne la preeminencia sobre sus pares el Presiden-
te electo?

Esto ha ocurrido (y ocurre) de dos maneras an-
tes y después de 1994:

a)	 Por la mutación constitucional, legal y 
de “facto” (obteniendo luego la “legi-
timación” vía Congreso de la Nación) de 
la integración del Tesoro Nacional, incre-
mentándose notablemente el mismo, el 
que es utilizado para someter la volun-
tad de los gobernadores.

b)	 Por el sometimiento del Senado, logrado 
–a su vez- mediante dos procedimientos:

b.1) Por la amenaza de quitar apoyo 
financiero a las Provincias concretada 
directamente sobre los senadores (pre-
sión preelectoral) o indirectamente a 
través de los gobernadores (presión 
política local)

b.2) También directamente a través del 
partido o facción, particularmente a par-
tir de la partidocratización del cuerpo y 
la presión sobre el futuro político de los 
senadores que aspiran a su reelección 
absolutamente dependiente de la deci-
sión de las cúpulas partidarias o “mesas 
chicas” en el actual esquema constitu-
cional con el monopolio de las candida-
turas en cabeza de los partidos políticos. 
De esto solo se observan recientemente 
contadas excepciones y por el momento 
minoritarias.

Resulta evidente que, frente a ello, debemos 
mirar además los comportamientos presiden-
ciales para verificar el aserto.

Para no extendernos en los límites fijados a 
este trabajo partiremos de 1983 y hasta la ac-
tualidad. Así, es posible demostrar que duran-
te tal período, y especialmente desde 1992 con 
el inicio de la práctica de los “Pactos Fiscales”, 
profundizada en 1994 con la reforma en ma-
teria de fuentes tributarias e integración del 
Senado, lo afirmado en los párrafos anteriores 
se ha consolidado.

En efecto, no solamente se ha desequilibrado 
brutalmente la distribución de la renta federal 
hacia el Tesoro Nacional (ochenta por ciento a 
su favor considerando impuestos coparticipa-
bles y renta de la Aduana), sino que a través 
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del Presupuesto Nacional, aprobado casi sin ex-
cepción, ejercicio tras ejercicio, por el Senado 
“a libro cerrado”, el PEN dispone de ingentes 
recursos para “domesticar” a los “pares” que 
no se le sometan.

Se ha generalizado el concepto de que esto se 
resuelve con el dictado de la nueva ley conve-
nio de coparticipación federal, respecto de la 
cual nos encontramos con casi 17 años de mora 
en la manda constitucional.

Nos permitimos discrepar con tal optimismo. 
La nueva ley convenio – por sí sola – no resol-
verá la cuestión planteada si no se recupera el 
equilibrio constitucional original en materia de 
fuentes tributarias con la moderación – aquí sí- 
del sistema de coparticipación para asegurar la 
redistribución horizontal en aras de la equidad 
y los equilibrios regionales.

Y definitivamente: debe limitarse el Tesoro Na-
cional, con el previo restablecimiento efectivo 
del principio de subsidiariedad para el ejercicio 
de las competencias concurrentes entre el Go-
bierno Federal y las Provincias.

Por otra parte, se dice que el Senado, como la 
Cámara de Diputados salvo honrosas excepcio-
nes, se ha transformado en una “escribanía” 
del PEN, donde el oficialismo y la oposición ac-
túan un papel institucional solo formal.

Al respecto quisiéramos resaltar que – en nues-
tra opinión – esto es antes un abandono del 
Congreso que un avance del PEN. Hay decenas 
de ejemplos atribuibles a la oposición de turno 
desde 1983 hasta aquí para demostrar que el 
Congreso no ha estado a la altura de lo que se 
espera de él, salvo voces aisladas. La ley 24156 
de Administración Financiera que delega  en el 
PEN el arreglo de la deuda externa; la acepta-
ción continua de la emergencia como justifica-
tivo para la delegación legislativa; la aproba-
ción por el Senado de las leyes de Presupuesto 
casi a libro cerrado son algunas de la evidencias 
de lo anterior.

Desde una mirada más abarcativa, el recono-
cimiento constitucional del voto obligatorio 
en un marco de acentuado “clientelismo” por 
ausencia de normas del mismo rango que lo 
prevengan; la supresión del Colegio Electoral; 
la permisión encubierta de mayores atribucio-
nes legislativas en cabeza del Presidente de la 
Nación, sumado todo a lo antedicho, explica 
no solamente la vigencia histórica de nuestra 
visión del mismo como un “primus inter pares” 
sino – particularmente y lo que es grave- la fal-
ta de moderación o posibilidad de temperar 
constitucional y fácticamente su poder.

En este marco de análisis es que postulamos la 
necesidad de – al menos- recuperar plenamen-
te al Senado de la Nación no solo como el órga-
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no rector del federalismo sino como la garantía 
de independencia del Poder Judicial al preser-
varse su cabeza de todo vejamen vía juicio po-
lítico y, muy especialmente, como moderador 
del poder presidencial.

Para ello creemos necesario “ir hasta el hueso”, 
inevitablemente a través de una reforma cons-
titucional que – esta vez- nos reconduzca al 
modelo fundacional que en esto no ha perdido 
vigencia: o el Senado modera el presidencialis-
mo o éste, más temprano que tarde, termina 
con el federalismo.

VI. La reforma constitucional 
del Senado de la Nación
No podemos aquí fundar extensa ni adecuada-
mente una propuesta que cala hondo en nues-
tra organización constitucional. La enunciamos 
y justificamos con los límites de este trabajo: 

Se trata entonces de, manteniendo la elección 
directa de los senadores por las Provincias y la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, :

1)	 En cuanto a la integración del cuerpo:

a)	En cuanto a la composición del Sena-
do debería volverse a los dos senado-
res por distrito, que durarían seis años 
como en la actualidad, debiendo de-
clararse caducos todos los mandatos 
y procederse a una nueva elección de 
todo el cuerpo conforme a las pautas 
que siguen.

b)	La elección debería ser siempre sepa-
rada de toda otra elección nacional, 
individual en cuanto a los candidatos 
y claramente vinculada a la posibili-
dad del “mandato imperativo” por 
parte de la Provincia de que se trate, 
o de la CABA, conforme a sus respec-
tivas normas constitucionales.

c)	 Deberían permitirse las candidaturas 
independientes acreditando avales 

a la misma con un mínimo del uno 
(1%) al tres por ciento (3%) del pa-
drón electoral distrital. (Porcentaje 
que solo aventuramos a ubicar en ese 
rango, continuando el estudio de la 
cuestión).

d)	Los partidos políticos reconocidos 
podrían presentar hasta dos (2) can-
didatos en boletas separadas siendo 
cada elección individual. No se de-
biera exigir el cupo femenino (com-
prendemos que esto último pueda 
aparecer como regresivo en relación 
con el reconocimiento harto justifica-
do de la participación de la mujer en 
la vida política, pero desde nuestra 
experiencia pensamos que en el caso 
de los senadores debe dejarse a la 
Provincia la más amplia libertad y no 
exigir - en tan solo dos cargos - dejar 
de lado a un hombre o una mujer por 
razones de tal naturaleza.)

e)	En todos los casos se eligiría un su-
plente.

2)	 En cuanto a la remoción de los miem-
bros del cuerpo:

Sería causal – entre otras- de remoción 
de los senadores la solicitud fundada del 
Gobierno Provincial o de la CABA (vo-
luntad conjunta del PEP y la Legislatu-
ra local) ratificada por referéndum con 
mayoría del cincuenta por ciento (50%) 
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de los votos válidos afirmativos, en ra-
zón de haber faltado reiteradamente 
y de manera objetiva al interés provin-
cial privilegiando el interés de partido 
o desobedeciendo claros mandatos ex-
pedidos conforme a las normas de de-
recho público local. Se exigiría para la 
remoción el voto afirmativo de los dos 
tercios (2/3) de los miembros integrantes 
del cuerpo.

3)	 En cuanto al funcionamiento del cuerpo:

El Senado de la Nación debería prever 
en su Reglamento la constitución de 
bloques permanentes por comunidad 
de intereses provinciales o regionales, 
los que dispondrían de los recursos mí-
nimos indispensables para su funciona-
miento y participación en la organiza-
ción de la labor parlamentaria junto- y 
en paridad- con los bloques partidarios.

4)	 En cuanto al control del Presupuesto de 
la Nación

a)	El proyecto de ley de Presupuesto Ge-
neral de la Nación sería girado por el 
PEN al Senado de la Nación siendo 
éste cámara de origen aún cuando se 
pretenda a través del mismo crear o 
modificar impuestos. Igual procedi-
miento se seguiría para todo proyec-
to de ley modificatoria del mismo.

b)	La falta de transferencia de recursos 
a las Provincias o a la CABA, compro-
metidos en el Presupuesto aprobado 
haría personalmente responsable al 
Jefe de Gabinete y los ministros del 
ramo, los que deberían comparecer  a 
solicitud de un número de senadores 

igual al de las Provincias más la CABA 
como mínimo, pudiendo ser removi-
dos por el cuerpo en caso de no satis-
facer las explicaciones brindadas, con 
el voto de los dos tercios (2/3) de los 
miembros integrantes del mismo.

5)	 En cuanto al funcionamiento como cá-
mara juzgadora en los casos de juicio 
político a los miembros de la Corte Su-
prema de Justicia de la Nación.

Cuando el cuerpo se constituya para re-
cibir la acusación en tales supuestos la 
rechazaría “in limine” cuando la causal 
invocada sea la de “mal desempeño” y 
pretenda fundarse en el contenido del o 
los votos de los jueces de que se trate en 
una o varias sentencias determinadas.

Antes de concluir quisiéramos ensayar dos au-
toobjeciones a esta propuesta:

Si quiere repararse el agravio al federalismo 
que la “partidocratización” descripta le habría 
ocasionado, y la consecuente utilización del 
cuerpo por la Presidencia de turno para some-
ter al federalismo, ¿cómo se evitará el efecto 
contrario, es decir que la política “territorial” 
o localista agravie a la Presidencia, particular-
mente en el marco actual con una fuerte desin-
tegración de los partidos políticos nacionales?.

Pensamos que esta es la objeción más fuerte 
que encontramos al planteo y también que ella 
tiene respuesta.

En efecto, se trata de reconocer que nuestro 
régimen político de “primus inter pares” no 
es modificable puesto que procede de nuestra 
tradición histórica y política más arraigada. Y 
se trata de darle a dicho régimen la necesaria 

“El régimen político de una Nación es el de su tradición 

histórica. Y nuestra tradición histórica dice que tal régimen 

es la república presidencialista federal.”
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institucionalidad. Para ello, cabe insistir, la pro-
puesta se asienta en dos pilares que garanticen 
la existencia del Senado como órgano de mo-
deración y preservación del poder presidencial:

1)	 La amplitud, transparencia y legitimi-
dad del proceso de selección de los se-
nadores nacionales y 

2)	 La organización del cuerpo en función 
de intereses provinciales-regionales y - 
al mismo tiempo- nacionales, que ase-
guren la unidad en la diversidad.

En definitiva, y como decíamos al principio: 
que la Presidencia no acabe con el federalismo 
ni el federalismo con la Presidencia.

De algo tan obvio se trata. Y por obvio, segura-
mente difícil de resolver.

En segundo término, expresado lo anterior no 
podemos obviar que hablar de reforma cons-
titucional cuando aún no se ha terminado de 
concretar el marco reglamentario en la legisla-
ción constitucional de la reforma de 1994 pare-
ce inoportuno, inviable y hasta peligroso.

Mucho más cuando la cuestión se encuentra 
en este momento contaminada por el planteo 
reeleccionista.

Sin embargo, en algún momento, el – a nuestro 
juicio - error histórico de la reforma del 94  en la 
relación con el Senado, no habrá otro camino en 
este punto. Desgraciadamente nuestro sistema 
rígido nos impide la vía de la simple enmienda. 
Sin embargo nada impide el acuerdo en torno a 
la modificación de un solo artículo si se admite la 
importancia del mismo para la recuperación de 
la República Federal. Probablemente debamos 
encararlo cuando se hayan aquietado los espíri-
tus hoy extremadamente alterados.

Por ello, proponemos subsidiariamente aque-
llo que es realizable sin necesidad de una refor-
ma constitucional.

Nada impide, en primer lugar, que el nuevo 
Senado que emerja de las próximas elecciones 
de Octubre asuma responsablemente el deba-
te en torno a un nuevo sistema fiscal federal 

“Conductas públicas 

claramente encarnadas: la 

Presidencia de la Nación como 

expresión de la unidad federal, 

los Gobiernos Provinciales y 

de la Ciudad Autónoma de 

Buenos Aires como expresión 

de la diversidad y el Senado de 

la Nación como participación 

y representación de la 

diversidad en la unidad para el 

Bien Común.”
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que, como explicamos en otra colaboración en 
esta misma edición de “Civilidad”, no puede 
ni debe agotarse en una nueva ley convenio 
de coparticipación federal que simplemente 
“ajuste” la distribución de la “torta fiscal”.

En segundo lugar, todo aquello que contiene la 
propuesta arriba desarrollada y se refiera al fun-
cionamiento del Senado como representante de 
los intereses provinciales y regionales en el Go-
bierno Federal, debería fortalecerse. Especial-
mente: no aprobar más un Presupuesto General 
de la Nación casi a libro cerrado y debatir las leyes 
fundamentales expresando los diversos intereses 

regionales para contribuir a asegurar en todo el 
país un grado equivalente de desarrollo, igual-
dad de oportunidades y calidad de vida como lo 
establece la Constitución Nacional.

En tercer lugar, nos parece que resulta im-
prescindible acordar desde pasadas estas 
elecciones que las de 2015 para el Senado se 
realicen en tiempo distinto a toda otra elec-
ción y se asuman por toda la ciudadanía de 
las Provincias electoras como una “bisagra” 
en el modo de elegir responsablemente a los 
representantes que aseguren la unidad en la 
diversidad.

VII. A modo de conclusión

Esta propuesta tiene un fundamento general evi-
dente: asegurar la representación de los intere-
ses provinciales por sobre los de partido, con el 
máximo de independencia del cuerpo como tal 
para garantizar el pleno ejercicio de sus funcio-
nes constitucionales explícitas e implícitas.

Probablemente una reforma de tales caracte-
rísticas hoy sea “políticamente incorrecta” e 
inviable, bloqueada por las mismas causas e in-
tereses comprometidos que la justifican.

Es más, muchos podrán preguntarse y pregun-
tar: ¿si este es el diagnóstico, por qué no aban-
donar definitivamente el presidencialismo o el 
federalismo? ¿Por qué no adoptar definitiva-
mente un régimen parlamentario federal o un 
presidencialismo formalmente unitario? O, a 
modo de posición intermedia quizá, ¿no sería 
mejor adoptar un modelo como el estado re-
gional y descentralizado español con régimen 
parlamentario?

Nuestra respuesta a tales interrogantes exige 
mucho más que la extensión de este trabajo. 
Preferimos responder sin más declarando que – 
a nuestro entender- el régimen político de una 
Nación es el de su tradición histórica. Y nuestra 
tradición histórica dice que tal régimen es la 
república presidencialista federal.

En 1816, junto con la declaración de la Inde-

pendencia dudamos sobre esto; en 1819 y 1826 
fracasaron los intentos contrarios a ello; entre 
1820 y 1853 una larga guerra civil se libró para 
resolver esta cuestión.

Entre 1853 y 1860 la decisión se consolidó.

Entre 1860 y 2013 – también en nuestra opi-
nión- no hemos sido capaces de asumir con 
constancia suficientemente extendida en el 
tiempo que una república exige ciudadanos; 
un régimen presidencial estadistas y el fede-
ralismo libertades concretas asumidas con res-
ponsabilidad.

También entre 1860 y 2013 hemos creído que 
en lugar de cumplir la Constitución que expre-
sa históricamente el modelo consensuado, de-
bíamos abandonarla cada tanto y refundar la 
Nación.

Se trata, entonces, también de un cambio pro-
fundo en las conductas públicas, como lo pedía 
Pedro J. Frías.

Conductas públicas claramente encarnadas: la 
Presidencia de la Nación como expresión de la 
unidad federal, los Gobiernos Provinciales y de 
la Ciudad Autónoma de Buenos Aires como ex-
presión de la diversidad y el Senado de la Na-
ción como participación y representación de la 
diversidad en la unidad para el Bien Común.
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1 Título original: “Die Rolle des Deutschen Bundesrates“. Traducido por Úrsula Leonor Stieglitz, Traductora Pública de Alemán (UBA).
2 Experto en Federalismo y Gestión Local en la República Federal de Alemania y el Estado Federado de Baviera; miembro del Consejo Ad-
ministrativo y luego Director de la Escuela de Administración Local de Baviera, entre otros. Ha publicado más de 130 artículos traducidos 
a varios idiomas en revistas especializadas sobre Gestión Local en todo el mundo.
3 También llamados “provincias, estados constituyentes, estados federados/länder o cantones” en diferentes Constituciones de Estados 
federales.

I. Comentarios generales 
sobre el Estado federal

1) Federalismo

La idea de federalismo es el elemento determinan-
te de un tipo de Estado que en alemán denomi-
namos Bundesstaat; o sea, el Estado federal. Una 

pluralidad de estados individuales3 se ha fundido 
en una unidad enn la diversidad para conformar el 
Estado federal.  Por regla general, esta federación 
o alianza (foedus, del latín) se pacta para siempre, 
sin posibilidades de separación. 

2) Concepto jurídico de Estado federal 

El Estado federal  es una unión político-jurídica 
de estados. En ella, tanto la Federación de es-
tados como los diferentes miembros constitu-

Dr. Dr. H. C. Jürgen Harbich 2

El rol del Bundesrat alemán 1

Jürgen Harbich



21

TE
M

A
S 

D
E 

FE
D

ER
A

LI
SM

O

yentes tienen la calidad jurídica de estado. Ex-
presado de otra manera: el Estado federal es un 
Estado compuesto por estados. La Federación 
(o Estado central, según diversas publicaciones) 
y también los estados constituyentes, como ta-
les, ejercen su jurisdicción directamente frente 
a quienes integran los estados constituyentes. 
Con vigencia para todo el Estado federal, la 
constitución nacional establece un orden de 
competencias entre los órganos de la Federa-
ción y los órganos de los estados federados. Así, 
la Federación  (Bund)  y los estados federados 
(Länder) se reparten el cúmulo de tareas esta-
tales que, si se tratase de un Estado unitario, le 
competerían a éste exclusivamente.

Lo aquí expuesto rige para todos los Estados federales. 

3) Principio de subsidiariedad

a)	 Concepto y origen

El federalismo está estrechamente ligado 
al principio de subsidiariedad, que tiene su 
origen en la doctrina social de la Iglesia ca-
tólica. En el año 1931, el Papa Pío XI definió 
este principio como el rector de las áreas de 
competencia de una sociedad en la encícli-
ca Quadragesimo anno. Se basa en la idea 
de que no se puede quitar a un individuo 
y trasladar a la comunidad lo que él pueda 
realizar con su propia iniciativa y esfuerzo, 
pero que la comunidad sí está obligada a 
prestar asistencia cuando el individuo la ne-
cesite. Como principio estructural, esta idea 
de la autorresponsabilidad también se tras-
lada a la organización estatal: a la estruc-
tura más pequeña se le otorga la  prevalen-

cia de competencias frente a la unidad más 
grande4. Según esta prevalencia, la unidad 
más grande  no deberá quitarle funciones a 
la unidad inferior cuando ésta pueda cum-
plir con ellas de igual o mejor manera. 

Cuanto más pequeña sea una comunidad, tanto 
mayor será el peso que el individuo tendrá en 
la formación de la voluntad comunitaria. Por el 
contrario, una fuerte centralización del poder 
político produce un creciente distanciamiento 
entre el Estado y sus ciudadanos.  

b)	 El principio de subsidiariedad en el de-
recho de la Unión Europea

La Unión Europea (UE) tiene su origen en los 
Tratados de Roma de  1957, cuando seis Estados 
(Bélgica, Alemania Occidental, Francia, Italia, 
Luxemburgo y los Países Bajos) establecieron la 
Comunidad Económica Europea (CEE). En el trans-
curso de las décadas, los Estados miembros trans-
firieron a esta Comunidad cada vez más funciones 
estatales; se intensificaron las competencias de la 
Comunidad, a la que se fueron integrando más y 
más Estados. Hoy, cuenta con 27 Estados miem-
bros europeos.  La Comunidad usó sus facultades 
muy activamente, y los opositores de una centra-
lización excesiva comenzaron a hablar de “frenesí 
regulador europeo”. Efectivamente, se habían re-
gistrado excesos en este sentido. 

Los primeros ministros de los Länder alemanes 
fueron quienes, junto a otros actores, exigie-
ron en una conferencia de diciembre de 1990 
que “el federalismo y la subsidiariedad sean los 
principios de construcción de una Europa uni-
da”5. Finalmente, el principio de subsidiariedad 

“La idea de federalismo es el elemento determinante de un tipo 

de Estado que en alemán denominamos Bundesstaat; o sea, 

el Estado federal. Una pluralidad de estados individuales  se ha 

fundido en una unidad en la diversidad para conformar el Estado 

federal.  Por regla general, esta federación o alianza (foedus, del 

latín) se pacta para siempre, sin posibilidades de separación.”

4 Véase Jürgen Harbich, Die Bundesstaatlichkeit der Bundesrepublik Deutschland, [El federalismo en la República Federal de Alemania] 
en K.Mackowska/S. Kwiecién (ed.), Federalizm czy Jednolitosc, Lublin 2012, pág. 29 y sgtes. 40, con demás referencias.
5 Cita [traducida] según Peter Häberle, Das Prinzip der Subsidiarität aus der Sicht der vergleichenden Verfassungslehre [El principio de la 
subsidiariedad desde la óptica del constitucionalismo]  AöR  tomo 119 (1994), pág. 169 y sgtes., 178. 
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quedó incorporado en el art. 5 de la redacción 
vigente del Tratado de la Unión Europea, como 
barrera de competencias de esta Unión de Es-
tados. A partir de ese momento, el principio de 
subsidiariedad surte efecto tanto para los actos 
futuros de la Unión Europea como también para 
las disposiciones legales existentes. En este senti-
do, cabe destacar que el cumplimiento del prin-
cipio de subsidiariedad es justiciable, o sea que 
puede ser sometido a un control judicial ante el 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea6. 

4) Descentralización

En un Estado federativo, la idea de descentrali-
zación es una realidad. Mientras que en un Es-
tado centralista todas las actividades estatales 
están manejadas por un ente único que puede 
impartir directivas hasta la instancia más baja, 
y con ello imponer la voluntad de la dirigen-
cia estatal en todo momento y en todo sitio, 

el estado descentralizado reconoce diferentes 
centros de decisión. En el Estado descentraliza-
do, el poder estatal no está reunido en un solo 
organismo central sino que, en parte, se ha 
cedido a otras unidades. En el Estado federal, 
al poder central del Estado se le contraponen 
los centros de decisión descentralizados de las 
provincias (en Alemania, los länder), y dentro 
de estos miembros, las entidades comunales 
y otras entidades de autogestión. Todas ellas 
forman una voluntad propia que puede dife-
rir de la voluntad de las instancias superiores, 
pero que, sin embargo, deberá ser respetada. 
Con ello –y junto con la división horizontal de 
poderes que caracteriza a todo Estado libre y 
democrático–, el principio federal da lugar a 
una división de poderes vertical que, además, 
puede servir de aliciente para que los ciudada-
nos se involucren activamente en la política. El 
estado federativo favorece una diversidad re-
gional en la política, el derecho y la cultura7.

6 Christian Koenig/Ralph Alexander Lorz, Stärkung des Subsidiaritätsprinzips [Refuerzo del principio de subsidiariedad] DVBl. 2003, 
pág. 167 y sgtes., 168.
7 Paul Kirchhof, Bundesstaatlichkeit als Element des Verfassungsstaates [El federalismo como elemento del Estado constitucional] en: 
Detlef Merten (ed.), Der Bundesrat in Deutschland und Österreich [El Bundesrat en Alemania y Austria], 2001, pág. 59 y sgtes.

Jürgen Harbich, Mariella Franz y Pablo M. Garat
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5) Disponibilidad de recursos financieros

La gestión autónoma en los niveles nacional, 
provincial y comunal presupone  la disponibi-
lidad correspondiente de recursos financieros. 
Ninguna de las partes ha de vivir a expensas 
de la otra. Por principio, la soberanía sobre el 
producto, o sea la cuestión de cómo se distri-
buirán los recursos financieros públicos entre 
los diferentes niveles de un Estado descentra-
lizado, debe estar regulada en la constitución 
nacional. Para evitar una congelación norma-
tiva, ante todo en ámbitos donde los ingresos 
están sujetos a fluctuaciones importantes, la 
distribución también puede estar regulada por 
la ley. Si la constitución y las leyes permitiesen 
que la distribución de los recursos financieros, 
sin premisas establecidas por normas jurídicas, 
quedaran libradas a la discreción del Poder 
Ejecutivo, esto no podría menos que despertar 
escepticismo, puesto que abriría las puertas a 
una asignación de fondos arbitraria y sin fun-
damentos objetivos. 

II. El Bundesrat alemán
1) Composición

El Bundesrat o Consejo Federal es el órgano 
federativo de Alemania. Lo integran represen-
tantes de los gobiernos de los länder o estados 
federados; estos representantes son nombra-
dos y retirados directamente por los gobiernos 
regionales correspondientes (art. 51 inciso 1 de 
la Ley Fundamental Alemana del 23 de Mayo 
de 1949). La República Federal de Alemania 
tiene 16 länder, que suman 82 millones de ha-
bitantes. Cada uno de estos estados federados 
tiene por lo menos tres votos; con más de dos 
millones de habitantes tienen cuatro, con más 
de seis millones de habitantes cinco, y con más 
de siete millones de habitantes, les correspon-
den seis votos. El Bundesrat se compone de un 
total de 69 miembros. El land más pequeño, la 
Ciudad Libre Hanseática de Bremen, con unos 
660.000 habitantes, entonces tiene tres votos,  

mientras que al land con el mayor índice de 
población, que es Renania del Norte/Westfalia 
con cerca de 17,6 millones de habitantes, le co-
rresponden seis votos. Con esta diferenciación 
cuantitativa se ha buscado un camino medio 
entre igualdad y aritmética poblacional8. La 
dominancia de los länder más grandes es mo-
derada, a la vez que los länder más pequeños 
también están motivados para participar acti-
vamente en el Bundesrat.  

“La República Federal de 

Alemania tiene 16 länder, 

que suman 82 millones de 

habitantes. (...) El Bundesrat 

se compone de un total de 

69 miembros. El land más 

pequeño, la Ciudad Libre 

Hanseática de Bremen, con 

unos 660.000 habitantes, (...)  

mientras que al land con el 

mayor índice de población, que 

es Renania del Norte/Westfalia 

cerca de 17,6 millones 

de habitantes. Con esta 

diferenciación cuantitativa se 

ha buscado un camino medio 

entre igualdad y aritmética 

poblacional...”

8 Klaus Stern, Das Staatsrecht der Bundesrepublik Deutschland [El derecho estatal de la República Federal de Alemania], tomo II, 1980, 
pág. 141. 
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Este régimen muestra que los resultados elec-
torales en los diferentes länder también influ-
yen en la política de la República Federal, por-
que determinan la composición del Bundesrat.  

2) Órgano del Bund

Aunque esté integrado por miembros de los 
gobiernos de los diferentes länder, el Bundes-
rat es un órgano del Bund (Federación o Estado 
central); sus competencias se basan en la Ley 
Fundamental, la constitución alemana.  

3) Funciones del Bundesrat

Por medio del Bundesrat, los länder participan 
en la legislación y la administración del Bund y 
en asuntos de la Unión Europea (art. 50 de la 
Ley Fundamental).

c)	 Participación en la legislación del Bund

La Ley Fundamental asigna al Bund la mayor 
parte de las facultades legislativas, mientras 
que las funciones ejecutivas son ejercidas, en 
su mayor parte, por los poderes ejecutivos de 
los länder. Por lo tanto, por medio del Bundes-
rat, las experiencias ejecutivas de los diferentes 
länder deben tener entrada en las leyes federa-
les, las leyes del Bund.  

La Ley Fundamental ha previsto dos modalida-
des de participación en el proceso legislativo:

                                 aa) Leyes de objeción

Por regla general, las leyes federales perte-

necen al ámbito de las leyes de objeción. Esto 
significa que el Bundesrat puede objetar leyes 
aprobadas por el Bundestag  (cámara baja o de 
diputados del Bund). Si esta objeción no pue-
de ser dirimida en un proceso de mediación, 
el Bundestag está facultado para rechazar esta 
objeción mediante una resolución especial (art. 
77 de la Ley Fundamental). Esto significa que 
el Bundestag se puede imponer contra la vo-
luntad del Bundesrat y sacar adelante su ley 
proyectada. 

                                  bb) Leyes de aprobación

Sin embargo, la Ley Fundamental también con-
templa una serie de leyes que solamente pue-
den ser sancionadas si han sido aprobadas por 
el Bundesrat. El requisito de aprobación tiene 
que estar expresamente establecido en la Ley 
Fundamental. Como ejemplo de leyes de apro-
bación podemos citar diferentes leyes tributa-
rias  (Arts. 106, 107 LF) y leyes donde los länder 
deban ejecutar leyes federales (Arts. 84, 85 LF). 
En estos casos, el Bundestag no puede pasar 
por alto la falta de aprobación del Bundesrat. 
En la práctica, y hoy en día, hasta el 40 % de 
las leyes federales son leyes de aprobación. Un 
cambio de la Ley Fundamental también reque-
riría la aprobación del Bundesrat  (véase 3d, 
más adelante). Esto pone de manifiesto cuán 
importante es el papel que desempeña el Bun-
desrat en la política a nivel federal.

d)	 Participación en funciones del Poder 
Ejecutivo

El Bundesrat también está facultado para par-

“La idea del consejo parlamentario que elaboró la Ley 

Fundamental  en los años 1948/49 era que en el Bundesrat el 

actuar político no se desarrollase según enfoques de política 

partidaria, sino que estuviese guiado por criterios de política de 

estado. El Bundesrat debía estructurarse por länder y no por 

partidos políticos.”
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ticipar en funciones del ámbito ejecutivo; por 
ejemplo, cuando se dictan disposiciones admi-
nistrativas generales para los länder (art. 84 inc. 
2, art. 85 inc. 2 LF) y cuando se dictan decretos 
relacionados con leyes federales (art. 80 inc. 2 LF).

e)	 Participación en asuntos de la Unión 
Europea

El Bundesrat también participa en asuntos de 
la Unión Europea. Estos derechos de participa-
ción se han  establecido en el año 1992 en el 
art. 23 de la Ley Fundamental, porque el dere-
cho de la Unión Europea incide en los derechos 
de los länder. 

f)	 Participación en cambios de la constitución

La constitución alemana, la Ley Fundamental 

del 23 de mayo de 1949, ya ha sido modificada 
casi 60 veces. Estos cambios, que se efectúan 
sin la intervención del pueblo, requieren una 
ley que exige la aprobación por las dos terceras 
partes de los miembros del Bundestag y las dos 
terceras partes de los votos del Bundesrat  (art. 
79 inc. 2 LF).

g)	 Elección de los magistrados del Tribu-
nal Constitucional

El Tribunal Constitucional Federal (que se com-
pone de dos Salas con ocho miembros cada 
una) tiene amplias competencias, y también 
decide sobre la delimitación de competencias 
entre el Bund y los länder. Por consiguiente,  
una mitad de los miembros del Tribunal Consti-
tucional es elegida por el Bundestag  y  a la otra 
mitad por el Bundesrat  (art. 94 inc. 1 párr. 2 LF).
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4) Situación jurídica

Los miembros del Bundesrat son nombrados y 
retirados directamente por los gobiernos de los 
länder correspondientes (art. 51 inc. 1 párr. 1 
LF). Los parlamentos regionales y los ciudada-
nos de los länder no participan en el nombra-
miento  de los miembros del Bundesrat, ni tam-
poco pueden influir en las votaciones de ese 
órgano; los miembros del Bundesrat, más bien, 
dependen de las órdenes de sus correspondien-
tes gobiernos regionales. Esto significa que los 
miembros del Bundesrat tienen un mandato 
imperativo (en contraposición al mandato libre 
de los diputados del Bundestag, tal como es 
usual en un Estado constitucional moderno).  El 
mandato imperativo asegura que la dirección 
política de un land pueda encauzar los actos 
de sus miembros del Bundesrat y,  ante todo, su 
votación; y es lo que efectivamente sucede en 
la práctica del Bundesrat alemán.  La Ley Fun-
damental (art. 51 inc. 3, párr. 2) exige, además, 
que los votos de un mismo land sean emitidos 
por unanimidad. Este precepto garantiza que 

se ponga de manifiesto el peso político del  po-
der ejecutivo de cada estado federado como 
tal. Si los miembros del Bundesrat fuesen ele-
gidos por los parlamentos regionales, serían 
libres e independientes en su actuar político 
y muy probablemente se organizarían por lí-
neas partidarias; el Bundesrat se asemejaría a 
una reproducción reducida del Bundestag. Sin 
embargo, este no era el efecto deseado por 
los creadores de la constitución. La idea del 
consejo parlamentario que elaboró la Ley Fun-
damental  en los años 1948/49 era que en el 
Bundesrat el actuar político no se desarrolla-
se según enfoques de política partidaria, sino 
que estuviese guiado por criterios de política 
de estado. El Bundesrat debía estructurarse por 
länder y no por partidos políticos9. 

De todos modos, es inherente a la naturaleza 
del quehacer político que los partidos también 
puedan instrumentalizar al Bundesrat para im-
poner sus objetivos partidarios. Cuando los par-
tidos que no tienen la mayoría en el Bundestag 
(y por ende no son los que deciden quién será 
el o la canciller)  sin embargo disponen de una 
mayoría de votos en el Bundesrat (lo cual siem-
pre vuelve a suceder en la práctica, y también 
en la actualidad),  estos partidos opositores 
pueden influir en la política del Gobierno10 me-
diante su postura frente a leyes acordadas por 
el Bundestag. Esto es una realidad, ante todo 
en tiempos de campaña electoral. 

5) Protección contra reformas constitucionales

En su artículo 79 inciso 3, la Ley Fundamental 
contiene una “cláusula de eternidad”;  entre 
otras cosas, implica una garantía de continui-
dad para la organización estatal de Alemania 
como Estado federal y declara la participación 
fundamental de los länder en la legislación del 
Bund como intangible. En la literatura consti-
tucionalista11 se encuentran opiniones de que 
la transformación del Bundesrat en un Senado, 
cuyos miembros tendrían un mandato libre, se 
enmarcaría dentro de los preceptos constitu-
cionales. Estos enfoques no pueden considerar-

“En la República Federal de 

Alemania, la Conferencia de los 

Primeros Ministros hoy en día 

es una parte sobreentendida de 

la vida política. Es una asamblea 

que representa la fuerza política 

de los länder y la expresión 

viviente de un federalismo 

activo, con miembros muy 

conscientes de su propio valor.” 

9 Klaus Stern (Nota. 8), pág. 129.
10 Michael Kloepfer, Verfassungsrecht [Derecho constitucional], tomo I, 2011, pág 503 y ss.
11 Véase Hans D. Jarass/Bodo Pieroth, Grundgesetz für die Bundesrepublik Deutschland, Kommentar, [Derecho constitucional para la 
República Federal de Alemania, comentario] 12ª edic., 2012, art. 79, nota marginal  9, con otras referencias.
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se acertados, puesto que la Ley Fundamental 
garantiza la participación de los länder como 
tales; una participación de esta índole se dife-
rencia en forma muy sustancial de una partici-
pación de los ciudadanos de los länder o de los 
parlamentos regionales.  Por esa razón, la solu-
ción instalada con el Bundesrat es inviolable12. 

Independientemente de la interpretación legal 
que se quiera defender al respecto, la posición 
jurídica del Bundesrat alemán perdurará en su 
forma actual; porque para transformar el Bun-
desrat en un Senado, de  miembros con man-
dato libre, se necesitaría una aprobación por 
las dos terceras partes de los votos del Bundes-
rat (art. 79 inc. 2 LF). Esta situación es política-
mente impensable, puesto que los länder no se 
derrocarían a ellos mismos.

III. La Conferencia de los 
Primeros Ministros

Junto al Bundesrat, como órgano constitucional, se 
han creado otras asambleas y comisiones dentro de 
la cooperación intrafederal. En el Estado federal ale-
mán, el Bund y los länder no actúan cada cual por 
su lado, sino todo lo contrario. Dados los numerosos 
contactos informales y formales, las conferencias, las 
resoluciones y los acuerdos entre los diferentes länder, 
así como entre los länder y el Bund,  podemos decir 
que tenemos un Estado federal cooperativo.

Aparte de las conferencias ministeriales sec-
toriales, desde hace casi 60 años se viene ce-
lebrando la Conferencia de los Primeros Mi-
nistros. Es la reunión de los jefes de gobierno 
de los 16 länder que, independientemente de 
su afiliación partidaria, se dan cita para debatir 

sobre cuestiones de alta política a nivel regional 
y nacional y a veces adoptan acuerdos (aunque 
estos no sean vinculantes, dado que la Conferen-
cia de Primeros Ministros no es un órgano consti-
tucional).   Por regla general, esta Conferencia se 
celebra cuatro veces al año. A modo de ejemplo, 
queremos mencionar algunos de los temas que 
se tratan en las Conferencias: 

• Uno de los problemas que se reiteran 
y mantienen ocupados a los primeros 
ministros es la compensación financiera 
interterritorial que, mediante una ley 
federal (que exige la aprobación por el 
Bundesrat) debe atenuar la brecha en-
tre los länder “ricos” y “pobres”. 

• Un tema muy controvertido en Alema-
nia es la financiación del ente de radio-
difusión, de derecho público. En el año 
2010, los primeros ministros acordaron 
un nuevo modelo de financiación: un 
derecho de radiodifusión de 17,98 euros 
mensuales que se cobrará en todos los 
hogares por igual, desde el primero de 
enero de 2013.

• El año pasado, los primeros ministros lo-
graron un consenso sobre el desarrollo 
de las energías renovables.  

Una vez al año, los primeros ministros se re-
únen con el Canciller Federal (o ‘la Canciller’, 
desde el 2005)  para  conversar sobre determi-
nados asuntos. Las reuniones son preparadas 
cuidadosamente por la Cancillería Federal. Es-
tos intercambios no producen acuerdos jurídi-
camente vinculantes, pero se celebran con el 
fin de tratar problemas conjuntamente, aclarar 
puntos de vista y, de esta manera, contribuir 
también al entendimiento mutuo13. 

En la República Federal de Alemania, la Confe-

12 Véase para información detallada Jürgen Harbich, Der Bundesstaat und seine Unantastbarkeit [El Estado federal y su inviolabilidad] 
1965, pág. 130 y sig.; confirmado por Josef Isensee, Idee und Gestalt des Föderalismus [Idea y figura del federalismo], en Josef Isensee/
Paul Kirchhof, Handbuch des Staatsrechts, tomo VI, 3. edic., 2008, § 126 nota marginal 307; también Matthias Herdegen, en: Maunz/
Düring, Loseblattkommentar zum Grundgesetz für die Bundesrepublik [comentario en hojas sustituibles sobre la Ley Fundamental para la 
República Federal de Alemania], actualizado a mayo 2008, art. 79, inc.3, nota marginal 102.
13 Según Heinz Laufer/Ursula Münch, Das föderative System der Bundesrepublik Deutschland [El sistema federativo de la República 
Federal de Alemania], 7.ª edic., pág. 192 y sgtes., 194.
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rencia de los Primeros Ministros hoy en día es 
una parte sobreentendida de la vida política. 
Es una asamblea que representa la fuerza polí-
tica de los länder y la expresión viviente de un 
federalismo activo, con miembros muy cons-
cientes de su propio valor. 

IV. La cultura del federalismo
Los derechos fundamentales, la democracia y 
la división de poderes, con un Tribunal Consti-
tucional fuerte e independiente, forman parte 
del ideario de valores de la sociedad alemana, 
que no pone en tela de juicio a la clase polí-
tica.  Lo mismo rige para la organización del 
Estado federal, declarado inviolable por el art. 
79 inc.3 de la Ley Fundamental. Estos valores, 
altamente apreciados y defendidos en todos 
los niveles, no impiden la lucha política, que 
hasta puede ser bastante encarnizada. Sin em-
bargo, y pese a los diferentes puntos de vista y 
objetivos: la división del ejercicio del poder, tan 
característica de un Estado federal, es un valor, 
apreciado y respetado por todos, que impide 
la concentración del poder estatal. Los anta-
gonismos políticos entre el poder central y los 
estados constituyentes exigen una cooperación 
ya determinada por la Ley Fundamental, que 
establece el respeto mutuo entre los actores 
políticos como condición sin la cual, a la larga, 
un Estado sano  no puede existir. 

V. El órgano federativo en 
comparación con otros países
1) El órgano federativo como característica de 
un Estado federal 

Además de la cámara de diputados, en los Esta-
dos de organización federativa siempre existe 
un segundo órgano mediante el que los esta-
dos constituyentes participan en la formación 
de la voluntad general14. Su integración difiere 

de un país a otro, y también su estructura y la 
situación jurídica de sus miembros. 

2) Comparación

a) Estados Unidos de América

En los EUA, el órgano federativo es el Sena-
do, al que cada uno de los 50 estados cons-
tituyentes envía dos miembros elegidos por 
el pueblo.  El Senado es la segunda cámara 
junto a la Cámara de Representantes, con 
iguales derechos. Los senadores tienen un 
mandato libre y están organizados por líneas 
partidarias. Los poderes ejecutivos de los es-
tados constituyentes no tienen participación 
en la política del Estado central. 

b) Suiza

En la Confederación Suiza, el Consejo de los Es-
tados tiene, por regla general, dos miembros 
por cantón, pero uno solamente para los seis 
cantones más pequeños. En total, el Consejo de 
los Estados se compone de 46 miembros elegi-
dos por el pueblo en los respectivos cantones; 
su mandato es libre. El Consejo de los Estados 
y el Consejo Nacional, que viene a ser la cáma-
ra de diputados del Estado central, tienen el 
mismo rango político. Para que un acuerdo sea 
vigente, debe haber  sido aprobado por ambas 
cámaras con la misma redacción.   

c) Argentina

Además de las disposiciones relacionadas con 
el sistema de gobierno presidencial, la Consti-
tución Argentina también presenta similitudes 
con la de los EUA en cuanto a la estructura del 
Senado: cada una de las provincias, y también 
la capital Buenos Aires, delegan tres miembros 
que ejercerán sus funciones libremente.  En 
cada provincia, son elegidos directamente por 
el pueblo, con un mandato de seis años. De los 
tres senadores de cada provincia, dos pertene-
cen al partido con la mayoría de los votos, y uno 
al partido que ocupa el segundo lugar  (art. 54 
de la Constitución Nacional).  Los senadores, en 

14 Michael Kloepfer (nota 10), pág. 500.
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total 72, están organizados por líneas partida-
rias. La Cámara de Diputados y el Senado son 
órganos constitucionales con iguales derechos. 
En este sentido, la Constitución Argentina ha 
instalado al Senado como elemento relevante 
para el funcionamiento del Estado. 

d) Austria

En Austria, el órgano federativo se llama Bun-
desrat (art. 34 de la Constitución de la Repú-
blica de Austria), igual que en Alemania. El 
número de miembros del Bundesrat también 
depende de la cantidad de habitantes de los 
diferentes estados federados, que envían a 
este órgano entre tres y doce miembros. Los 62 
miembros que lo integran en la actualidad son 
elegidos por los parlamentos de los estados fe-
derados,  y su mandato es libre.  Los miembros 
del Bundesrat no se organizan por los estados 
federados que los han designado, sino por su 
pertenencia a un partido, e incluso la distribu-
ción de los asientos se estructura por partidos.  
En la práctica, los miembros del Bundesrat no 
representan tanto los intereses y puntos de vis-
ta de los estados federados, sino más bien los 
fines políticos de las respectivas centrales fede-
rales de sus partidos15.

Puesto que el Bundesrat no expresa la voluntad 
político-partidaria de los estados federados, los 
presidentes de los nueve gobiernos regionales, 
los Landeshauptmänner, crearon su propia or-
ganización: la Conferencia de los Presidentes 
de los Estados Federados.  Aunque no esté pre-

vista en la constitución austríaca, es una insti-
tución políticamente reconocida como reunión 
informal de los jefes de gobierno regionales, 
y legítima según el derecho constitucional; re-
presenta los intereses de los estados federados 
y puede pronunciar recomendaciones para el 
Gobierno y el Poder Legislativo del Estado fe-
deral.  En la práctica política y en la literatura 
austríaca se la menciona como institución de 
probada eficacia16. 

Como observador alemán, se percibe que des-
de una óptica austríaca se preferiría la cons-
trucción del Bundesrat alemán17. 

VI. El Bundesrat alemán 
como órgano reconocido
Desde los comienzos del Estado federal ale-
mán en el año 1867, este órgano federativo 
está conformado por miembros de los gobier-
nos de los estados constituyentes con mandato 
imperativo. Después de todo, los gobiernos de 
aquellos Estados habían sido quienes fundaron 
la Confederación Alemana del Norte en 1867 y 
en 1870/71 el Imperio Alemán. Así, la estructu-
ra del órgano federativo de Alemania ya cuen-
ta con una tradición de casi 150 años, interrum-
pida en los años 1933 a 1945/49.

Ni en los partidos que forman parte del pai-
saje político de Alemania, ni en el ámbito de 
la ciencia se manifiestan voces que quieran 
ver cambios en la estructura del Bundesrat. 
Organizado con arreglo a las normas cons-
titucionales, es un elemento reconocido de 
la vida constitucional y ayuda a mantener el 
equilibrio entre los poderes del Estado. Me-
diante este órgano federativo, se evita que 
el cúmulo de poder pueda concentrarse en la 
cámara de diputados o en el gobierno cen-
tral18. En Alemania, el Bundesrat ha demos-
trado su eficacia.

15 Herbert Schambeck, Die Bundesstaatlichkeit als historisches Erbe und Zukunftsaufgabe [El Estado federal como legado histórico y reto para 
el futuro]  en D. Merten (ed.), Der Bundesrat in Deutschland und Österreich, [El Bundesrat en Alemania y Austria] 2001, pág. 33 y ss., 52.
16 Véase Herbert Schambeck (nota 14), pág 53/54. 
17 Herbert Schambeck (notas 14 y 15), hablando como catedrático y anterior presidente del Bundesrat austríaco.  
18 Véase Detlef Merten (nota. 14), pág. 15.
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Miguel Ángel Vigliocco 1

Una política y una estrategia de 
gobierno con el municipio como 
protagonista

Las trágicas inundaciones recientemente sufridas 
en la ciudad de La Plata y en la Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires, con sus dolorosas conse-
cuencias de pérdida de vidas humanas y de bie-
nes económicos, con su enorme carga emotiva, 
junto a otras similares acaecidas en otros centros 
urbanos y áreas rurales del país, no son sino sín-
toma de un mal mayor cual es la ausencia del 
Estado, tanto nacional, como provincial y munici-
pal, alejados de la razón de ser de la política que 
es proveer al bien común material de la pobla-
ción. Esta ausencia se patentiza en la falta de ob-
jetivos y estrategias de gobierno de largo plazo, 

que mediante una acción planeada sea capaz de 
llevar a delante el destino de una Argentina – cuya 
necesidad no se limita a una carencia de infraes-
tructura, como con cierta ligereza se circunscribe el 
problema en algunos ámbitos periodísticos – hoy 
agredida por el personalismo exacerbado de sus 
representantes, el internismo partidista y la acción 
apresurada de coyuntura sin ninguna relación con 
las consecuencias que la misma pueda generar en 
el mediano y el largo plazo.

Se impone plantear el problema en su cuestión 
de fondo: buscar una orientación política de lar-

1 Arquitecto. Especialista en Planeamiento Urbano Regional.
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go plazo que encauce el accionar nacional y sea 
compartida por todos, o al menos, una gran ma-
yoría, y en la cual el municipio, que fue fundante 
de la Nación, retome un rol activo y preponderan-
te en la restauración de la República.

Planteo del tema

El presente trabajo parte de la hipótesis de que 
en los diagnósticos de largo plazo, los aspectos 
relevantes a considerar son diversos de los que 
normalmente se analizan para los planes de 
corto plazo y con más razón de las decisiones 
obligadas por la coyuntura que son las que han 
primado en los últimos veinte años en el país.

A partir de esta premisa, se intentará en lo que 
sigue desarrollar, con las limitaciones de un ar-
tículo, las condiciones mínimas necesarias para 
un desarrollo argentino y particularmente cen-
trado en la “región metropolitana” argenti-
na que incluye no sólo la capital nacional y el 
conurbano bonaerense, sino que se extiende 
y comprende al Gran Rosario por el norte y al 
Gran La Plata por el sur, junto a su área aledaña 
de abastecimiento directo, que es su zona de 
influencia cercana.

Unidades de análisis
Las unidades de análisis son dos. En este contex-
to es preciso reconocer la existencia de grandes 
asimetrías internas desde el punto de vista terri-
torial de la Nación. Esta visión puede utilizarse 
para entender las necesidades argentinas distin-
guiendo entre las dos áreas esbozadas, a saber: 
la “región metropolitana” y el interior del país, 
relativamente subdesarrollado en relación con 
la primera. Aquí se trata de cada uno de estos 
espacios como realidades diferentes, porque sus 
problemáticas lo son históricamente y acentua-
das en los últimos veinte años por la vigencia sin 
concesiones de un centralismo paralizante que 
menosprecia las auténticas ventajas comparati-
vas del interior y frustra las capacidades e inicia-
tivas de sus habitantes.

La discusión acerca de las zonas más favorecidas 
a costa de las menos favorecidas esta fuera del 
alcance de este trabajo. Es hora de abandonar 
la nostalgia del pasado, recreado cínicamente, y 
pensar en políticas y estrategias de largo plazo 
que puedan ser aceptadas y adoptadas por las di-
versas líneas y orientaciones políticas, económicas 
y sociales. Lo que se propone es un manejo políti-
co del país capaz de generar un crecimiento más 
equilibrado, con menos asimetrías internas.

Una estrategia dual de acción 
nacional
La estrategia dual, reconocidas estas dos áreas 
y realidades nacionales, se expresa, con todas 
las limitaciones que una síntesis presenta, en los 
siguientes temas:

a)	 Interior del país: Proposición de un sec-
tor de punta vinculado a la producción 
de alimentos para el resto del mundo. 
Esto ha sido una fuente importante de 
actividad, sobre todo en los últimos diez 
años, no coherentemente aprovechado 
por el país.

No se trata solamente del incremento de la pro-

“Buscar una orientación política 

de largo plazo que encauce 

el accionar nacional y sea 

compartida por todos, o al 

menos, una gran mayoría, y 

en la cual el municipio, que fue 

fundante de la Nación, retome un 

rol activo y preponderante en la 

restauración de la República.”
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ducción primaria. La alta tecnología que carac-
teriza al dinámico sector rural argentino, hoy 
día centrado en la inversión de sus producto-
res, ha desdibujado el viejo esquema de dividir 
las actividades económicas en primarias, secun-
darias y terciarias. Se trata de crear complejos 
agro-industriales donde se aúnen una explota-
ción y transformación de los recursos naturales, 
generando excedentes de producción, unida a 
la captación de tecnología más eficiente dispo-
nible, para la producción de bienes  (manufac-
turación y procesamiento) que agreguen valor. 
Esto debe ir unido a un plan de infraestructura 
y equipamiento en el cual la Nación, las pro-
vincias y los municipios deben realizar una au-
téntica acción mancomunada dejando de lado 
– en lo posible- personalismos y aceptando el 
auténtico objetivo de servicio para la actividad 
política compartida.

b)	 Región metropolitana: Deberá con-
tribuir substancialmente al logro de 
los recursos que el país necesita para 
su desarrollo, así como constituirse en 
difusor argentino de las innovaciones 
en materia científico-tecnológica, de 
acuerdo a programas de investigación 
y desarrollo específicos.

Corresponde aclarar con mayor amplitud las 
dos formulaciones anteriores. 

Las sociedades más avanzadas del mundo han 
iniciado un camino caracterizado por el pre-
dominio del “conocimiento” como principio 
estructurante y dinamizante de las relaciones 
de producción. En esto ha consolidado un nue-
vo sector económico denominado “cuater-
nario”, constituido por aquellas “industrias 
nuevas” productoras no sólo de bienes sino 
de servicios y conocimientos, apoyadas en los 
descubrimientos científicos y sus aplicaciones 
tecnológicas de los últimos 35 años que provo-
caron profundas modificaciones ocupacionales 
ante el predominio creciente de científicos y 
técnicos especializados, con la aparición de un 
nuevo “tipo” de sociedad, aun no claramente 
expresado en todas sus consecuencias: la socie-
dad “post-industrial”.

Este proceso, vigente en las sociedades más 

modernas, es la referencia propuesta de mo-
dernización para la región metropolitana.

Así, la modernización de esta zona, a similitud 
de otros conglomerados urbanos de trascen-
dencia mundial, deberá ordenarse y transfor-
marse como producto del desarrollo exponen-
cial de la ciencia, del desarrollo de la tecnología 
intelectual y del fomento de la investigación e 
incentivo de las actividades nuevas, altamente 
dinámicas, resultantes de la innovación tecno-
lógica más reciente.

En la similitud y efectividad de esta estrategia, 
y en el esfuerzo que debe realizarse, estará la 
clave del salto que permita llegar a ser, en el 
lapso de una generación, una de las sociedades 
más adelantadas del mundo.

Si, contrariamente, la tendencia fuera el recha-
zo de esta opción (que es consecuencia del de-
sarrollo científico y la innovación tecnológica) 
el tránsito del camino tradicional de desarrollo, 
redundaría en un círculo vicioso que acentua-
ría, aún más, la posición de retraso argentino 

“Es hora de (...) pensar en 

políticas y estrategias de 

largo plazo que puedan ser 

aceptadas y adoptadas por las 

diversas líneas y orientaciones 

políticas, económicas y 

sociales. Lo que se propone 

es un manejo político del 

país capaz de generar un 

crecimiento más equilibrado, 

con menos asimetrías internas.”
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con respecto a otros países mejor ubicados en 
el mundo.

Al hacerse referencia en el objetivo para el 
área de la aceleración máxima de su crecimien-
to económico, no se trata de una simple expre-
sión de deseos. Para ello es necesario aumentar 
al máximo posible la actividad industrial, me-
diante el aprovechamiento integral de la ca-
pacidad instalada primero, y la incorporación 
de las modernas tecnologías, sin que ello im-
plique continuar el drenaje de mano de obra 
desde el interior.

Cabe sugerir, además, una orientación del tipo 
de industria que debería localizarse en la re-
gión metropolitana.

Entiéndese que deben profundizarse las activi-
dades de alta tecnología y capital intensivas, 
junto a la producción de servicios de gran ren-
tabilidad, tendientes a acentuar el papel com-
petitivo del país a nivel internacional y para lo 
cual el área cuenta con ventajas comparativas.

A este respecto cabe destacar que la zona apa-
rece como la más indicada para actuar en fun-
ción exportadora, en razón de su vinculación 
con el borde fluvial y marítimo y la conexión con 
la Cuenca del Plata, que un elemental sentido 
geopolítico indica consolidar y hacer eficiente.

En cuanto a la función se cree que está bien 
especificada dado que al asignarla a la región 
metropolitana se genera una doble repercu-
sión sobre el resto del país. 

En el corto y mediano plazo, será captadora de los 
recursos que el país necesita a través de su estre-
cha vinculación con la Pampa húmeda. Se supone 
que eso se obtendrá con un sostenido aumento 
de la capacidad de importación de La Argentina, 
que en los plazos citados sólo puede lograrse por 
la exportación de los productos agropecuarios y de 
los industriales competitivos en el mercado interna-
cional. En el mediano y largo plazo, la región me-
tropolitana deberá constituirse en un activo difusor 
de conocimientos, tecnología y ciencia aplicada a la 
producción, tendiente a conformar una base agro-
industrial eficiente y de alta competitividad en los 
mercados mundiales.

El plan estratégico como 
instrumento de la política de 
desarrollo
Los objetivos y la estrategia presentados no 
constituyen en sí un esquema director (tema 
de imprescindible emprendimiento en el cor-
to plazo) sino las líneas maestras en que debe 
basarse un “plan estratégico” nacional. Esta 
deberá ser la etapa dominante de trabajo, una 
vez  discutida y aceptada esta propuesta, y ten-
diente a producir proyectos y acciones de in-
versión capaces de materializarla.

Es necesario ahora arribar a las condiciones pre-
vias que en nuestro país harían viable dicho “plan 
estratégico” a partir de las condiciones actuales.

A nuestro juicio, y sin mengua de otras, dichas 
condiciones son:

1-	 El marco geopolítico en el cual se des-
envuelve la Argentina hoy y que no ha 
sido adecuadamente tenido en cuenta 
sus consecuencias.

2-	 La intención de todo “plan estratégico” 
debe expresarse como un proceso con-

“Es necesario aumentar al 

máximo posible la actividad 

industrial, mediante el 

aprovechamiento integral 

de la capacidad instalada 

primero, y la incorporación de 

las modernas tecnologías, sin 

que ello implique continuar 

el drenaje de mano de obra 

desde el interior.”
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tinuo pluri-legislativo. Es decir, consti-
tuirse en gestor de políticas de estado 
de mediano y sobre todo, largo plazo, 
con vigencia independientemente de 
los cambios partidarios acaecidos cada 
nuevo acontecimiento electoral.

3-	 La necesidad de la participación ciudadana 
como requisito indispensable, en todas las 
instancias del proceso de planeamiento.

Corresponde así, analizar brevemente estos te-
mas para el éxito de la política y la eficacia de 
un plan estratégico.

El marco geopolítico
El panorama geopolítico actual se caracteri-
za por la crisis y debilitamiento de los estados 
nacionales, los principales actores de las rela-
ciones internacionales en los dos últimos siglos 
anteriores a 1950.

Como culminación de un proceso iniciado con 

la Revolución Francesa, con el predominio de 
la burguesía sobre la aristocracia (sin entrar 
a considerar, porque no hace al caso, las cul-
pas que cupieron a ésta última en los efectos), 
después de la Segunda Guerra Mundial, se ge-
neró el dominio absoluto de grupos privados, 
sobre todo financieros sobre los intereses na-
cionales, debilitando la acción nacional que en 
gobiernos serios y responsables tutelaban los 
intereses locales de sus habitantes. Como fue 
dicho: “las fuerzas impersonales de los merca-
dos mundiales son hoy más poderosos que los 
Estados que supuestamente tienen la máxima 
autoridad política sobre la sociedad y la econo-
mía. Si antes los Estados eran los amos de los 
mercados ahora son los mercados los que en 
muchas cuestiones decisorias son los amos de 
los gobiernos y de los Estados”2.

Nuestra crítica, por otra parte, más allá de la 
realidad que expresa la cita, es que no se trata 
de fuerzas impersonales sino que  como siem-
pre ocurre, hay nombres concretos –más o me-
nos deliberadamente ocultos todavía- conduc-
tores de este proceso que la investigación ha 
individualizado3.

2 Strange Sosan, “The Defective State”, Dédalos N.Y. 1999.
3 SALVUCHI, Adrián, “Bienvenidos a la Jungla”, Anábasis, Córdoba 2005.
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Este escueto, pero acertado diagnóstico expli-
ca muchas de las acciones desarrolladas por los 
distintos gobiernos, tanto militares como civi-
les de los últimos tiempos en la Argentina.

El Plan estratégico como 
proceso continuo del 
planeamiento
El plan como proceso de planteamiento con 
continuidad en el tiempo implica que no debe 
ser sólo la iniciativa de un gobierno, empezan-
do y terminando cuando éste acaba su gestión, 
sino que se continúa en el tiempo. Esta impron-
ta afectó a la mayoría de los planes de orde-
namiento y desarrollo y se extendió también a 
los mismos “planes estratégicos” demostrando 
que en si mismos no son ninguna garantía de 
continuidad. 

La constatación de esta realidad no es imputa-
ble a la calidad de los planes ni a la profesio-
nalidad de sus autores sino la lucha entre polí-
ticos locales quienes, una vez electos, recurren 
a desacreditar automáticamente todo lo actua-
do por sus antecesores en los cargos electivos, 
predominando la ambición personalista por 
sobre el bienestar ciudadano.

Abundando en este aspecto, un “plan estra-
tégico” presupone como condición imprescin-
dible de un acuerdo previo entre las distintas 
fuerzas políticas sobre su participación en el 
proceso a largo plazo propuestas como polí-
ticas de estado, es decir la continuidad en la 
ejecución de las mismas más allá de los cambios 
circunstanciales derivados del ejercicio eleccio-
nario reiterado. 

Esto implica la necesidad de entender el pro-
ceso del plan como generador de políticas de 
estado lo cual supone el acuerdo previo e im-
prescindible entre la distintas opciones políti-
cas locales, lo que, a la vez, presupone en la 

Argentina que las diversas opciones políticas 
se conformen con lo que en realidad debieran 
ser: “el ámbito grande y complicado de los in-
tereses públicos, vistos desde una determina-
da óptica ideológica de la interpretación de la 
realidad”4. Los llamados partidos políticos en 
la Argentina no son tales, al menos en el sen-
tido indicado. Las dos grandes corrientes re-
presentativas que llenaron la reciente historia 
política han sido instrumentos de masificación 
de la vida social al incluir, dentro de sí, líneas 
ideológicas opuestas en un equilibrio frágil y 
fácilmente destrozable, siempre inclinado a la 
decisión y oponiéndose a una auténtica demo-
cracia. Se hace necesario entonces, una refor-
ma de las actuales estructuras políticas para 
que adopten la función que debieran tener: 
constituirse en opciones claras en un mundo 
que ha perdido la unidad de pensamiento. 

A partir de este supuesto es posible acordar la 
continuidad en el tiempo del plan y sus estra-
tegias, ello sin mengua de las diferencias de 
énfasis conyunturales que, de todos modos, no 
debieran contradecir los acuerdos alcanzados. 

Con todo, esta representación resulta actual-
mente incompleta por la dinámica adquirida 
por la realidad social. El hecho de que “un par-
tido sea eso: la representación de una parcia-
lidad y no de toda la sociedad”5 justifica com-
plementar dos actuales poderes legislativos 
con instancias de presentación funcional, sobre 
todo a nivel local.

Participación ciudadana
La política y el plan deben ser un proyecto de 
vida en común de toda la comunidad, esto su-
pone fundamentar y estructurar una participa-
ción ciudadana, cierta, efectiva y permanente, 
lo cual implica el replanteo de la actual es-
tructura representativa del gobierno, comple-
mentando la opción ideológica partidaria del 
legislativo con una representación funcional 
orgánica.

4 BAHRDT, Hans Paul: “La moderna metrópoli”. Colección ensayos, EDUBA, Bs. As. 1970.
5 BAHRDT, H.P. Op. Cit.
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Dicha representación debe reconocer las distin-
tas capacidades y competencias de los diversos 
cuerpos intermedios en que se articula la trama 
social y de personas de reconocida solvencia 
profesional para ponderar con ecuanimidad y 
seriedad los aportes efectuados.

En un contexto de años de negar la participa-
ción ciudadana (“El pueblo no gobierna ni de-
libera sino a través de sus representantes”) se 
hace difícil mantener en el tiempo un hábito 
de participación sin la institucionalización del 
hecho participativo. Aún así y en este cometido 
tiene un rol importante la escuela desde dón-
de afirmar ámbitos en los cuáles los alumnos 
puedan desarrollar conocimientos, forjar acti-
vidades y plasmar acciones de una nueva ciu-
dadanía. La escuela deberá promover ésta ge-
neración en una muy estrecha vinculación con 
la familia, en primer lugar, como la primera 
responsable de la formación de los hijos, luego 
subsidiariamente con la sociedad barrial y otros 
cuerpos sociales intermedios: asociaciones fa-
miliares, sociedades de fomento, sociedades 
culturales, iglesias, bibliotecas, etc. priorizando 
los valores de una toma de conciencia ciudada-
na con la identidad y la pertenencia solidaria a 
un medio social.

Conclusiones

Hemos desarrollado, con la síntesis que un ar-
tículo exige las condiciones que la política y la 
estrategia propuestas y su instrumento el “plan 
estratégico” suponen.

Este proceso deberá implementarse en el con-
texto geopolítico que hemos señalado más 
arriba y en la realidad institucional argentina.

En este sentido las acciones  deben comenzar 
de abajo hacia arriba sumando voluntades aso-
ciadas hasta cubrir el ámbito nacional.

El municipio que fue históricamente el forma-
dor de provincias y el gestor de la unidad na-
cional debe hoy cumplir el propósito de ges-
tionar una nueva forma de gobernar. La libre 
asociación municipal, concertada y consensua-
da puede resultar el marco apropiado a una 
verdadera potenciación de los legítimos inte-
reses locales a partir de una estrategia de in-
tegración desde la complementariedad. Como 
señala claramente la Resolución N° 257 del 
Consejo de Europa (1999) denominada “Reso-
lución sobre la planificación integrada y el De-
sarrollo local”6 en su parte de diagnóstico: “En 
ausencia de políticas territoriales activas, las 
fuerzas del mercado pueden tener como efec-
to el acentuamiento de las disparidades terri-
toriales en lugar de favorecer la convergencia. 
Las políticas tradicionales de desarrollo  no sólo 
no han contribuido a contener el aumento de 
las disparidades socioeconómicas, sino que han 
tendido a reforzar esos efectos en el seno de 
las regiones, a favorecer la concentración de 
las actividades y las riquezas en los centros re-
gionales en detrimento del potencial de desa-
rrollo autónomo de otras regiones”7.

Como resultado de estas constataciones que 
describen con un lenguaje edulcorado una real 
situación de centralización de decisiones y con-
centración de la economía y de la población no 
ya sólo a nivel mundial, sino también dentro de 
las mismas naciones, como es evidente de toda 

“El municipio que fue 

históricamente el formador 

de provincias y el gestor 

de la unidad nacional debe 

hoy cumplir el propósito de 

gestionar una nueva forma de 

gobernar.” 

6  Comunidad Europea: Consejo de Europa, Resolución N° 257: Congreso Local and Regional Authorities of Europe. Proceeding of the Pan-
Europe and Conference on Regional-Spacial Planning, Poznan, Polonia 1997.
7   Op. Cit. en 10.
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evidencia en La Argentina, la Resolución euro-
pea concluye en las siguientes proposiciones: 
“Coordinar las políticas de desarrollo de los di-
ferentes poderes locales y de los programas in-
tegrales… los planes de desarrollo territorial… 
deberán integralmente  horizontalmente las 
políticas municipales y promover la asociación 
voluntaria de municipios. Tales agrupaciones 
estables y voluntarias de municipios permitirán 
la aplicación de modelos estratégicos de desa-
rrollo reforzando la capacidad de desarrollo de 
los recursos locales”8.

Como consecuencia de lo dicho, la Conferencia 
de Poderes Locales y Regionales del Consejo 
de Europa recomienda: “Promover la creación 
de asociaciones municipales fundadas en la 
cooperación voluntaria de los poderes locales 
para la puesta en marcha de políticas de desa-
rrollo”9. Algo que yo propuse en 1989, es decir, 
ocho años antes de la Conferencia europea co-
mentada, desde las páginas de Civilidad10.

Por último se invita a los gobiernos municipales 
a: “Reconocer la necesidad de crear organismos 
representativos locales con el fin de facilitar la 
coordinación del proyecto de desarrollo local”11.

Y “Reforzar el papel de los organismos repre-
sentativos intermedios de modo que se con-
viertan en los motores del desarrollo social”12.

Con tales premisas los planes estratégicos pue-
den ser un camino eficiente para la revaloriza-
ción de ciudades pequeñas y medianas y com-
plementariamente de los espacios rurales.

La propuesta europea se basa en la descentra-
lización de decisiones y en la desconcentración 
de la población y de la economía, a partir del 
municipio promotor activo. Pero en el caso ar-
gentino, siendo que ambos aspectos constitu-
yen una necesidad impostergable, no hay que 
olvidar que deben ser encarados y concebidos 
por argentinos y para argentinos tal como so-
mos, desde este punto de vista dos son las cues-
tiones a considerar:

El absoluto centralismo del Poder Ejecutivo na-
cional y la consiguiente debilidad de las provin-
cias y municipios.

El reconocimiento de que la intromisión del 
Ejecutivo en ámbitos que no le son propios no 
se debe solamente a un desmedido afán de 
abarcarlo todo, sino también a la defección de 
los otros dos poderes del Estado, junto a la de 
muchos cuerpos intermedios, de modo particu-
lar el municipio, que dejan vacíos peligrosos en 
el cuerpo social.

Siendo así, limitar las competencias del Ejecu-
tivo nacional es necesario pero no suficiente, 
junto a ello y apoyándose es necesaria una ges-
tión eficaz y potente.

“Promover la creación de 

asociaciones municipales 

fundadas en la cooperación 

voluntaria de los poderes locales 

para la puesta en marcha de 

políticas de desarrollo.” 

8   Op. Cit. en 10.
9   Op. Cit. en 10.
10 VIGLIOCCO, Miguel A.: “El municipio y la asociación de municipios”. Civilidad, Año IX N° 29, Bs. As. Julio-Septiembre de 1989.
11 Op. Cit. en 10.
12 Op. Cit. en 10
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Introducción
La Atención Primaria de la Salud–APS, es una 
estrategia que surge del enfoque epidemioló-
gico, que considera los factores de riesgo y las 
zonas vulnerables de la sociedad como el tras-
fondo de las enfermedades que efectivamente 
se producen en las personas. 

La mayoría de las veces “el enfermo”, como su-
jeto de observación, no explica suficientemen-
te el proceso de la enfermedad si no lo situa-
mos en su contexto familiar, social y geográfico 
ambiental. La medicina tradicional ha elabora-
do muestrarios y catálogos de enfermos como 

lo puede hacer un biólogo con los insectos y  
con las hojas de los árboles. 

De la sintomatología  del enfermo, por ejem-
plo, no surgen las cadenas de transmisión de las 
enfermedades, ni los niveles de contactos que 
justifican los brotes epidémicos de las mismas, 
ni los factores sociales o culturales que pueden 
ser causas de enfermedades.

Para entender la enfermedad de una perso-
na que es al mismo tiempo individual y social, 
como un proceso de deterioro de la salud ca-

Sistemas Locales de Salud
Ignacio Garda Ortiz 1

1 Especialista en Políticas Sociales.
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paz de involucrar a porciones extensas de la 
población en diferentes grados,  debemos con-
siderar al hombre situado en sus circunstancias 
habituales, con su familia, su barrio, su medio 
laboral, su dieta alimenticia, sus preocupacio-
nes, sus vicios, y debilidades. 

Según este criterio no se debe esperar que lle-
gue el enfermo al hospital, sino que una parte 
importante de los recursos disponibles deben 
ser invertidos en la detección y neutralización 
de los riesgos que se concentran sobre las per-
sonas antes de que se produzca la enfermedad. 

Asimismo y en correspondencia, debe tenerse 
especial atención en proteger a los llamados 
grupos vulnerables que son como las partes dé-
biles de la sociedad en cuanto a la resistencia a 
los agentes de enfermedad.         

Si esto es así, parte de los recursos destinados 
a la  salud deben ser utilizados con el concepto 
de cobertura de riesgo, y los programas deben 
estar orientados a disminuir los  mismos antes 
de que se produzcan los daños. 

Minimizando los riesgos  se disminuyen los daños y 
en consecuencia las tasas de uso de los hospitales. 

Esto da origen a la distinción que se ha realizado 
entre seguros de enfermedad y seguros de salud 
(HMO) y ha permitido definir dos operatorias to-
talmente distintas en un caso y en otro.

La primera es la que tiende a minimizar los ries-
gos y la segunda se ocupa de reparar los daños. 

También debemos considerar que por mejor 
que funcione nuestro sistema de prevención 
nunca eliminará totalmente la prevalencia e 
incidencia de las enfermedades, es decir de 
los daños. 

Los dos ejes del sistema de salud
De modo que el criterio que parece más equili-
brado es la organización de Sistemas de Salud 
en base a dos ejes distintos pero articulados.

El eje de la prevención que trabaja sobre el 
concepto de riesgo de la población en general, 
la cual se supone mayoritariamente sana, y se 
esfuerza por disminuir las tasas de enfermedad 
y las tasas de uso del hospital.  

El eje de la atención médica que trabaja so-
bre el concepto de daño y trata de aumentar 
la capacidad, eficiencia y producción (egresos) 
de las instituciones prestadoras de servicios de 
atención médica (efectores). 

Aunque sus objetivos específicos sean distintos, 
ambos ejes son inter dependientes y se requie-
ren recíprocamente para conseguir un mismo 
objetivo general, que es mejorar la salud de la 
población. Si falla la prevención primaria habrá 
mas enfermedad, mas demanda hospitalaria, 
mayores gastos y el sistema se verá sobrepasa-
do en su capacidad de respuesta. 

Si falla el sistema de atención de la población en-
ferma, esta refluye sobre la comunidad y esteri-
liza los esfuerzos del sistema de prevención. Es 
el círculo vicioso de la urgencia que no permite 
liberar recursos para ocuparse de lo importante.

Creo que ésta es la primera gran discusión, 
cuando se trata de formular una política de 
salud desde  la autoridad pública local. ¿Que-
remos  gastar  los recursos disponibles en un 
taller de chapa y pintura  o en un seguro de 
riesgo, que tenga una academia para aprender 
a manejar, y que realice la  verificación técnica 
del automotor, o en ambas cosas a la vez? 

Con el recurso de salud  disponible, ¿Ponemos 
el hospital junto a la curva peligrosa  o señali-
zamos  la curva, ponemos semáforos, etc.?

En el primer caso mientras más autos chocados 
haya,  el negocio funciona mejor. 

Es más, todo lo que se haga por disminuir los sinies-
tros conspira contra el taller de chapa y pintura.

Minimizando los riesgos  se 

disminuyen los daños y en 

consecuencia las tasas de uso 

de los hospitales. 
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Indudablemente la aspiración de un buen sis-
tema de salud debería ser la de disminuir las 
tasas de uso de los hospitales, y dentro de ellas 
las tasas de las enfermedades que tienen me-
nores índices de  rehabilitación.

Obviamente esta reducción de las tasas de uso,  
no sería por el rechazo de la demanda hospita-
laria, sino por la disminución de la misma.

Esto se consigue con acciones  preventivas y 
generando instancias de consultas extra-hospi-
talarias, evitando con esto  que un porcentaje 
alto de las  enfermedades llegue a un punto de 
agravamiento que requiera una atención más 
compleja y más costosa.      

Generalmente cuando la financiación de un 
sistema de salud depende del presupuesto 
histórico de las instituciones  prestadoras, no 
existe incentivo alguno para bajar las tasas de 
uso,  lo que supondría la disminución del pre-
supuesto de los hospitales.

Pero esto encierra una falsa dialéctica ya que 
se identifica el presupuesto del hospital con el 
presupuesto de la salud.

Si aceptamos que el presupuesto es un Plan de 
Gobierno y la adecuada asignación de recursos 
para su ejecución, entonces no nos podemos 
conformar con decir que se gastan 10 millones 
de pesos en salud para cubrir a 10.000 grupos 
familiares de bajos ingresos. Nada mas, ni nada 
menos que 1000 pesos por GF / año. Los núme-
ros que utilizamos marcan principalmente las 
relaciones  que existen entre los diferentes acto-
res, niveles y efectores, de un sistema  de salud. 

Extensión de la cobertura
La cobertura se construye en base a una oferta 
de servicios que responde a una demanda que 
se justifica en una necesidad real. 

La necesidad debe definirse en primera ins-
tancia, ya que muchas veces no es percibida y 
por lo tanto no es demandada. Aumentando 
la demanda de baja complejidad disminuye la 
demanda de mediana y alta complejidad y se 
bajan sensiblemente los costos del sistema.

También debemos considerar, desde el otro 
polo, que puede haber una oferta no deman-
dada, pero que responda a una necesidad real 
como por ejemplo las campañas de inmuniza-
ciones masivas de la población, que son deter-
minadas, y muchas veces ejecutadas, en forma 
unilateral por la autoridad pública.

Otras veces, una oferta genera su propia de-
manda pero no responde totalmente a una ne-
cesidad real, y en consecuencia, desde el punto 
de vista de la salud, es  en el mejor de los casos 
un gasto improductivo, y en el peor una fuente 
de enfermedad.

También existe la demanda legítima basada en 
una necesidad real, pero que no se articula su-
ficientemente como para obtener una respues-
ta, es decir no accede y no obtiene satisfacción.

Como se ve la  detección y delimitación de la 
necesidad real, es lo principal para organizar 
un sistema de salud eficiente y efectivo.

En idioma binario esto se podría expresar así:

MÁS SALUD
Círculo virtuoso

MÁS ENFERMEDAD
Círculo vicioso

APS

HOSPITAL¿Necesita?

¿Obtiene

Sí     ¿Percibe?

satisfacción? 
Sí 	 ¿Accede?

Sí 	 ¿Demanda?

No
No No

No

No

Sí

Sí
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La extensión de la cobertura se logrará, tra-
tando de que toda necesidad se exprese en 
demanda, de que toda demanda acceda a la 
prestación   del nivel correspondiente (ni ma-
yor, ni menor) y que las prestaciones produzcan 
satisfacción de la necesidad. 

Esto supone la educación y asesoramiento sis-
temático del consumidor y la regulación del 
aparato de producción, tanto en prestaciones, 
en tecnologías y en medicamentos.

En el mercado de la salud como en el de la se-
guridad, una oferta no regulada termina gene-
rando su propio mercado, de enfermedad y de 
delito respectivamente.

Un poco de técnica 
presupuestaria
Una vez identificada y cuantificada una nece-
sidad, habría que poder decir que:

• se aplica tal recurso,

• para realizar tales acciones,

• y comprar tales insumos, 

• para cubrir a tantas personas,

• cuyo gasto unitario es tal o cual,

• y que se logra la cobertura de tal porcentaje 
de la necesidad “x” identificada previamente 

• y que, por lo tanto, aún tenemos un tanto 
por ciento de necesidad insatisfecha, en 
base a lo cual deberemos definir las asig-
naciones de recursos a realizar en la for-
mulación del próximo presupuesto...

Como	 se ve es más apropiado hablar de pro-
ceso presupuestario, con sus tres momentos de 
formulación, ejecución y evaluación, que de 
presupuesto a secas, que no nos da una idea de 
proceso continuo y  retro alimentado como lo 
hace la primera expresión.       

El presupuesto en esencia no es el registro de 
un gasto, sino las acciones que debemos aco-
meter para brindar un servicio público ten-
diente a solucionar necesidades públicas, todo 
lo cual supone un gasto que debe ser previsto. 

Es más tarea de legisladores que de contado-
res, al menos en la primera y tercera fase en la 
que se requiere una evaluación política, y no 
sólo formal, reglamentaria o administrativa. 

Pero no se puede hacer la evaluación política, 
ni medir el impacto, sin haber delimitado y di-
mensionado la necesidad sobre la cual se apli-
can las acciones y programas.

Las presentes consideraciones no tienen por 
objetivo disminuir el gasto municipal de salud 
sino a hacerlo más productivo.

Según nuestra propuesta el presupuesto de 
salud no varía en términos globales, lo que se 
busca es un traslado interno del gasto  desde 
la actividades curativas hacia las preventivas, y 
esto justificado en un análisis de las necesida-
des, demandas, problemas de accesibilidad, de 
satisfacción, etc.  

Bajo esta óptica un sistema  de financiamiento 
solidario como el de los Seguros Sociales, sería 
adecuado para encarar las tareas de prevención 
de la enfermedad y de promoción de la salud. 
Lamentablemente este instrumento  se ve desvir-
tuado cuando sólo se utiliza para comprar  pres-
taciones médico hospitalarias  y no para desarro-
llar programas de promoción de la salud.
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Los niveles de complejidad 
de atención

Seguramente entre las consultas de 5 pesos y 
las de 100 pesos exista una gama de posibilida-
des de costos de acuerdo a las complejidades 
de atención médica. 

Por ese motivo mientras mas alternativas  ten-
gamos, en niveles de atención,  para recibir las 
distintas clases de consultas, mejor podremos 
evitar poner en marcha soluciones complejas y 
costosas para  resolver problemas simples. 

La des-agregación de las prestaciones en Ni-
veles de Complejidad de Atención, permite 
opciones que adecuen la complejidad de las 
repuestas a las de las demandas, y al mismo 
tiempo,  exige una integración que haga que 
las diferentes complejidades sean parte de un 
mismo sistema. 

La integración estará brindada principalmente 
por la organización, por la información, y por  
los médicos de familia (MF) que son la puerta 
de entrada al sistema y los que autorizan la de-
rivación de un nivel a otro dentro del mismo.  

Al menos tenemos cuatro niveles dentro de la 
jurisdicción de cada distrito: la atención domi-
ciliaria, la atención en el centro de salud,  la 

Aumentando la demanda de 

baja complejidad disminuye 

la demanda de mediana y 

alta complejidad y se bajan 

sensiblemente los costos 

del sistema.
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derivación a un especialista del sistema ambu-
latorio y  la atención en el hospital. 

En un sistema local de salud,  cada salto de 
nivel debería ser autorizado por el Médico de 
Familia, desde el punto de vista médico, y por 
el Seguro Municipal/Provincial de Salud (SMS) 
desde el punto de vista financiero. 

El seguro de salud del sector  
público local
Como se puede observar se trata de ordenar lo 
que ya existe y de integrarlo progresivamen-
te mediante un sistema único de información 
(Historia Clínica Única- HCU) y un sistema de 
cobertura de seguro municipal de salud (SMS), 
que cubriría a los que no tienen seguro de sa-
lud, ni social, ni privado. 

En una segunda etapa los seguros sociales, (Ej: IO-
MA-PAMI)  podrían realizar convenios   con el SMS, 
lo cual sería importante para integrar las acciones 
de prevención y promoción en el nivel local.

Resumiendo: un sistema local de salud equili-

brado tendría que contar con dos sub-sistemas 
separados e integrados bajo un mismo respon-
sable político.

• Un sub-sistema extra hospitalario o ambu-
latorio que dé  prioridad a  las acciones de 
prevención y promoción. Este sub-sistema 
se financiaría por un Seguro Municipal de 
Salud (SMS) que extendería su cobertura a 
la población de bajos ingresos y sin otros 
seguros. 

• Un sub-sistema de atenciones hospita-
larias, que cuando preste servicios a la 
población afiliada al SMS, a los seguros 
sociales o a los seguros privados, po-
dría facturar sus atenciones contra los 
mismos.

En ningún caso el presupuesto de salud debie-
ra achicarse, sino que una parte del mismo se 
transferiría al Seguro Municipal de Salud, para 
que responda a sus obligaciones, entre ellas el 
pago de las prestaciones que el hospital realiza 
a los afiliados del mismo.

A partir de este diseño se abren múltiples po-
sibilidades de recuperación de ingresos ge-
nuinos para el sistema local de salud. (SILOS) 
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Llamamos Equipamiento Comunitario al con-
junto de instalaciones y servicios que permiten 
desarrollar actividades comunitarias básicas 
para una población dada: educación, salud, 
comercio, recreación, cultura.

En la mayoría de las ciudades (cuando no han 
sido planificadas) es habitual que los elemen-
tos de equipamiento comunitario aparezcan 
en forma más o menos espontánea a medida 
que la demanda con respecto a los mismos se 
hace más intensa.

También puede ocurrir que el crecimiento po-
blacional supere las posibilidades de expansión 

de los servicios, o bien que en ciertos casos se 
produzca un sobre-equipamiento de alguno de 
ellos. De allí que surja la necesidad de contar 
con algunos parámetros o estándares como 
base para el dimensionamiento de estos usos 
del suelo, generalmente puntuales y con cier-
tas características particulares de localización y 
agrupamiento.

Estos estándares han sido definidos como 
“un sistema de regulaciones para ordenar el 
medio físico espacial de los asentamientos 
humanos, el cual provee una base normativa 
para la localización de los elementos de esos 
equipamientos”.

Equipamiento comunitario en 
áreas urbanas1

Elba L. Rodríguez 2

1  La versión ampliada de este tema se encuentra en la publicación RODRÍGUEZ, Elba L., Equipamiento comunitario: estándares para áreas 
urbanas,  Ediciones Civilidad, Buenos Aires, 1990.
2  Arquitecta. Planificadora Urbana y Regional. Especialista en políticas sociales.
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Estos estándares no se pueden pensar como óp-
timos y permanentes, muy difíciles de obtener 
y de adaptar a los cambios de las aglomeracio-
nes y su población, sino que es más convenien-
te intentar una escala de estándares obtenidos 
en etapas sucesivas para cada comunidad en 
los diferentes períodos de su desarrollo.

Identificación de los 
equipamientos 
Los rubros que se consideran habitualmente 
son los siguientes:

Comercio y servicios: Comercio minorista (bási-
co y complementario)
Servicios comerciales y personales

Educación:	 Preescolar
	 Primario
	 Secundario

Sanidad:	 Unidades periféricas
	 Centros de internación

Recreación:	 Espacios verdes libres
	 Equipamiento deportivo-

recreativo	

Socio-cultural:	 Guardería
	 Centro comunitario
	 Biblioteca
	 Cines y otras amenidades
	 Culto

Gobierno y 	 Comunicaciones 
Administración:	 (correo, teléfonos)
	 administración pública
	 Finanzas y administración 

privada
	 Seguridad (policía, bomberos)

En el presente artículo incluimos solamente los 
cuatro primeros, que son los elementales para 
el funcionamiento de cualquier aglomeración. 

Deben tenerse en cuenta los aspectos referidos 

a: cuándo se provee un equipamiento, dónde 
se localiza y en cuánto se dimensiona.

La respuesta a estos tres interrogantes está dada por:

• La provisión del equipamiento: lugares o 
unidades provistas por cantidad de po-
blación.

• La accesibilidad: relación entre la locali-
zación del elemento y la distribución de 
población que accede al mismo.

• El dimensionamiento del espacio físico 
necesario para desarrollar la actividad de 
un equipamiento dado.

Provisión del equipamiento
Está condicionada en gran medida por el um-
bral de población que justifique su instalación 
tanto en el aspecto funcional como en el eco-
nómico. No obstante, en algunas áreas aleja-
das y centros rurales es necesario proveer un 
cierto número de equipamientos (negocios, ca-
pilla, mínimo servicio de salud y escuela prima-
ria) por pequeña que sea la población.

Los umbrales mencionados no son iguales para 
todas las funciones analizadas y a su vez hay 
variaciones en el grado o nivel del equipamien-
to o servicio a suministrar. Debe tenerse en 
cuenta que estos umbrales pueden constituir 
barrios o vecindarios que formen parte de una 
aglomeración mayor.

Se ha considerado un umbral mínimo de 
500 familias; más allá de las 10 mil familias 
la complejidad de los equipamientos y ser-
vicios es tal que excede el alcance de esta 
propuesta.

Es necesario también incorporar la variable de 
la densidad, que define los distintos tipos de 
tejido urbano y de ocupación del suelo, todo lo 
cual varía los radios de captación y a su vez los 
costos de localización,  incidiendo notablemen-
te en la elección de la solución más adecuada.



47

IN
FR

A
ES

TR
U

C
TU

R
A

 
PA

R
A

 E
L 

D
ES

A
R

R
O

LL
O

“La accesibilidad de los equipamientos depende directamente 

de la relación de su ubicación con los sectores de vivienda a los 

cuales sirve o abastece.”

Adoptamos la densidad bruta  –relación entre la población de un área y la superficie de la misma, 
incluida las calles-  lo que da las siguientes relaciones:

Accesibilidad
La accesibilidad de los equipamientos depen-
de directamente de la relación de su ubicación 
con los sectores de vivienda a los cuales sirve o 
abastece. Para que estos servicios sean suficien-
tes, la accesibilidad debe estar dada por un ra-
dio de captación óptimo que se establece para 
cada uno de ellos y que también se relaciona 
con la periodicidad de la frecuentación.

En principio, la relación entre el radio (distan-
cia) y el área servida es:

Tipo de vivienda densidad hab./Ha.

* Individual aislada			 
   o apareada (1 lote)

100

* Individual en hilera
(1/2 lote ó 2 plantas)

200

* Colectiva 3 a 5 plantas 600/800

Para r (en m.) Área de captación (Has)

300 20

500 50

700 100

1.000 200

2.000 800



48

C
IV

IL
ID

A
D

Dimensionamiento
El dimensionamiento de los equipamientos o 
servicios al cual se llega como valor final es el 
correspondiente a las áreas requeridas para su 
localización.

Estas áreas se expresan en superficies cubier-
tas para los edificios y en superficies libres para 
espacios libres y estacionamiento cuando sea 
necesario.  Ambas representan la reserva de 
terrenos a prever en los planes, zonificaciones 
y proyectos, y pueden ser traducidas a costos.  
Los índices que se presentan en este artículo 
corresponden a la investigación que ha dado 
lugar a la publicación del libro de referencia.

1. Equipamiento comercial

El equipamiento comercial minorista es el que 
proporciona el abastecimiento mínimo nece-
sario para la población permanente de una 
aglomeración; en líneas generales comprende 
la venta de artículos diversos y la prestación de 
algunos servicios comerciales y personales.

Tomando en cuenta la amplia gama de rubros 
que integran este equipamiento, lo hemos di-
vidido en dos grandes grupos o niveles que de-
nominamos básico y complementario.

El primer nivel comprende aquellos rubros que 
son esenciales para la visa cotidiana de cual-
quier aglomeración, en cambio el segundo 
nivel comprende aquellos rubros que son de 
frecuentación menos asidua y por lo tanto pue-
den tener una localización más alejada.

1.2. Comercio básico

Incluye todos los rubros de alimentación y otros 
artículos y servicios de necesidad inmediata y cuya 
compra se efectúa habitualmente en el mismo ve-
cindario en forma diaria o periódica (ej, farmacia, 
reparación de calzado, bicicletería, etc.).

La localización espontánea del comercio mino-
rista  -que responde fundamentalmente a la 
actividad privada-  es a menudo dispersa, no 
concentrada, lo que produce una atomización 
del negocio individual mezclado con vivienda, 

como un uso complementario de ésta. En algu-
nos casos se van formando agrupamientos que 
definen pequeños centros vecinales que facili-
tan la accesibilidad de la población.

Se ha considerado un índice tentativo de 0,15 
m2 por habitante para el cálculo de superficie 
necesaria para este equipamiento, como una 
referencia para tener en cuenta al momento 
de planificar una zonificación de usos urbanos. 

1.3. Comercio complementario

Comprende la exposición y venta de toda la 
gama de artículos que no son de consumo 
permanente, e incluye también la prestación 
de servicios comerciales y profesionales de fre-
cuentación periódica y ocasional.

Este tipo de locales de negocio comienza a 
aparecer espontáneamente en poblaciones o 
vecindarios que ya tienen un número consi-
derable de habitantes que justifica económi-
camente su instalación; comienza a localizarse 
junto al comercio básico, con los cuales llega 
a conformar un agrupamiento a veces lineal o 
como pequeños centros cuando desborda las 
calles laterales del alineamiento original. 

Se ha adoptado un índice estándar de 0,17 m2 
por habitante.

2. Educación

El sistema educativo en nuestro país ha tenido 
algunos cambios en los últimos años. El esquema 
tradicional de nivel primario (7 años) con secun-
dario (5 años) fue transformado en un esquema 
de nivel primario (5 años) con un nuevo nivel de-
nominado “polimodal” (3 años) y un nivel secun-
dario (4años), y finalmente se volvió a dos nive-
les: primario (6 años) y secundario (6 años).  

No ha cambiado la duración total, que es de 12 
años para todo el ciclo educativo.

De esta manera, no es necesario alterar el cál-
culo del espacio físico requerido para cada 
alumno, sino variar los totales de superficies 
cubiertas y libres en función del número total 
de alumnos a incorporar.
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En algunos casos, como en la provincia de Bue-
nos Aires, el nivel pre-escolar se transformó 
en obligatorio y aquí también se ha dado la 
dualidad de que algunos establecimientos lo 
incorporaron como complemento de su nivel 
primario, y en otros casos fue incorporado en 
el último tramo de los jardines de infantes, con 
la respectiva adecuación de sus instalaciones.

Para todos los niveles se ha tomado en cuenta 
lo dispuesto en el Código Rector de Arquitectura 
Escolar del  Ministerio Nacional de Educación.

El dimensionamiento de los edificios escolares 
debe contemplar algunas características que 
son propias de este equipamiento:

• El doble turno escolar, que da como resul-
tado un potencial del edificio igual al do-
ble de   los m2 calculados por alumno.

• La posibilidad de utilizar edificios de doble 
altura: planta baja y un piso alto para es-
cuela primaria; y de triple altura: planta baja 
y dos pisos altos para nivel secundario.

En ambos casos el aprovechamiento del terre-
no se incrementa al tiempo que se reducen los 
costos. Como la población en edad escolar va-
ría según las densidades de cada zona urbana, 
es recomendable que para las más altas densi-
dades se prevea la dotación de doble número 
de aulas para cada grado del nivel respectivo, y 
también en doble turno.

También es aconsejable que para los alumnos 
de menor edad se habiliten sólo las aulas situa-
das en planta baja, para evitar desplazamien-
tos verticales de los niños más pequeños.

Para el nivel primario se adoptan: 6m2 de su-
perficie cubierta y 9 m2 libres por alumno; para 
el nivel secundario: 8 m2 cubiertos y 10 m2 li-
bres por alumno.

3. Sanidad

El equipamiento sanitario es el que cubre las ne-
cesidades de la población en cuanto a su atención 
médica. Esta se realiza a través de las tres modalida-
des operativas: visita, consulta e internación.

• visita: “modalidad operativa que consiste 
en llevar prestaciones de salud junto al su-
jeto al cual están dirigidas en forma activa, 
programada o no; en este caso el agente 
efector se traslada hacia el sujeto receptor 
de las prestaciones”.

• consulta: “…consiste en brindar prestaciones 
de salud mediante la concurrencia del sujeto 
al cual están dirigidas, a un local destinado 
específicamente para ese fin y donde se en-
cuentran el o los agentes efectores”.

• internación: “…consiste en realizar pres-
taciones de salud mediante ciudades de 
enfermería y asistencia médica a personas 
que por su estado físico o psíquico necesi-
ten permanecer en cama”.

Cada una de estas modalidades de atención mé-
dica presenta distintos grados de complejidad se-
gún el agente efector que las realice.  En líneas 
generales el sistema de salud se estructura sobre 
dos tipos de centros: la unidad periférica sin in-
ternación (dependiente de un hospital base) y 
el hospital base con internación. Ambos tipos de 
centro tienen distintos grados de complejidad y 
están relacionados con la concentración demo-
gráfica, la accesibilidad y la demanda.

El concepto de niveles implica, por una parte, 
la necesidad de atención médica de las per-
sonas y sus condiciones de salud y, por otra 
parte, la mayor o menor complejidad tecno-
lógica de la respuesta diseñada para atender 
esa necesidad.

El tiempo máximo de accesibilidad (especial-
mente para la atención de los casos más críti-

“El dimensionamiento de los 

equipamientos o servicios al 

cual se llega como valor final es 

el correspondiente a las áreas 

requeridas para su localización.”
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SÍNTESIS DE EQUIPAMIENTO

Actividad

Nº de familias
Nº de habitantes
Densidad bruta(*)
Área  bruta

500
2.000

100 200  360  600
20   10    5,5   3,3

1.000
4.000

100  200  360  600
40    20     11   6,6

2.500
20.000

100  200  360  600
200  100   56    33

5.000
20.000

100  200  360  600
200  100   56    33

10.000
40.000

100  200  360  600
400  200  112    66

COMERCIO
Superficies Totales de te-

rrenos en m2.
600 2.560 6.400 12,800 25.500

EDUCACION
Superficies Totales de te-

rrenos en m2.
5.240 7.760 15.520 26.290 52.580

SANIDAD
Superficies Totales de te-

rrenos en m2.
150 1.300 2.750 6.500 13.000

RECREACIÓN
Superficies Totales de te-

rrenos en m2.
11.000 22.000 55.000 160.000 320.000

SOCIOCULTURAL
Superficies Totales de te-

rrenos en m2.
520 1.440 5.400 10.800 21.600

GOBIERNO  Y AD-
MINISTRACIÓN

Superficies Totales de te-
rrenos en m2.

250 450 1.225 3.750 8.200

Total equipamiento Has. 1,8 3,5 8,6 22,- 44,-

cos) es un elemento que depende no sólo de 
la ubicación geográfica de los servicios médi-
cos sino también de una red de comunicación y 
transporte muy eficiente.

El sistema de unidades periféricas se estima 
que cubre el 90%  de la demanda y el 80% de 
las patologías; están incorporadas al sistema 
del hospital base del cual dependen. El índice 
adoptado es de 0,03 m2 por habitante.

En la mayoría de las ciudades los hospitales 
base cuentan con internación general y de par-
tos normales, además de consultas de clínica 
general y odontología. El índice adoptado es 
de 0,10 m2 por habitante.

4. Espacios libres y de recreación

El equipamiento recreativo cubre dos aspectos 

principales: la denominada recreación pasiva 
(juegos de niños, reunión de adultos) y las ac-
tividades organizadas (deportes) Ambas se de-
sarrollan fundamentalmente al aire libre, aún 
cuando ciertos deportes se realizan en estable-
cimientos específicos (ej. clubes)

Los espacios libres tienen distintas caracterís-
ticas según su grado de frecuentación (diario, 
periódico, ocasional) y están relacionados 
con las condiciones naturales (paisaje) o dise-
ñadas al efecto en la ciudad. Podemos iden-
tificar cuatro niveles: el espacio libre a escala 
residencial, el de escala vecinal o plaza tradi-
cional, el centro deportivo y el parque urba-
no a escala de ciudad.

El centro deportivo aunque sea de carácter público 
y gratuito, es de acceso controlado por razones de 
salud y de mantenimiento, como los natatorios.

(*) Densidades variables según tipología de vivienda.  Incluye la red vial vecinal.
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SÍNTESIS DE EQUIPAMIENTO

Actividad

Nº de familias
Nº de habitantes
Densidad bruta(*)
Área  bruta

500
2.000

100 200  360  600
20   10    5,5   3,3

1.000
4.000

100  200  360  600
40    20     11   6,6

2.500
20.000

100  200  360  600
200  100   56    33

5.000
20.000

100  200  360  600
200  100   56    33

10.000
40.000

100  200  360  600
400  200  112    66

COMERCIO
Superficies Totales de te-

rrenos en m2.
600 2.560 6.400 12,800 25.500

EDUCACION
Superficies Totales de te-

rrenos en m2.
5.240 7.760 15.520 26.290 52.580

SANIDAD
Superficies Totales de te-

rrenos en m2.
150 1.300 2.750 6.500 13.000

RECREACIÓN
Superficies Totales de te-

rrenos en m2.
11.000 22.000 55.000 160.000 320.000

SOCIOCULTURAL
Superficies Totales de te-

rrenos en m2.
520 1.440 5.400 10.800 21.600

GOBIERNO  Y AD-
MINISTRACIÓN

Superficies Totales de te-
rrenos en m2.

250 450 1.225 3.750 8.200

Total equipamiento Has. 1,8 3,5 8,6 22,- 44,-

Los otros tres tipos tienen generalmente mayor 
disposición de espacios verdes, son de acceso 
ilimitado y su mantenimiento es responsabili-
dad del municipio.

Estos espacios verdes son un elemento impor-
tante en la estructuración del tejido urbano y 
debe tenerse en cuenta su distribución en rela-
ción con la densidad de población y las facilida-
des de acceso. El diseño de los mismos deberá 
considerar además del paisaje natural, la dis-
ponibilidad de elementos naturales en la zona 
(árboles y especies vegetales en general)

Los índices adoptados para el cálculo de super-
ficies necesarias son los siguientes:

Plazoleta: 0,5 m2 por habitante; plaza tradicio-
nal: 1 m2 /hab.; parque urbano: 2,5 m2/hab,; 
centro deportivo: 4 m2/hab.

Sistema peatonal

Consiste en la configuración (a veces espontá-
nea, a veces planificada) de una red recircula-
ción diferenciada de la red vehicular; general-
mente se origina en un agrupamiento comer-
cial que incluye distintos rubros de compras y 
recreativos (bares, confiterías, restaurantes, ci-
nes, etc.) y resulta atractivo como espacio libre 
que permite diversas formas de socialización.

5. Síntesis de equipamiento

La planilla adjunta nuestra el conjunto de los 
equipamientos en relación con las áreas de 
vivienda con sus distintas densidades, como 
una base a tener en cuenta para el dimensio-
namiento de las áreas urbanas y de sus equi-
pamientos respectivos, existentes, a instalar 
o a ampliar.

(*) Densidades variables según tipología de vivienda.  Incluye la red vial vecinal.



El departamento de cooperación y asistencia técnica de la fundación civilidad 
estudia, investiga y desarrolla proyectos en las diversas áreas de gobier-

no considerando los aspectos político-institucional, de organización 
administrativa, legislativo, de planeamiento, finanzas, educación y 
salud pública, desarrollo local y regional, urbanismo, medio ambi-
ente, sistemas de vivienda, obras y servicios públicos y desarrollo 
tecnológico, entre otros.

Con base en los mismos la FUNDACIÓN CIVILIDAD ofrece 
sus Programas de Cooperación y Asistencia Técnica a los 
gobiernos municipales y provinciales, como también a 
los organismos regionales que lo requieran.

Este servicio incluye las siguientes tareas:

• Promover un enfoque diferente del Gobierno y su Administra-
ción y el Desarrollo Local y Regional en línea con las distintas 
áreas temáticas.

• Promover y apoyar la ejecución integral de programas de trans-
formación del gobierno y la administración local como experien-
cia ejemplar, en el nivel municipal y provincial.

• Promover una mejor utilización de los recursos tecnológicos en 
el marco de dichos programas respecto de los municipios en sí 
mismos y en su relación con la Provincia de la que forman parte al 
servicio de las relaciones intergubernamentales y la integración de 
las políticas de gobierno.

• Promover la integración de las instituciones intermedias en estas 
reformas asegurando los procesos de participación sectorial en el 
desarrollo local y regional.

Todo ello a partir de los siguientes fundamentos:

• Concepción de la autonomía municipal, el desarrollo local y regional y la gestión 
de gobierno como elementos necesariamente asociados entre sí y como factor de 

integración para las relaciones intermunicipales y de los municipios con la Provincia 
en el marco del Federalismo.

• Fortalecimiento del proceso de toma de decisiones (reforma de la gestión de 
gobierno), que le asegure consistencia al sistema administrativo de mérito, eficien-

cia y alta productividad del gasto público (transformación administrativa).

• Apoyo y difusión del reconocimiento actuación del gobierno municipal como pro-
motor del desarrollo local y regional, especialmente como gestor del fortalecimiento de 

las PyMEs para el sostenimiento del empleo y crecimiento local y regional.

• Desarrollo de nuevas soluciones que atiendan las necesidades del sector público local, 
con pleno aprovechamiento de la tecnología existente. Realización de relevamientos de 

municipios y Provincias que podrían constituir el ámbito adecuado para el desarrollo de ex-
periencias “piloto” ejemplares.



El Municipio es el resultado de un proceso ascendente que va congregando familias
y no una participación descendente del poder del Estado.

La primera justificación del Municipio es la histórica. La historia deja constancia de que el primer 
intento de sobrepasar los límites familiares fue el Municipio.

El Municipio es sociedad natural y no una reproducción a escala reducida del Estado Central.

El Municipio tiene derecho a organizarse, a proyectar hacia el exterior su unidad interior; a darse un 
poder municipal, un gobierno que lo rija.

El Municipio debe poseer sus bienes propios y debe administrarse por sí mismo.

El Municipio posee el derecho de asociación, que es la condición previa para que
pueda ejercer el deber de cooperación.

Para una conciencia federal
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Las finanzas del
federalismO
argentino 
en el siglo xxi

1. De nuevo las finanzas 
federativas
En fecha reciente nos referíamos al horizon-
te de las relaciones fiscales federativas en 
Argentina de cara al Siglo XXI. Desafortuna-
damente, la evolución de tema en Argentina 
hace que no sea demasiado lo que podemos 
agregar aquí, salvo rescatar algunas expe-
riencias y conceptos internacionales, unos 
mediatos y otros casi de las vísperas, así como 
reiterar, matizar y resumir distintas conside-
raciones que esbozáramos entonces2.

El financiamiento de varios niveles de gobierno, 
incluso en países no federales, es una cuestión ya 
tan añeja que en el mundo avanzado es factible 

1 Doctor en Economía (U. Alcalá, España) e Historia (UTDT), Ex Ministro de Hacienda y Finanzas de Santa Fe, Director Doctorado en Administración 
Pública UNL y Presidente de la Fundación Dos Siglos.
2  Véase nuestro anterior en Asensio, M.A. (2011), p. 231-258.
3  Aludimos a lo expuesto en Johansen, Leif (1970).
4  El reputado Edwin Cannan pondría muy clara la importancia de los impuestos locales y su finalidad ligada a la prestación de determinados servicios 
por las haciendas respectivas, de cara a los requerimientos de una Comisión Especial para el estudio de su financiamiento, en 1899 (Cannan, E., 1967).
5  Ursula Hicks distinguía tres tipos políticos principales: la federación efectiva, el estado perfectamente unificado de tipo francés y en el medio el de-
nominado “compromiso angloescandinavo”. Indicaba que “en la federación efectiva los poderes de los estados miembros son muy amplios y así sus 
poderes impositivos son correspondientemente amplios…” (Hicks, U., 1956, p. 260-261).
6  Véase Bickel, W. (1961), págs. 445-519.
7  Véase Brosio, Giorgio y Jiménez, Juan P.  (2012).

Miguel Ángel Asensio 1

“…sólo de la distribución de las tareas entre los integrantes del sistema…y de 
la consiguiente estructura de sus gastos, dependerá que determinada distribu-
ción de recursos sea adecuada. En otras palabras: la compensación financiera, 
como el presupuesto público en general tiene dos aspectos –uno de recursos y 

otro de gastos- que no pueden considerarse aisladamente.” 

(Bickel, Wilhelm, 1961).

encontrar referencias notables que ya superan el 
siglo. Tal es el caso cuando tomamos conocimien-
to de un impuesto a la renta en el ámbito de los 
municipios noruegos del último cuarto del Siglo 
XIX3 o los debates sobre el financiamiento local, 
en la Inglaterra de fines del mismo Siglo4.

No en vano la prestigiosa hacendista Ursula 
Hicks remarcaba la importancia del tema en su 
emblemática obra de mediados del Siglo XX5. 
Lo propio ocurría con las reflexiones de Wil-
helm Bickel a partir de la experiencia alemana, 
en conocida y trascendente contribución edi-
tada en la Argentina muy poco después6. Hace 
apenas meses ha tomado difusión una fron-
dosa compilación donde se descubren nuevas 
evoluciones y análisis de la experiencia compa-
rada de América Latina7.
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Pero en el caso argentino, donde también se 
ha continuado estudiando el tema, hay que 
agregar la impronta y lógica de los hechos, 
impregnados por circunstancias temporales, 
políticas, económicas y fiscales, que han se-
guido incidiendo en una trayectoria de aguda 
centralización. Es lo que se deduce de los con-
ceptos que abordamos seguidamente.

2. La dinámica económica 
argentina y el federalismo 
financiero
Diecinueve años después de la Constitución de 
1994 y veinticinco posteriores a 1988, la socie-
dad y la economía argentinas han registrado 
diversas transformaciones. Con esa perspectiva, 
la Argentina actual deriva tanto de los cambios 
anteriores como de los emergentes de la crisis 
de 2001, y de las lógicas de política económica 
y social aplicadas durante un lapso superior al 
decenio del nuevo siglo.

El esquema de finanzas federales, que ya estaba 
cruzado por desequilibrios horizontales y vertica-
les, concentración pro-central de recursos, institu-
cionalidad fiscal insuficiente y relaciones intergu-
bernamentales no consolidadas, ha sido impacta-
do por algunos de esos cambios, al tiempo que no 
ha reflejado varios otros. Apuntaremos algunas 
facetas que de algún modo los encuadren.

2.1 De la “bolsa común” a los 
“pinchazos en las bolsas”

Antes del fin del siglo XX el desequilibrio ver-
tical imponía las remesas coparticipatorias, el 
horizontal un prorrateo redistributivo, se le-
gitimaba además un tercero en discordia que 
era el sistema de seguridad social y el sistema 
no era ajeno a la ya inequívoca presencia de 
los compromisos de la deuda externa, que con-
dicionaban ambos la magnitud del déficit del 
presupuesto nacional. Al considerar estos dos 
últimos rubros en tal esquema de caja única de 
tipo consorcial, usualmente no visualizados8, en 
un contexto donde el cambio en el sistema mo-
netario que implicó la convertibilidad dependía 
crucialmente del equilibrio fiscal, el deterio-
ro progresivo de la situación macroeconómica 
y macrofiscal fue llevando a sucesivos ajustes 
para regular el acceso al “estanque” y el mo-
vimiento de las compuertas que regulaban los 
flujos financieros hacia los actores. 

Bajo esa visión unitaria, los giros o remesas hacia 
provincias fueron adaptándose a límites, pisos, te-
chos, ocupaciones o “invasiones” inconsultas de 
espacio fiscal9, etc., cambios todos dependientes 
del marco global y la dinámica de transformación 
negativa que fue adquiriendo el sistema econó-
mico hacia el final del siglo. Los acuerdos o pactos 
fiscales regularon esa mutación, que sin alterar 
los porcentajes nominales de la coparticipación, 
los alteraba de facto introduciendo “precoparti-
cipaciones”, detracciones y otros artilugios, con-
formando el llamado “laberinto” o “destilería”10.

8 La omisión frecuente de que el subsistema de seguridad social era un integrante esencial del sistema hacendal o financiero público argentino des-
apareció cuando su irrupción “dentro” de la fórmula de financiamiento federativo lo hizo visible. Lo propio obre la omnipresencia de los servicios de la 
deuda en el presupuesto nacional, aspecto inescapable para el “administrador del consorcio”. Para un énfasis en este aspecto véase H. Senado de la 
Nación, Comisión de Coparticipación de Impuestos (2001).
9 El concepto de “espacio” o “lugar” fiscal, el tax room de la literatura anglosajona, ha sido magistralmente examinado por Richard Bird (1986). Re-
fiere a la intervención conjunta o acceso simultáneo en una masa ideal o efectiva de capacidad contributiva nacional o regional. Se vincula al principio 
de “unidad del contribuyente” señalada por Dino Jarach, y que refiere a la observación simple de que todo sale de los bolsillos de este y de lo que se 
trata es de ocupar tal bolsillo por los distintos niveles de gobierno, y que al enflaquecerse expresa la efectivización tributaria de su propia capacidad 
contributiva (Véase nuevamente HSN-CCI, 2001)
10 La idea de “laberinto” se encuentra también en Bird, R. M. (1993).

(…) El deterioro progresivo…fue llevando a sucesivos ajustes para regular el acceso al “estan-

que” y el movimiento de las compuertas que regulaban los flujos financieros hacia los actores…A 

ellos…referimos cuando aludimos al cambio de una “lógica de bolsa llena y común” a otra de 

“pinchazos en la o las bolsas de recursos tributarios” (…)
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A ellos nos referimos cuando aludimos al cam-
bio de una “lógica de bosa llena y común” a 
otra de “pinchazos en la o las bolsas de recursos 
tributarios”, de las que derivan tanto la distribu-
ción primaria Nación-Provincias, como la secun-
daria entre Provincias. Sin embargo, se articuló 
mediante lo que denominamos la “era de los 
pactos”, que en última instancia y paradojalmen-
te legitimaba las “dos esferas de soberanía” de 
las que se hablaba en el siglo XIX, aunque restrin-
giendo adicionalmente a una de ellas. 

Casi en el medio, se sancionó la CN 1994, cuan-
do aquél  proceso estaba iniciado; ella no lo 
detuvo y en todo caso lo legitimó11. Esta últi-
ma no desconoció “ganadores”: las provincias 
poseedoras de recursos naturales del subsuelo, 
el conurbano bonaerense, el gobierno nacio-
nal mismo como concurrente en la imposición 
indirecta y de manera no inmediata, la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires y el conjunto de los 

municipios, que recibirían el reconocimiento a 
la autonomía en los términos estipulados por 
la misma Carta Magna12.

2.2 Cambios en la estructura de recursos

Producido el estallido y concretada la macrode-
valuación del signo monetario, en un contexto 
donde mejoraban los precios internacionales, 
empezaron a verificarse circunstancias paulati-
namente diferentes. Comenzó a recuperarse la 
economía en un movimiento ascendente que 
ratificaba implícitamente su antigua depen-
dencia del corsé cambiario y, con ella, princi-
piaron su incremento los recursos ligados al 
comercio exterior. En tal contexto, el objetivo 

de balancear equidad con eficiencia en la po-
lítica económica restableció la figura de las re-
tenciones a las exportaciones agropecuarias, a 
fin de evitar un impacto pleno de los precios 

11 Cuando se sancionó la Constitución de 1994, se había modificado el reparto de la imposición de combustibles y tenían fuerza legal los dos Pactos 
Federales de 1992 y 1993. El primero establecía la detracción para el financiamiento impositivo de la seguridad social y el segundo afectó las potestades 
tributarias de las provincias. 
12 Véase Asensio, M. A. (2000).

Lógicas del Sistema de Coparticipación

Antigua Clásica Posterior

Bolsa de Recaudación

Bolsa 1 Bolsa 1Bolsa 2 Bolsa 2Bolsa 23 Bolsa 23

Bolsa Nacional Bolsa NacionalBolsa Provincial Bolsa Provincial Bruta

Bolsa Provincial Neta

Bolsa Pinchada

Bolsa de Recaudación
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internacionales en la canasta de consumo do-
méstico. Potenciados además por mejoras en 
los precios mundiales, los ingresos fiscales del 
comercio exterior han sido apropiados exclusi-
vamente por el gobierno nacional a partir de la 

interpretación prevaleciente de la Constitución 
Nacional13. A ello se agregó la disposición ma-
yoritaria a favor de la Nación de los ingresos del 
impuesto a los créditos y débitos bancarios (po-
pularmente conocido como impuesto al cheque). 

13 Parecería factible decir “prevaleciente” pero no “inevitable” pues existiría la posibilidad de su “coparticipabilidad” por ley según cierta doctrina 
(Bulit Goñi, E., 1995).
14 Sobre la base de cifras de la Dirección Nacional de Investigaciones y Análisis Fiscal. No incluye recaudación de municipios.
15 Como porcentaje del PBI. Lo propio con respecto a cifras del 2006.
16 Si aludiéramos exclusivamente a los derechos de exportación, el resultado es que entre 2001 y 2007 se decuplicaron. Ello abre un interrogante sobre 
la sostenibilidad a largo plazo de las finanzas nacionales si las circunstancias externas cambiaran, lo que afortunadamente no se avizora como probable 
en el muy corto plazo con respecto a la elaboración de este artículo. Los resultados sobre el balance Nación-Provincias para el país pueden hoy apreciarse 
en un marco comparativo con otros países latinoamericanos, a partir de  Gómez Sabaini y Jiménez (2012), p. 151.

Composición de la Recaudación Argentina (Nación + Provincias)14

Conceptos Recaudación 200115 Recaudación 2006 Participaciones en Total 2001 Participaciones en Total 2006

Nacionales 17,50 23,57 82,78 85,12

Provinciales 3,64 4,12 17,22 14,88

Totales 21,14 27,69 100,00 100,00

El Cuadro anterior muestra muy sintéticamente 
el nuevo escenario, que ratifica las menguadas 
potestades fiscales de las provincias. Ha aumen-
tado la recaudación de manera muy marcada en 
relación al PBI, pero tal aumento se concentra 
abrumadoramente en el Gobierno Nacional. De 
una participación central previa a la distribución 

por coparticipación que sin incluír municipios era 
claramente superior al 82% en 2001, se arriba a 
otra que excede el 85% en 2006. A su vez, mien-
tras la presión tributaria nacional creció en casi 
un 35%, la originada en impuestos al comercio 
exterior, que incluyen los derechos de exporta-
ción, casi se quintuplicó16.

Países Recursos Nacionales Recursos Subnacionales Recursos Totales

Argentina 85,7 14,3 100,0

Bolivia 95,9 4,1 100,0

Brasil 70,3 29,7 100,0

Chile 94,4 5,6 100,0

Colombia 86,1 13,9 100,0

Costa Rica 96,3 3,7 100,0

Ecuador 97,5 2,5 100,0

México 94,2 5,8 100,0

Perú 98,8 1,2 100,0

Consecuentemente, a una situación donde 
ya existía un socio dominante en el acceso 
al contenido del estanque fiscal, se arriba a 
un escenario donde tal socio, es decir el go-
bierno central, opera como un sostenido be-
neficiario hegemónico en un escenario que 

originariamente estuvo justificado por la cri-
sis. Esta última vuelve a reiterar y legitimar 
la escena que autorizara la fuerte afectación 
de 1992 para seguridad social. Entonces sería 
la deuda previsional, ahora la deuda social 
representada por una multitud de nuevos 
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17 Se verifica una transferencia interregional e intersectorial de ingresos. Tales ingresos son además económicos, por un lado, y fiscales, por el otro.

pobres la que impondría la construcción de 
un entramado protectivo explicitado por la 
“barrera” de retenciones, de un lado, y por 
un esquema de subsidios masivos, por el otro. 
Además, la multiplicada e irresoluta deuda 
externa volvería a demandar fondos sustan-
tivos para su atención, derivados de un supe-
rávit fiscal alimentado en buena medida de 
los nuevos gravámenes que nutren el Teso-
ro Nacional. En suma, la coyuntura histórica 
impuso nuevos recursos, pero en lo esencial, 
ellos fluyeron hacia el nivel central.

2.3 Cambios en la estructura de gastos

Se ha señalado para los países desarrollados 
una evolución donde en varios casos los go-
biernos centrales han reducido su participación 
como prestadores de servicios u oferentes de 
bienes públicos, para ser responsables de bue-
na parte del gasto en seguridad social y otros 
tipos de transferencias, así como titular de un 
margen dominante de servicios de la deuda. 
Esto como tendencia de largo plazo operante 
hasta fines del siglo XX.

Curiosamente, Argentina, por razones distin-
tas, había empezado a reconocer importantes 
obligaciones por pasivos derivados de su fragi-
lidad fiscal, aspecto que ya era visible a fines 
de la década de 1980. A principios de la pri-
mera década del nuevo siglo, los subsidios de 
subsistencia esencialmente alimentaria imple-
mentados para atender a los nuevos pobres se 
agregaron a tal perfil central, el que además se 
vió esencialmente marcado por su papel en la 
devolución de la deuda externa.

Sin embargo, alumbrando la segunda mitad de 
dicha década, la continuidad de la recupera-
ción, las mejoras en el empleo y por ende en los 
ingresos por aportes a la seguridad social mejo-
raron las finanzas del subsector. A ello se agre-
garon los crecientes y sostenidos incrementos 
por retenciones a las exportaciones que han 
sostenido el superávit fiscal agregado y los 
compromisos externos. Mientras tanto, no se 

han producido alteraciones en las retenciones 
de la masa coparticipable –y por ende a provin-
cias- para alimentar el sistema de jubilaciones.

En el medio, gravámenes específicos han alimen-
tado fondos fiduciarios destinados a obras de 
infraestructura, rubro que preciso es consignar 
reconocía sustanciales abandonos desde años an-
teriores. Como función, empero, fue rápidamen-
te asumida en sus facetas dominantes por el go-
bierno nacional, cuando también deberían ser 
actores infraestructurales claves las provincias 
argentinas. Los excedentes por ejecución pre-
supuestaria también han fortalecido la inver-
sión en infraestructura nacional, que han me-
jorado asimismo en los niveles subnacionales.

En ese marco, se ha generado un componente 
creciente en el presupuesto nacional que es de-
rivado de la política de subvenciones al consu-
mo de post-crisis. Esta ha consistido en permitir 
deslizamientos primero y mejoras abiertas des-
pués en materia salarial, pero frenando la cani-
lla de los precios de servicios públicos para ase-
gurar el crecimiento efectivo del salario real. La 
consecuencia, es un crecimiento sistemático en 
el costado del gasto de los subsidios para el sis-
tema de transportes en los aglomerados urba-
nos, como elemento emblemático, que implica 
financiar, como el bolsón de nuevos pobres, al 
aglomerado de Buenos Aires y Gran Buenos Ai-
res. Como resultado, se produce una succión de 
recursos de las provincias exportadoras, que se 
redistribuye concentradamente en el área más 
poblada y según se defina la más dotada del 
país. El impacto para el federalismo es obvio17.

De una participación central previa a la 

distribución por coparticipación que… 

era superior al 82% en 2001, se arriba 

a otra que excede el 85% en 2006 (…)
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2.4 Instituciones fiscales y 
responsabilidad fiscal

Llega el momento aquí para aludir a una re-
forma que alude a uno de los componentes 
de nuestro esquema ampliado de federalis-
mo fiscal. Hemos remarcado en otras partes 
lo que consideramos una diferencia entre 
instituciones-norma e instituciones-órgano. 
También hemos señalado ciertas figuras pre-
dominantes en el ámbito internacional, así 
como sus atributos, de cara a las insuficien-
cias del esquema argentino.

Y allí han emergido casos paradigmáticos como 
el modelo dual australiano para transferencias 
de recursos y deuda, ejemplificado en la CGC 
(Commonwealth Grants Commission) y el ALC 
(Australian Loan Council) por un lado, el es-
pañol con el Consejo de Política Fiscal y Finan-
ciera, el hindú con una Comisión de Finanzas 
y otra de Planeamiento, o el canadiense con 
mecanismos como el Consejo de la Federación, 
entre otros mencionables18.

En cualquier caso, aparece claro que un proble-
ma es el del reparto de recursos comunes o la 
asignación de transferencias de igualación re-
gional basadas en determinados criterios, por 
un lado, de los problemas de acceso responsa-
ble al endeudamiento o conducta fiscal concer-
tada, por el otro. Las llamadas externalidades 
financieras o fiscales en contextos con plurali-
dad de actores han aparecido hace tiempo en 
el escenario intergubernamental19.

En paralelo con ello, el florecimiento mundial 
de normas o reglas macrofiscales, ejemplificado 
de manera sobresaliente por el esquema de Ma-
astricht para la cuasi-megafederación europea, 
movió el tablero de este tipo de encuadramien-
tos que se difundió en el mundo en varios casos, 
aunque la legislación de Nueva Zelandia resultó 
emblemática. En Sudamérica, la ley brasileña 
ha sido un disparador de referencia, pues entre 

otras cosas regula la probable designación clien-
telar de agentes públicos en los últimos meses 
de mandato. Se aprecia empero, que se alude a 
aspectos que pueden o no tener que ver con el 
federalismo financiero como problema.

Argentina ya había sancionado una Ley de Sol-
vencia Fiscal antes que la brasileña de 2001. 
Sin embargo, en 2004 se sancionó un régimen 
más completo y abarcativo, entendible como 
conjunto de normas de buena conducta fiscal 
esencialmente dirigidas a mejorar la transpa-
rencia y controlar el gasto y el endeudamiento 
en el nivel subnacional. En tal perspectiva, la 
norma exhuda una concepción asimétrica don-
de el actor prevalente no resulta colocado en 
una posición asimilable a los últimos20.

Pero la “institución-norma” fue acompañada 
por una “institución-organo”. En efecto, se 
crearía el Consejo Federal de Responsabilidad 
Fiscal para entender en la aplicación de la Ley, 
donde las reglas de votación colocarían al nivel 
central en una posición prevalente de la que 
había carecido en el antiguo organismo inter-
viniente en las cuestiones de “reparto de re-
cursos”, la Comisión Federal de Impuestos21. La 
resultante es la emergencia de una estructura 
de órganos dual, actuantes en autonomía uno 
de otro, pero donde no se ha instaurado una 
instancia de coordinación superadora tal cual 
emergería de un Consejo Federal de Coordi-
nación Económica y Fiscal como el propuesto a 
mediados de la década de 199022.

2.5 El financiamiento educativo como 
“mandato” a financiar

Ha sido tradicional en la literatura de países fe-
derales maduros aludir a los denominados un-
funded mandates, o mandatos no financiados. 
Se trata de disposiciones que incluso son des-
centralizantes hacia estados o provincias pero 

18 Véase, para un análisis detallado de estas figuras, nuestra obra Instituciones Fiscales y Presupuesto Público, Buyatti, Buenos Aires, 2009.
19 Nos hemos ocupado de tales externalidades, que puede resultar positivas o negativas, en Asensio, M A. (2003). 
20 Este régimen ha recibido modificaciones flexibilizadoras en cuanto a las posibilidades de endeudamiento de los fiscos, entre  otras, con carácter 
transitorio, poco antes de concluirse este trabajo.
21 Ya en este organismo han existido criterios fluctuantes para ponderar sus potencialidades de “independencia” en términos de las facultades previstas por la 
Ley 23.548. Tal calificativo es un atributo central en la célebre CGC australiana, aunque históricamente parece haber sido motivo de alguna tensión.
22 Proyecto de la Comisión Federal de Impuestos.  Véase CFI (1996).
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que no contemplan previsiones precisas de fi-
nanciamiento. Eso ha sido señalado insistente-
mente en el caso de Estados Unidos. Incluso, 
el caso argentino de transferencia de servicios 
educativos y de salud en la década de 1990, 
creando una asignación “presecundaria”, sig-
nificó tomar de la porción provincial los fondos 
necesarios para afectar al financiamiento de 
tales obligaciones funcionales adicionales.

Asumiendo la consideración de un sector sensi-
ble y de incuestionable importancia se dictó la 
denominada Ley de Financiamiento Educativo, 
que como tal estableció mandatos obligato-
rios, con financiamiento, pero que se inserta-
ban como una cuña dentro de los grados de 
libertad provinciales en servicios bajo su órbita 
y que tipificaban el federalismo aceptado has-
ta fines del siglo vencido.

En efecto, bajo un objetivo global incuestiona-
ble, que aparece una vez más fortalecido por 
estudios internacionales que siendo en algunos 
casos parcialmente contradictorios ubican a Ar-
gentina en una posición sin duda preocupante 
en materia educativa, se modificó la superes-
tructura normativa respectiva, apartándose de 
una ley “federal” para pasar a otra “nacional”, 
previendo una mecánica financiera específica. 
En esto parecen evaluables dos puntos, el des-
lizamiento hacia una visión unitaria por sobre 
la consolidada de tipo descentralizante prove-
niente de la etapa anterior y en ciertos aspec-
tos de la Constitución Nacional, por un lado23, 
y el ajuste a un enfoque federativo en materia 
de recursos, por el otro24.

El primer aspecto implica un intento de recu-
perar un terreno donde se había pasado a una 
lógica de “Ministerio sin escuelas”, fortalecedor 
neto del rol provincial excepto en el terreno 
universitario, a otro donde vuelve a ser la Na-
ción la que impone el ritmo a jurisdicciones 
que se suponen no acertaron, no tienen ca-
pacidades suficientes o requieren guía en la 
materia, más allá de los mecanismos de coor-

dinación preexistentes. Aquí es clara una visión 
centralista, donde se asume que tales capacida-
des existen en el centro, lo cual relegitima a un 
Ministerio menos orientador y más interventor, 
y que son inexistentes en la periferia. Esto se 
contrapone, obviamente, con modelos como 
el estadounidense, donde la construcción de 
su sistema educativo se realizó descentraliza-
damente, durante mucho tiempo no existió un 
Secretario nacional para el tópico y donde al 
igual que en Canadá, hasta las propias Univer-
sidades son estaduales o provinciales.

En el segundo aspecto, el financiero, y a partir 
de una particular interpretación del Artículo 75 
de la CN 1994, se utiliza la vía de la “afectación 
específica” para utilizar recursos coparticipables 
a fin de instrumentar una decisión nacional –
aceptada empero aunque no sin hesitaciones de 
algunas- por las provincias. En tal sentido, se fijan 
porcentajes del PBI a alcanzar en el gasto educa-
tivo agregado de las dos jurisdicciones (Nación y 
Provincias) y tanto la parte nacional (40%), como 
la provincial (60%) se detraen de las respectivas 
porciones de la masa coparticipable.

La fórmula adoptada se aparta de la lógica de 
las asignaciones específicas que había tratado de 
impedir la Ley 23.548 y que se ratificaron en la 
Constitución de 1994. En realidad se creaba una 
partida de gastos obligatorios que se detraen en 
bloque de fondos que de otra manera se podrían 
haber utilizado para otros destinos. Nos asalta de 
inmediato la alteración de la lógica alemana en 
su Finanzausgleich, que es enfática en cuanto a 
que los Lander poseen soberanía presupuestaria 
para la aplicación de sus recursos25. 

La norma argentina que comentamos, redu-
jo los grados de libertad para fijar sus pre-
supuestos por las provincias y de hecho res-
tringió tal soberanía presupuestaria, lo que 
había efectivizado también al imponer lími-
tes de endeudamiento distintos a los estable-
cidos por sus propias constituciones, lo cual 
fue en dicha Ley de Responsabilidad Fiscal 

23 El Artículo 5 de la Ley Nacional de Educación sentencia que “El Estado nacional fija la política educativa y controla su cumplimiento…”. El Artículo 15 
del mismo texto señala que “El Sistema Educativo Nacional tendrá una estructura unificada en todo el país que asegure su ordenamiento y cohesión..”. 
Entre otros, cabría evaluar su correspondencia con la misión constitucional provincial delimitada en el Artículo 5 de la Carta Magna.
24 Leyes 26.075 de Financiamiento Educativo y Ley 26.206 Nacional de Educación. 
25  Ver Krause-Junk, G. y Muller, R. (1993).
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otro paso centralizante de dudosa constitu-
cionalidad. Y apresurémonos a decir que no 
se está evaluando la virtualidad de tales ob-
jetivos –ello debe ser objeto de otro análisis- 
sino el lugar del federalismo como sistema, o 
al menos de cierta visión del federalismo –la no 
centralista- en este escenario.

3. Presupuesto, “deuda 
regional”, subsidiariedad y 
potencial fiscal
Hemos dicho antes y ha quedado remarcado,  
que la coparticipación de impuestos es sólo 
una de las formas que pueden integrar o ex-
presar un auténtico sistema de coordinación 
financiera y también es sólo uno entre los me-
canismos para transferir recursos a los “socios” 
dentro de un acuerdo federativo. 

En ese marco es que emerge destacado el Pre-
supuesto. Enfaticemos una vez más que las de-
nominadas transferencias presupuestarias o apli-
caciones de recursos originadas en partidas del 
presupuesto nacional, pueden alterar manifiesta 

o sustancialmente los coeficientes de distribución 
de fondos previstos en las transferencias imposi-
tivas comprendidas en la coparticipación. 

Consecuentemente, la Nación y las Provincias 
(y a través de éstas sus municipios), “reciben” 
un “mix” de recursos compuesto por ambos ti-
pos de recursos fiscales. Ello luego de aportar 
muy desequilibradamente a aquél  presupues-
to nacional con gravámenes como las señala-
das  retenciones a las exportaciones, originadas 
en determinadas provincias, cuyas “balanzas o 
balances fiscales” pueden deteriorarse marca-
damente con esas figuras26. No contemplar el 
Presupuesto Nacional, para cuya elaboración 
son aplicables también los criterios de la nue-
va Constitución Argentina, puede implicar una 
lectura incompleta del sistema de financia-
miento federal argentino.

Por otro lado, siendo usual y casi a la moda ha-
blar de distintas “deudas”, corresponde ahora 
enfatizar la deuda regional, no necesariamente 
por adhesión a esas modas sino a fin de instalar 
tal cuestión en el centro del problema federa-
tivo o de funcionamiento y operación de una 
nación que al menos nominalmente se dice fe-
deral.  Con ello, insistir en la inclusión,  en la 
agenda de la política pública, como lo hemos 
hecho antes de ahora, del problema regional27.

Como se sabe, la raíz o la base para que las uni-
dades constitutivas de un arreglo federativo ten-
gan capacidad fiscal, es que alcancen previamen-
te capacidad económica. Consecuentemente, el 
origen de los desequilibrios fiscales horizontales, 
son los desequilibrios económicos horizontales. 
No es lo mismo Nunavut que Alberta en Canadá, 
ni Nueva Gales del Sur que Queensland en Aus-
tralia, los estados del este en Alemania que los 
occidentales y pocos lo que la próspera Baviera. 
La plétora económica usualmente implica pléto-
ra fiscal y capacidades diferentes.

Sin embargo, pese a que ello exige importan-
tes transferencias de equiparación o igualación 
entre tales unidades constitutivas, una observa-

(…) Fortalecido por estudios interna-

cionales que…ubican a Argentina en 

una situación sin duda preocupante en 

materia educativa, se modificó la super-

estructura normativa respectiva, apar-

tándose de una ley “federal” para pasar 

a otra “nacional” (…)

26 El estudio y los métodos de medición de las “balanzas fiscales” ha sido destacado incluso en casos no estrictamente federales, como el de las Co-
munidades Autónomas en España.
27 Véase nuestro La economía argentina como incógnita, Eudeba, Buenos Aires, 1988.
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ción general es que existiendo, las diferencias 
en los países desarrollados no son tan agudas 
como en los menos desarrollados. Por ello, en 
Canadá el ingreso per cápita de las áreas más 
ricas no es muy superior a dos veces el de las 
menos aventajadas. Lo propio en otros casos. 
En el mundo de los no ricos las realidades son 
diferentes. De allí el viejo apelativo de Belin-
dia o el más reciente de Corgola para Brasil28. 
Lamentablemente, algo asimilable aunque 
quizás menos extremo puede verificarse en 
Argentina, donde el origen de los conflictos 
históricos que retardaron varias décadas el lo-
gro de la Constitución, reconocían una aguda 
desigualdad entre regiones. Entonces, su ex-
presión serían las diferencias entre la próspera 
Buenos Aires y el resto.

Muy sumariamente, se procura apuntar que 
quizás antes de pensar en el desequilibrio fis-
cal, que es una consecuencia, corresponda pen-
sar en la causa, que es el desequilibrio regional, 
el cual pasados muchos años, sigue existiendo 
en proporciones muy superiores al mundo de-
sarrollado y en algunos casos tiende a aumen-
tar. En tal sentido, una buena política en ma-
teria de federalismo fiscal, es tener otra mejor 
en materia de federalismo económico. Saldar 
a largo plazo y mitigar en el corto y mediano 
la “deuda regional”, puede resultar una mejo-
ra más profunda del esquema de coordinación 
fiscal, que el mero y pantanoso camino de la 
disputa por meros coeficientes de reparto del 
famoso estanque común.

En otros términos, además de una política fiscal 
es obvia la necesidad de una política regional. 
La implementación de las denominadas inter-
venciones estructurales, que es el rótulo ilus-
trado para enmarcar las políticas regionales y 
de cohesión en la UE no son otra cosa29. Y aquí 
sí resultaría fundamental el uso del poder de 
intervención o “spending power” del centro, 
donde además de inversiones compatibles con la 
expansión de las regiones habrá que instalar los 
intratables temas de la legitimación o deslegiti-
mación del aglomerado Buenos Aires, en tanto 
realidad inexcusable que condiciona muchas accio-
nes de desconcentración espacial en la Argentina. 

Y si existe una Argentina de dos velocidades, habrá 
que pensar en la posibilidad de invertir la potencia 
y dotar de rapidez a la hoy rezagada. No haciéndo-
lo, continuarán las peleas por apenas unos puntos 
en un prorrateo impositivo.

Para concluir, adicionemos dos criterios con-
dicionantes o de entorno de la discusión que 
alumbre el nacimiento de un nuevo sistema. 
Aludimos al principio de subsidiariedad y al 
concepto de “potencial fiscal”. El primero es la 
llave en torno a la cual gira la atribución de 
competencias y funciones en algunas federa-
ciones, habiendo sido incorporado a la “me-
gafederación” europea constituída por la UE. 
Consiste en que el nivel superior de gobierno 
no ejecuta aquéllas acciones que pueden ser 
desarrolladas de manera más adecuada por los 
inferiores. Es obvio que puede ser limitado o 
resultar poco utilizado cuando del funciona-
miento del sistema se deriven soluciones que 
partan de la incapacidad de las partes y de la 
virtualidad del centro. 

El segundo se vincula con la articulación de los 
mecanismos de distribución o compensación 
de recursos. En tal sentido, parece razonable  
la evaluación de pautas concorde a las cuales, 
ciertos mecanismos redistributivos o compen-
satorios, sean operativos de manera articulada 
con una razonada utilización por parte de las 
jurisdicciones de su propio potencial fiscal. Lo 
opuesto puede representar una traslación in-
directa de los costos del ordenamiento presu-
puestario entre distintas jurisdicciones.

Reflexiones Finales 
El recorrido anterior, sintético como tal, ha 
rescatado ciertas raíces conceptuales que re-
miten al federalismo como tal, para aterrizar 
finalmente en el caso argentino en particular. 
La Argentina de mediados de la segunda mitad 
de la primera década del siglo ha registrado 
cambios tanto respecto al momento en que se 
dictó la última Ley de Coparticipación Federal 
como después de la Constitución Nacional de 
1994. Tanto los avances como los retrocesos en 

28 “Belindia” como combinación de Bélgica y la India. “Corgola” como mezcla de Corea y Angola.
29 Para las políticas regionales de la UE véase Cuadrado Roura, J. R  y Mancha, T (2000).  



63

FE
D

ER
A

LI
SM

O
 F

IS
C

A
L

el proceso económico nacional hacen que el 
mapa de los equilibrios y desequilibrios regio-
nales haya cambiado desde entonces. La mine-
ría ha transformado ciertos entornos, el cultivo 
de soja se extiende en areas no tradicionales, 
hay provincias regalíferas30, la Ciudad Autó-
noma de Buenos Aires se ha introducido casi 
subrepticiamente en el sistema al recibir trans-
ferencias educativas. Así, ha habido tenden-
cias que afectaron tanto el entorno pampea-
no como extrapampeano que como minimo 
requerimiento deberían ser objeto de medi-
ción. Las poco estimuladas estadísticas de pro-
ducto bruto geográfico, entre otras, deberían 
ser priorizadas para detectar estos fenómenos 
identificadores del estadio contemporáneo del 
federalismo económico.

Juegan en el escenario financiero a transformar, 
no sólo realidades económicas, sino también las 
políticas, que en cierto modo implican una suerte 
de esclavitud hacia las áreas densamente pobla-
das, así como otras profundamente culturales. 
No se puede afrontar un federalismo “desde la 
base” que reemplace a otro concebido “desde la 
cúspide”, si como en el Siglo XIX hay partes de la 
periferia para las que resulta funcional los acuer-
dos con el centro, y recíprocamente.

Es difícil que la operación federativa se optimice 
si los actores no se sujetan a reglas homólogas 
para ambas partes y se admita que la relación fis-
cal y federal reconozca de partida la existencia 
de un “hermano grande” que concentre no sólo 
potestades sino el dinamismo federativo. Este es 
un componente sociológico crucial. Si raramen-
te las innovaciones se generan en una periferia 
normalmente pasiva y lo usual sea esperar movi-
mientos de piezas “desde el centro” la evolución 
será siempre hacia un federalismo centralizador 
que tendrá mucho de unitarismo.

Si importantes medios y núcleos de pensamien-
to, siguen pensando sólo desde el centro, la mi-

nusvalía de la periferia crece. En tal contexto, 
una fiscalidad donde más del 80% de los recursos 
pasa por el nivel nacional es un matiz  casi cohe-
rente con el modelo, donde nuevos impuestos a 
las exportaciones, no previstos en la lógica cons-
titucional del Siglo XIX, establecen un socio fiscal 
hegemónico en el escenario intergubernamen-
tal. Aun suponiendo una abstención coyuntural 
o temporal a esta discusión, discutir una reasig-
nación de las potestades tributarias que relegiti-
me la imposición patrimonial en provincias, que 
evalúe la cesión de ciertos impuestos específicos, 
plantee un IVA subnacional o una sobretasa pro-
vincial del impuesto a las ganancias es valioso, 
pero para ello debe emerger una visión bottom-
up31, que en sí es casi una revolución política y 
cultural. Para tomarlas hay que cambiar de esta-
do mental y actitudinal. 

En ese ambiente, sin instituciones que prote-
jan las “esferas de soberanía” o que no hagan 
una interpretación restrictiva del principio de 
supremacía, el destino es unitario. Sin núcleos 
orgánicos que permitan expresarse a la perife-
ria, entre ellos un Senado poderoso como en-
clave más territorial-regional y menos político-
partidista, la resultante serán siempre medidas 
“procentrales”, salvo que el Tesoro Nacional no 
esté en desequilibrio real o potencial, o cerca-
no al mismo. En esos momentos, suele resultar 
atractivo descentralizar. El problema entonces, 
es el fondo, o, si se quiere el modelo de fondo, 
y el modelo no es sólo económico o fiscal, por 
importante que nos parezca y por necesario 
que sea su cambio, que de todos modos no es 
razonable posponer.

En Argentina se han producido modificaciones 
en el esquema financiero intergubernamental 
que han respondido a la lógica del “zapatero 
remendón”, que ha sido funcional a la raciona-
lidad centralista, ha cristalizado una suerte de 
“impasse” estructural –que no ha impedido di-
versos cambios puntuales, hasta furtivos32-, que 

30 Que como las mineras perciben esa renta por la explotación de recursos naturales en su territorio. En esos casos opera el conjunto de especulaciones 
que refieren a lo que Mc Lure denominó “el accidente geográfico” y donde hay diferencias en los tratamientos internacionales del tema (1997). Mus-
grave también se ha expresado sobre el mismo (Musgrave-Musgrave, obra citada).
31 Aludimos al enfoque báse-cúspide como opuesto al vertical jerárquico. Que como las mineras perciben esa renta por la explotación de recursos natu-
rales en su territorio. En esos casos opera el conjunto de especulaciones que refieren a lo que Mc Lure denominó “el accidente geográfico” y donde hay 
diferencias en los tratamientos internacionales del tema (1997). Musgrave también se ha expresado sobre el mismo (Musgrave-Musgrave, obra citada)
32 Los cambios puntuales, aunque no por ello menos sustantivos, se han impuesto siempre a los cambios integrales del sistema, lo que estaría en la 
lógica constitucional de 1994, pero no se ha logrado desde entonces.
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no han sido pocos. Contra una coparticipación 
“globalizante” en tanto basada en la idea de 
una sola “bolsa fiscal” distribuída entre el con-
junto, se ha ido acentuando, dada la existencia 
de “pinchazos en las bolsas”, el modelo que 
denomináramos de “pequeños cántaros”33, 
cuya reversión es compleja34.

En tal contexto, un nuevo esquema federal 
fiscal puede emerger de tres opciones percep-
tibles. Una continuidad matizada y por tanto 
conservadora del sistema laberíntico presente, 
por un lado, una transformación renovado-
ra del mismo, por el otro, o una combinación 
entre ambas, finalmente. Ello implica a su vez, 
distintas alternativas de detalle dentro de tales 
marcos genéricos35.

Ese marco no puede ser otro que uno donde se 
concilien adecuadamente la fiscalidad federal 
y la coordinación financiera con un auténtico 
federalismo. El federalismo moderno, es inne-
gable, gana y se enriquece en componentes or-
ganizacionales al tiempo que quizás atenúe los 
políticos. En el caso de Argentina, en materia 
de recursos y escala comparada, la centraliza-
ción la aproxima a países no federales36.

Pero incluso como modo organizacional, el fe-
deralismo tiene lógicas que es necesario aus-
cultar y respetar. Corresponde reiterar que, 
de otro modo, las inercias argentinas pueden 
seguir conduciendo  a un horizonte en el que 
federalismo sea sólo la denominación indolora 
del unitarismo37, o, que la fachada federativa 
opere como un ropaje elegante para su siste-
mática negación.
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Descentralización e integración1

1 Este artículo ya ha sido publicado en la Revista Civilidad Nº 28, noviembre de 1999. Se decidió su reimpresión debido a su actualidad y en homenaje 
a su autor.

Descentralización e integración constituyen el fenómeno de desarrollo político más significativo 
en Occidente. ¿Por qué? Porque si la descentralización devuelve obras y servicios a las bases so-
ciales, el aislamiento relativo es cubierto por la integración regional, una de cuyas expresiones 
novedosas es la gestión intergubernamental.

La descentralización va conduciendo al nuevo municipio, más autónomo pero naturalmente tam-
bién más presionado por los vecinos. La regionalización reconstruye los espacios homogéneos por 
la geografía, la cultura, la economía.

Pedro J. Frías
    (in memoriam)
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La reforma del Estado
Trataré de explicar mis nueve tesis sobre la in-
terdependencia entre la reforma del Estado y 
la descentralización.

A) La reforma del Estado se compromete a sí 
misma sino estimula la recuperación del 
federalismo. Y es la descentralización el 
modo actual de asignar poderes. Los ana-
listas del futuro lo han explicado a través 
de Toffler y de Kennedy: el Estado contem-
poráneo es demasiado pequeño para cier-
tas tareas y demasiado grande para otras. 
Cuando es demasiado pequeño, se impone 
la integración. Cuando es demasiado gran-
de se impone la descentralización.

B) El actual proceso de “mundialización” 
debe ser compensado por la provincializa-
ción y la municipalización. Vivimos en una 
“aldea global” que tiende a despojarnos 
de nuestras raíces y alterar nuestra iden-
tidad. Pero este riesgo se puede superar 
si somos a la vez cosmopolitas y provin-
cianos, es decir, hombres del mundo sin 
despojarnos de nuestra intimidad: la de 
nuestra ciudad y región.

Es claro que la “globalización” está generando 
su propio equilibrio, cuando se busca, por la re-
forma del Estado, provincializar y municipalizar 
las obras, servicios y gasto público, para acercar-
los a las bases sociales y facilitar su control.

C) En la asignación de las competencias, 
debe darse a la Nación sólo lo necesario, 
y a las provincias y municipios todo lo po-
sible. No es que el federalismo acorrale 
al central, sino que la reforma del Estado 
organiza para bien común su eficacia en 
sus pocas funciones esenciales. He dicho 
siempre que nada se construye sobre los 
despojos del Estado. Mi enunciado co-
rresponde al principio de subsidiariedad, 
porque también podemos decir: al Esta-
do todo lo necesario y a las personas y sus 
asociaciones todo lo posible.

D) La provincia es la interlocutora válida del 
gobierno central, incluso en la política fe-
deral para municipios que se intenta. Los 
municipios no pueden sustituir a la pro-
vincia, pero algunos creen que la región 
podría hacerlo. Para prevenir cualquier 
confusión, reivindico para la provincia 
la prioridad del diálogo con el gobierno 
central. Durante la reforma del Estado 
el gobierno central tiene algo que decir 
sobre municipios, pero sólo las provincias 
deben dirigir y ejecutar las políticas.

E) La región, en sus tres dimensiones, inter-
nacional, interprovincial e intermunicipal, 
es una corrección de escala de la provin-
cia, pero no debe tener competencias, 
recursos ni funcionarios electivos propios, 
Basta con lo dicho.

F) Junto al federalismo de derechos, la re-
forma del Estado instala un federalismo 
de deberes, pero no para que la Nación 
administre la caja y las provincias las res-
ponsabilidades. Sí, hay un federalismo de 
deberes que las políticas nacionales en 
curso han develado: deber de equilibrio 
presupuestario, de reforma tributaria a 
favor del crecimiento, de políticas públi-
cas de gasto y empleo.

“La descentralización va 

conduciendo al nuevo 

municipio, más autónomo 

pero naturalmente también 

más presionado por los 

vecinos. La regionalización 

reconstruye los espacios 

homogéneos por la geografía, 

la cultura, la economía.”
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Pero la reforma del Estado atentaría contra sí 
misma, afectando al federalismo, si reserva al 
Tesoro Nacional una situación privilegiada y 
exagera su rol de premiar y castigar.

G) La provincialización y municipalización de 
obras, servicios y gastos exigen recursos 
y gradualidad. No se trata de transferir 
los déficits sino de habilitar a los poderes 
locales para asumir en plenitud la educa-
ción, la salud, los servicios públicos. Y no 
bastan los recursos; debe haber tiempos 
para que los poderes locales vayan reab-
sorbiendo los servicios antes prestados – 
y mal prestados- por el gobierno de más 
alto nivel. Las pujas actuales esclarecen 
dramáticamente la coyuntura. Las trans-
ferencias serán útiles a la gente si los nue-
vos prestadores no son empujados a la 
quiebra...

H) Las relaciones intergubernamentales de-
ben coordinar competencias, pero no 
confundir roles, declinar deberes o herir 
susceptibilidades. Cuando en un consejo fe-
deral, de los que hay muchos, el ministro se 
reúne con los provinciales y se coordinan polí-
ticas, hay que evitar antagonismos, y, a su vez, 
las conductas deben facilitar la lectura de las 

responsabilidades de cada uno. De lo contra-
rio, estaremos siempre en un espacio de po-
der gaseoso.

I) Finalmente, la novena regla describe el 
principio de subsidiariedad, por el cual las 
autoridades superiores no deben hacer lo 
que pueden hacer bien las inferiores. Es 
un principio constitucional implícito para 
interpretar las relaciones entre diferentes 
niveles de gobierno.

Un breviario de la 
descentralización

Generalicemos: la reforma del Estado en Occi-
dente empieza o desemboca en la descentrali-
zación. Recuerdo la visita del Teniente Alcalde 

de Barcelona a Córdoba 
por los diálogos manteni-
dos con él. Mi curiosidad 
empezó por lo utilitario. 
¿La relación costo – bene-
ficio a nivel municipal es 
más favorable en España 
que a nivel de Comuni-
dad Autónoma o Estado 
central? Su respuesta me 
pareció exagerar la reali-
dad que presentía: cuatro 
veces más beneficiosa, me 
respondió.

Con su libro sobre Descen-
tralización y participación 
ciudadana (Instituto de Es-
tudios de Administración 
Local, Madrid, 1987) pue-
do intentar una síntesis 

“Las instituciones locales son 

la matriz de la articulación 

social con el Estado.”
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que favorecerá incluso la comprensión de un 
desarrollo que comparto:

El rol de los poderes locales en el desarrollo 
político es decisivo porque:

	 a) El acceso de las organizaciones socia-
les a las instituciones representativas y la 
consolidación de las libertades se realiza 
más y antes en los niveles locales que en 
los centrales. En los niveles locales las coa-
liciones sociales son neutrales, los apara-
tos no democráticos del Estado son menos 
fuertes y es más fácil la conversión de las 
demandas sociales en resultados políticos.

	 b) Las administraciones locales son las que 
han incorporado buena parte de las nue-
vas funciones sociales y económicas, en 
urbanismo, salud, cultura, abastecimien-
tos, vivienda y demás servicios.

	 c) Las instituciones locales son la matriz de 
la articulación social con el Estado.

¿Qué tendencias empujan hacia la descentralización?

	 a) Aparece una demanda de servicios y 
participación de bases que se dirige a los 
poderes territoriales más próximos, por-
que la representación política actual se 
muestra insuficiente. Las estructuras ur-
banas se han liberado aunque sólo par-
cialmente del caciquismo.

	 b) Las grandes Administraciones Públicas son 
criticadas por su burocratización y su rigidez.

c) Las regiones o periferias carenciadas 
impulsan la descentralización con la ilu-
sión de que nuevos poderes o recursos les 
permitirán superar su marginación.

	 d) La mediatización de pautas de compor-
tamientos uniformes invita a compensar-
las con la recuperación o la construcción 
de identidades locales.

	 e) Se piensa hoy que la invención de nuevas 
pautas de crecimiento, producción y consu-
mo; la reconstrucción de un tejido social más 

solidario; nuevos roles sociales para superar la 
marginalidad y nuevos consensos para pro-
yectos colectivos, sólo podrán promoverse 
desde estructuras políticas próximas.

¿Quiénes son entonces los descentralizadores?

Según Jordi Borja todos los dirigentes que tienen 
inserción local, pero con la compañía inconfesa-
da de quienes quieren crecer con la demagogia 
local, de empresarios que prefieren administracio-
nes que creen más débiles y otros más.

¿Cómo es el proceso político-administrativo?

Ante todo la elección de un sujeto –una co-
lectividad de base territorial- que normalmente 
será la Región, la Provincia o el Municipio, con per-
sonalidad sociocultural y político-administrativa, 
capaz de asumir las funciones y recursos que se le 
transfieren. Y luego, la delimitación territorial que 
sólo ofrecerá problemas en el momento inicial de 
constitución de las Regiones. ¿Qué competencias 
se descentralizan? Las que ganan con la prestación 

“¿Qué competencias se 

descentralizan? Las que 

ganan con la prestación local 

por el mejor control del usuario 

o por responder a exigencias 

singulares o las que miran 

a la integración de la gente. 

Los entes descentralizados 

pueden acoger diferencias 

en su organización pero sólo 

muy razonadamente para no 

dificultar su articulación con el 

Estado.”
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local por el mejor control del usuario o por res-
ponder a exigencias singulares o las que miran a 
la integración de la gente. Los entes descentraliza-
dos pueden acoger diferencias en su organización 
pero sólo muy razonadamente para no dificultar 
su articulación con el Estado. Se pueden desarrollar 
experiencias – p.ej. electorales-, y promover la de-
mocracia de base (ps. 16/29).

La gestión 
intergubernamental

Es importante llamar la atención sobre este 
tema, la gestión intergubernamental, una rea-
lidad que empezará a ser decisiva en la prác-
tica institucional, porque no se advierten los 
siguientes cambios ya operados en las costum-
bres administrativas:

• política y administración son cada vez más 
interacciones entre diversos niveles e go-
bierno;

• tan importante como la asignación de 
competencias a la Nación, las provincias o 
municipios, es la interrelación entre ellos;

• la presión del gobierno central en el de-
sarrollo político, económico y administra-
tivo argentino, se intensifica porque es el 
“dueño del modelo del nuevo país”;

• ese modelo es federal, pero por ahora, 
la innovación se anticipa en el gobierno 
central;

• la gestión intergubernamental es la única 
compatible con la dimensión territorial y 
los diversos niveles de gobierno.

Si se ha tenido paciencia en seguir estas pre-
cisiones, puede entenderse por qué el Mi-
nisterio de Economía de la Nación trata de 
modificar normas y hábitos fiscales de las 
provincias, por qué el Ministerio de Educa-
ción sin escuelas conservará, sin embargo, 
papeles de marco educativo sino se los arre-

bata finalmente el Consejo Federal de Edu-
cación, por qué se multiplican los Consejos 
Federales que reúnen al ministro nacional y 
a los provinciales...

La gestión intergubernamental ha precedido al 
nuevo modelo de Estado, pero se ha acelerado 
con él. Las ventajas son:

• multiplicar los protagonismos en escalas 
diversas;

• acercar las obras y servicios a  las bases so-
ciales por la descentralización;

• liberar las expectativas demasiado con-
centradas en el gobierno central.

Pero sus riesgos no son pocos si las compe-
tencias se diluyen, si los papeles se confun-
den, si crece la burocracia por multiplicación 
de los actores públicos, si la politización alte-
ra el sentido del servicio, si los conflictos en-
tre actores públicos terminan en situaciones 
de suma cero...

La descentralización se acompaña por una in-
terdependencia financiera, administrativa y 
política, que Maurice Croisat ha descripto de 
un modo aplicable a la Argentina:

• las relaciones habituales entre funciona-
rios de enlace que puede facilitar el “lo-
bby” intergubernamental;

• una marginación creciente del Legislativo, 
salvo en los casos de los Senados america-
no y alemán;

• las relaciones entre los poderes son cada 
vez más informales y resulta difícil precisar 
la responsabilidad y eficiencia de los ac-
tores; la interdependencia modifica tam-
bién las competencias por cada nivel de 
gobierno: por ejemplo, en Canadá sobre 
las 29 cuestiones de competencia federal, 
sólo cuatro (la defensa, los antiguos com-
batientes, el correo y la moneda) escapan 
a las relaciones federo-provinciales. A su 
vez, en las competencias provinciales, sólo 
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tres escapan a esas relaciones. En las otras 
facultades hay ententes implícitas o explí-
citas para obrar.

Hay entendimientos pacíficos y otros más sus-
ceptibles al conflicto.

Pero el federalismo cooperativo – o de concer-
tación, como lo he llamado en  la Argentina-, 
introduce ambigüedades en el proceso federal. 
Croisat es menos optimista que yo. Él cree que 
la gestión intergubernamental crea poderes de 
reglamentación indirecta a favor de la autori-
dad federal en el dominio propio de los Esta-
dos Federales (las provincias)2.

El aprendizaje de la 
descentralización
Las transferencias de servicios, recursos y obras 
exigen un aprendizaje. Tendrán que hacerlo el 
Gobierno central y la ciudad de Buenos Aires 
con la autonomía de ésta última. Pero el apren-
dizaje comprende todas las instancias.

La región hace camino al andar. No limita la 
autonomía de las provincias, porque es su ex-
presión, ni condiciona, pero si coordina. Podría-
mos seguir sobre el aprendizaje. Pero quizás es 
tiempo del que espera a los poderes locales.

Hacerse cargo de escuelas es responder por 
los contenidos de la enseñanza, por la validez 
de los títulos, por la fiscalización y gobierno. 
Es mucho más que un aula y un docente, aun-
que esa sea la implantación esencial. Hacerse 
cargo... algún día, de la recaudación de ciertos 
impuestos –lo que podría ocurrir tanto para la 
provincia como para el municipio- exige una 
disciplina especializada que no resuelve sólo la 
computadora. Lo mismo podrá decirse de la ge-
neración de energía, de la vialidad intercomu-
nal, de la protección ambiental y tantas otras 
actividades que generan responsabilidades de 
equipamiento y gestión. ¿Estamos preparados? 

Si no lo estamos, el aprendizaje debe ser par-
te de nuestra ambición. La idoneidad. En Ita-
lia, los administradores municipales provienen 
del empleo público y, en poca proporción de 
la enseñanza. Casi no hay empresarios. Debe-
mos ampliar la base social de la que emergen 
los administradores, para que la innovación y 
el riesgo calculado se incorporen a los nuevos 
emprendimientos. Para el aprendizaje hace fal-
ta estar bien predispuestos, aplicarse con per-
severancia, negociar con todos los actores de 
la gestión, escuchar a la gente, hacer efectivo 
el provecho que se atribuye a la descentraliza-
ción: más economía por la proximidad al usua-
rio y mejor control. El federalismo es solidari-
dad. Ahora hay que probarla.

El ordenamiento territorial
Es una disciplina y una herramienta de gobier-
no nueva en la Argentina.

Tomemos algunas ideas de Roccatagliatta so-
bre este punto:

•  La ordenación del territorio exige la inter-
disciplinariedad de la geografía, el urbanis-
mo, la economía espacial, la ingeniería civil, 
la ecología, el derecho y la administración.

• La dimensión territorial, en la acción y 
gestión de gobierno, es una visión glo-
balizadora del desarrollo, un corte hori-
zontal en la administración de un país, 
provincia o municipio, y por tanto, una 
política coordinadora y de articulación de 
los diversos niveles gubernamentales.

• Los agentes privados son sujetos funda-
mentales de las políticas de ordenación 
territorial que reserve a la autoridad pú-
blica la intervención selectiva en el marco 
de la planificación estratégica.

• La ordenación del territorio es tanto una volun-
tad política como una geografía voluntaria.

2 Le fédéralisme dans les démocraties contemporaines, Paris, Montchrestien, 1992, p112.
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• El desarrollo económico nace de las ener-
gías creativas de la totalidad de los indivi-
duos mediante la consolidación de merca-
dos competitivos y eficientes.

La integración regional
He tratado de la región desde hace años y 
he resumido lo fundamental en mi libro El 
proceso federal argentino

Transcribo pues algunas precisiones y luego hago 
mías las de un mexicano sobre la microrregión.

Un breviario sobre la región

• La región no puede ser otro logro buro-
crático, sino la superación del centralismo 
burocrático;

• la región no puede ser un nuevo pasa-
tiempo para expertos y aficionados, sino 
una vocación y una misión;

• la región no es la contrafigura de la pro-
vincia o de la nación, sino el punto de 
concertación de las competencias y de la 
conciliación de los intereses;

• la región no es la beatificación del loca-
lismo sino el servicio de un espacio don-
de el ser social adquiere la plenitud de 
su identidad pero también de su inter-
dependencia;

• la región no es el nuevo “ghetto” de los 
marginados sino una promesa de justicia 
interregional;

• la región  no es una perspectiva totalizan-
te sino apenas un subsistema en el trata-
miento global de los problemas de estado 
y sociedad.

La microrregión

Comparto el diagnóstico que para América Lati-
na ha propuesto el mexicano Raúl Olmedo en la 
Jornada realizada en Córdoba en Julio de 1994: 

a) que las obras y servicios públicos juegan 
un papel estratégico en la planeación y 
programación del ordenamiento terri-
torial y en el desarrollo de los centros 
de población;

b) que la extrema concentración de la po-
blación urbana y la extrema dispersión de 
la población rural constituyen un obstá-
culo cada vez más serio para el desarrollo 
del país;

c) que el avance de la pobreza y la pobreza 
extrema, por un lado, y el acelerado de-
terioro del territorio (erosión, destrucción 
de bosques y selva, contaminación y des-
equilibrio de los ecosistemas, por otro), 
son fenómenos que se alimentan uno al 
otro y que a su vez se retroalimentan con 
la extrema dispersión de la población ru-
ral y la extrema concentración de la po-
blación urbana;

d) que es necesario, para combatir estos fe-
nómenos, reorganizar al municipio en su 
interior a fin de crear sistemas microrre-
gionales relativamente auto-sostenidos, 
cuya base sea la infraestructura de obras 
y servicios públicos para elevar el nivel de 
vida de la comunidad y la infraestructura 
para desarrollar la economía;

e) que para dar sentido y firmeza a estos sis-
temas microrregionales es necesario que 
la comunidad social concreta se organice 
con un gobierno propio que tenga un ám-
bito de competencias sobre su microrre-
gión y sobre sus infraestructuras, así como 
derechos y obligaciones para mantener y 
mejorar tanto a las infraestructuras como 
el territorio de la microrregión;

f) que de esta manera las obras y servicios 
públicos cumplen su papel estratégico 
en el ordenamiento territorial y en el 
desarrollo de los centros de población y 
además dejan de ser un gasto que con-
sume la comunidad para convertirse en 
una inversión productiva que impulsa el 
desarrollo integral.
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Coparticipación Federal

73



74

C
IV

IL
ID

A
D

Federalismo • Presidencialismo • 

Coparticipación Federal • Federalismo 

• Presidencialismo • Coparticipación 

Federal • Federalismo • Presidencialismo 

• Coparticipación Federal • Federalismo • 

Presidencialismo • Coparticipación Federal

Federalismo • Presidencialismo • 

Coparticipación Federal • Federalismo 

• Presidencialismo • Coparticipación 

Federal • Federalismo • Presidencialismo 

• Coparticipación Federal • Federalismo • 

Presidencialismo • Coparticipación Federal

Federalismo • Presidencialismo • 

      		  Coparticipación Federal 

• Federalismo • Presidencialismo • 

Coparticipación Federal • Federalismo 	

	 • Presidencialismo • Coparticipación 

Federal • Federalismo • Presidencialismo • 

“En primer término, 

y respecto de la 

coparticipación federal, 

las Provincias deben 

recuperar el ejercicio 

efectivamente compartido 

del poder de imposición 

en materia de impuestos 

nacionales coparticipables 

y no solamente acordar 

porcentajes de la 

distribución.”

La cuestión de la denominada “coparticipación 
federal” (en rigor debiera hablarse de “par-
ticipación” como ocurre en todos los países 
federales) se suele plantear como una deuda 
pendiente para con el mandato de la reforma 
constitucional de 1994 y decisión determinante 
para el presente y futuro del federalismo ar-
gentino. En estas breves reflexiones nos pro-
ponemos plantear que la coparticipación no es 
necesariamente un sistema de si mismo favo-
rable al régimen federal y que, por otra parte, 
aun aceptando ello, su concreción entre noso-
tros supone mucho más que un debate fiscal.

Conviene recordar que nuestra organización 
constitucional originaria de 1853/60 decidió 
la adopción de la república presidencialista y 
federal diseñando una Presidencia unipersonal 
con fuertes atribuciones. Para moderar este 
presidencialismo que debía asegurar la unidad 
de la Federación se estableció una clara limi-
tación a su ejercicio del poder de imposición: 
el Tesoro Nacional se integraba esencialmente 
con las rentas del comercio exterior ( a las que 
las Provincias renunciaron en histórico debate 
del 22 y 23 de Abril de 1853) y solo excepcio-
nalmente  -como explicó el Convencional Go-
rostiaga - de los impuestos internos (utilizado 
este término en sentido amplio incluyendo 
tanto los directos como los indirectos)  cuan-
do razones de tal naturaleza lo exigieran. Por 
otra parte, el equilibrio entre Presidencialismo 
fuerte y Federalismo trató de asegurarse tam-
bién por la integración de un Senado electo de 
manera indirecta por la Provincias en la inteli-
gencia de que sus representantes  -en igualdad 
de condiciones por todas ellas – expresarían los 
intereses diversos a ser tenidos en cuenta por el 
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“Limitación en el ejercicio del poder de imposición y Senado 

de fuerte ligazón con los intereses locales fueron, pues, los 

reaseguros constitucionales que debían moderar en el diseño 

constitucional originario al ejercicio del poder presidencial.”

Gobierno Federal en el Congreso de la Nación, 
casi con mandato imperativo.

Limitación en el ejercicio del poder de impo-
sición y Senado de fuerte ligazón con los inte-
reses locales fueron pues los reaseguros cons-
titucionales que debían moderar en el diseño 
constitucional originario al ejercicio del poder 
presidencial. Ello concluía con cuarenta años 
de guerras civiles.

A partir de la crisis financiera de 1890/91 y du-
rante 120 años de modo ininterrupido, este 
diseño original fue mutando hasta lo que hoy 
se exhibe claramente: un Gobierno Federal 
que concentra en el Tesoro Nacional mas del 
ochenta por ciento de la renta pública; una 
Presidencia que ha desbordado en el ejercicio 
de sus poderes particularmente desde la crisis 
económica de 1989/90  - para hablar solo de 
esta última etapa constitucional – y un Sena-
do partidocratizado manifiestamente con total 
falta de representación, en la práctica, de la di-
versidad provincial y regional, salvo contadas 
excepciones.

Todo ello, en nuestra opinión, ha sido posible 
por el abandono del ejercicio del poder de im-
posición por parte de las Provincias admitien-
do el deslizamiento del sistema de separación y 
concurrencia de fuentes tributarias hacia el de 
coparticipación y en los últimos años (via Pac-
tos Fiscales y otros acuerdos específicos multi o 
bilaterales con el PEN) hacia - lisa y llanamen-
te - al de transferencias condicionadas desde el 
Tesoro Nacional. Esto, mas la errada decisión 
de formalizar la partidocratización del Senado 
en la reforma constitucional de 1994 en lugar 

de acentuar su naturaleza de órgano del fede-
ralismo como lo hace la Constitución Alemana 
de 1949 respecto del “Bundesrat” que, sin ser  
estrictamente el correlato del Senado en otros 
países con organización federal, resulta de in-
terés como modelo referencial...

Expresado lo anterior quizá se entienda nues-
tra tesis: una nueva ley convenio de copartici-
pación no necesariamente será buena para el 
federalismo argentino si consolida la mutación 
descripta en lugar de, con ocasión de su deba-
te, sanción y aprobación, plantear al menos 
parcialmente la recuperación del modelo cons-
titucional originario con equilibrio de presi-
dencialismo y federalismo.

Para ello nos atrevemos a efectuar dos pro-
puestas que no requieren reforma constitucio-
nal alguna: en primer término, y respecto de 
la coparticipación federal, las Provincias deben 
recuperar el ejercicio efectivamente compar-
tido del poder de imposición en materia de 
impuestos nacionales coparticipables y no so-
lamente acordar porcentajes de la distribución. 
El Tesoro Nacional debe reducirse a las respon-
sabilidades de gasto que estrictamente han 
sido delegadas al Gobierno Federal y las concu-
rrentes deben ser asumidas por las Provincias 
en base al principio de subsidiariedad. Si este 
debate se inicia con sentido estadista por parte 
de todos los niveles de gobierno y la dirigen-
cia de oposición, podría sugerirse una agenda 
posible para los “acuerdos de base” que pide 
el artículo 75, inciso 2 de la Constitución Nacio-
nal: 1) ¿quién, cómo y con qué recursos atien-
de cada una de las competencias concurrentes 
no tributarias que distribuye la Constitución 
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entre el Gobierno Federal, las Provincias (inclu-
yendo a sus municipios) y la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires; 2) ¿quién, cómo y con qué re-
cursos atiende el gasto previsional nacional; 3) 
¿quién, cómo y con qué recursos atiende el ser-
vicio de la deuda externa e interna?;  4) ¿qué 
competencias asume la Ciudad de Buenos Aires 
y cómo coparticipa del régimen del artículo 75 
inc. segundo?; 5) ¿cómo se acuerda el ejercicio 
del poder de imposición en el marco del régi-
men de coparticipación? y 6) ¿cómo se evita la 
detracción unilateral de la futura masa copar-
ticipable (una vez acordada), vía el estableci-
miento de asignaciones específicas por parte 
del Congreso de la Nación en detrimento de 
los acuerdos de base?. Solamente a partir de 
un reordenamiento - conforme al orden jurídi-
co constitucional - de las competencias a todos 
los niveles (qué hace cada nivel de gobierno) es 
posible  debatir seriamente la distribución de 
las fuentes tributarias (que recursos requiere 
cada uno de estos niveles), la reforma integral 
en la materia y el llamado sistema de copar-
ticipación federal para promover y alcanzar la 
solidaridad y equidad de Provincias y regiones, 
como lo establece el artículo 75, inciso 2 y 19 de 
la Constitución Nacional, que aseguren a todos 
los habitantes un grado equivalente de desa-
rrollo, calidad de vida e igualdad de oportuni-
dades en todo el territorio nacional.

En segundo lugar, el Senado, como cámara origi-
naria para la sanción de una nueva ley convenio 
de coparticipación federal, de las que provean a 
equilibrar el desigual desarrollo relativo de pro-
vincias y regiones y habitualmente revisora del 
proyecto de Presupuesto Nacional como progra-
ma federal de gobierno ( como manda el artícu-
lo 75, inciso 8 de la Constitución Nacional), debe 
recuperar el rol de garante del federalismo an-
tes que representante de una mayoría partida-
ria que respalda el proceso de desfederalización 
y los excesos del poder presidencial de turno. Al 
efecto, quizá la elección de  los senadores nacio-
nales en elecciones separadas de toda otra con-
tribuya a una decisión por parte del pueblo de 
las Provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires más acorde con ello, exigiendo a los can-
didatos explicitar su compromiso con el régimen 
federal al que deben servir, independientemente 
de la razón de partido.

“En segundo lugar, el Senado, 

... debe recuperar el rol de 

garante del federalismo 

antes que representante 

de una mayoría partidaria 

que respalda el proceso 

de desfederalización y los 

excesos del poder presidencial 

de turno. Al efecto, quizá la 

elección de  los senadores 

nacionales en elecciones 

separadas de toda otra 

contribuya a una decisión 

por parte del pueblo de 

las Provincias y la Ciudad 

Autónoma de Buenos Aires 

más acorde con ello.”
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1. Paradigma de la 
antigüedad clásica
Aristóteles establece una relación directa entre 
participación, desarrollo humano y felicidad. 

La participación permite al hombre desplegar 
(desenrollar lo que está plegado en él) aque-
llo que existe en estado latente (en potencia) 
pero que no se desarrolla (o des-enrolla) sino 
a partir del accionar que lo hace palpable, per-
ceptible, visible (poniéndolo en acto).  

En una escala asociativa que comienza en 
la familia y culmina en el Estado, el hombre, 

conforme a su naturaleza (“la naturaleza de 
una cosa es precisamente su fin, y lo que es 
cada uno de los seres cuando ha alcanzado su 
completo desenvolvimiento se dice que es su 
naturaleza propia, ya se trate de un hombre, 
de un caballo o de una familia”), desarrolla 
su ‘humana’ finalidad (pues “el hombre es un 
ser naturalmente sociable”) y alcanza su feli-
cidad (“este destino y este fin de los seres es 
para los mismos el primero de los bienes, y 
bastarse a sí mismos es, a la vez, un fin y una 
felicidad”). 

Participación política, 
desarrollo humano y felicidad en 
tres paradigmas de la cultura occidental

Horacio Rosatti 1

1 Profesor titular de “Derecho Constitucional” y de “Derecho Público Provincial y Municipal” en la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales 
de la Universidad Nacional del Litoral.
Autor de “Tratado de Derecho Municipal”, ed. Rubinzal-Culzoni, 2006, 2 tomos y de “Tratado de Derecho Constitucional”, ed. Rubinzal-
Culzoni, 2010/2011, 2 tomos.



78

C
IV

IL
ID

A
D

2 ARISTÓTELES, La política, Libro Primero, Capítulo 1 (Origen del Estado y de la sociedad). Editorial Espasa  Calpe, Madrid, 1982, trad. 
Patricio de Azcárate, pág. 24.
En el mismo sentido: ARISTÓTELES, Ética a Nicómaco, Libro I, 2. Editorial del Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1970, trad. María 
Araujo y Julián Marías, pág. 2.
3 ARISTÓTELES, La política, op. cit. En la edición citada, pág. 23.

El Estado, entendido como producto último de 
esa participación asociativa “procede siempre 
de la naturaleza, lo mismo que las primeras aso-
ciaciones, cuyo fin último es aquél”, pues “no 
puede ponerse en duda que el Estado está na-
turalmente sobre la familia y sobre cada indivi-
duo, porque el todo es necesariamente superior 
a la parte, puesto que una vez destruido el todo, 
ya no hay partes, no hay pies, no hay manos, a no 
ser que por una pura analogía de palabras se diga 
una mano de piedra, porque la mano separada 
del cuerpo no es ya una mano real”2. 

La participación política es, por ello, una activi-
dad típicamente humana, no sólo en el sentido de 
comúnmente humana sino –fundamentalmente- 
en el sentido de específicamente humana: “el que 
vive fuera de la sociedad por organización y no por 
efecto del azar es, ciertamente, o un ser degradado, 
o un ser superior a la especie humana”3. 

2. Paradigma de la 
modernidad
La modernidad está dominada por el antropocen-
trismo. El antropocentrismo moderno reemplaza 
a la trascendencia (de raíz filosófica o teológica), 
la heteronomía (bajo la forma de orden natural) y 
el solidarismo por la inmanencia, la autonomía y 
el individualismo, respectivamente.

El argumento aristotélico según el cual el Es-
tado es una construcción social, espontánea e 
inexorable, que se ubica “sobre la familia y so-
bre cada individuo, porque el todo es necesaria-
mente superior a la parte” es puesto de cabeza: 
el Estado será una construcción artificial (basa-
da en un contrato) que sólo se justifica en la 
medida en que cumpla con fines y objetivos hu-
manos prestablecidos. Un ‘artefacto’ que mar-
ca el límite entre lo público (que representa) y 
lo privado (en lo que no debe inmiscuirse). En 
suma, un ‘mal necesario’ del que siempre habrá 
que recelar.

“La participación política es, por 

ello, una actividad típicamente 

humana, no sólo en el sentido 

de comúnmente humana 

sino –fundamentalmente- en 

el sentido de específicamente 

humana: “el que vive 

fuera de la sociedad por 

organización y no por efecto 

del azar es, ciertamente, o 

un ser degradado, o un ser 

superior a la especie humana” 

(Aristóteles).”
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La felicidad no se encuentra ya en la partici-
pación social desarrollante sino en el refugio 
de la vida privada, ese amplio espacio desli-
gado de la juridicidad y la coacción. La única 
‘participación espontánea’ es la que se genera 
en el marco de la familia y de las relaciones 
de amistad; la ‘otra participación’, la política, 
aunque necesaria, es en gran medida forzada 
y se vincula con el oscuro mundo que domina 
extra-muros. En este contexto, quienes reivin-
diquen la participación política como factor 
desarrollante de la personalidad serán siem-
pre sospechados Las palabras de Adam Smith 
son elocuentes: “Nunca he visto muchas cosas 
buenas hechas por los que pretenden actuar 
en bien del pueblo…”4. 

3. Paradigma de la 
posmodernidad 
Anticipaba Freud en 1930: “El hombre ha lle-
gado a ser, por así decirlo, un dios con próte-
sis: bastante magnífico cuando se coloca todos 
sus artefactos”5. Consideraba para su juicio a 
inventos tales como el avión, el barco, la len-
te, el microscopio, el telescopio, el teléfono, el 
fonógrafo y la cámara fotográfica. ¿Qué diría-
mos hoy con Internet? 

A medida que las prótesis aumentan la sensa-
ción de comunicación crece y la inter-relación 
parece infinita. Sentado en el habitáculo de su 
computadora, el internauta se ubica en una 
especie de limbo donde se diluyen las certezas 
temporales y espaciales. 

En este espejismo generado por el reemplazo 
de la realidad presencial por la realidad virtual, 
donde toda demanda (aun la más bizarra) tie-
ne la oferta asegurada, se puede fantasear con 
ser otro sin ser descubierto, se pueden asumir 
mil caras, mil voces y mil personalidades a la 

vez, se pueden utilizar las palabras más profun-
das con la convicción de no hacerse cargo de lo 
que ellas significan. 

La virtualidad genera una sensación placentera 
por la ausencia de compromiso. Las relaciones 
se alimentan en el anonimato, los sentimientos 
son reemplazados por las sensaciones, la per-
manencia por la fugacidad y la memoria deja 
de ser el presupuesto del recuerdo o la nostal-
gia para reducirse a una base de datos neutra. 

El mundo post-moderno marca el final de la trave-
sía. Si en la antigüedad la felicidad se encontraba 
en la sociedad y en la modernidad en la familia, en 
la posmodernidad se encuentra en la soledad. 

Una soledad hedonista que se edifica sobre ‘la 
muerte del hombre’ (entendido como realidad 
sustantiva, indivisible y responsable), diluido –
conforme a la metáfora de Foucault- como “un 
rostro de arena en los límites del mar”6.  

La pareja es reemplazada por la mascota, la 
mascota real por la mascota virtual. Desde lo 
humano hacia lo animal, desde lo animal hacia 
lo inerte… en cada escala de este trayecto se va 
tirando el lastre del compromiso7. 

Todo funciona bien en este ‘mundo perfecto’ 
donde la soledad hedonista toma la forma de 
la multitud. Hasta que sobreviene un apagón… 
y la máquina de comunicarnos nos deja no sólo 
a oscuras sino también a solas.

4  SMITH, Adam, Una investigación sobre la naturaleza y las causas de la riqueza de las naciones, Libro IV, II. Ed. Alianza, Madrid, 1999, 
trad. Carlos Rodríguez Braun, pág. 554.
5 FREUD, Sigmund, El malestar en la cultura, Editorial Alianza, Madrid, 1987, Ramón Rey Ardid, pág. 35.
6 FOUCAULT, Michel, Las palabras y las cosas, Editorial Siglo XXI, trad. Elsa C. Frost, Buenos Aires, 1996, pág. 375.
7 “La lucha por el reconocimiento, la voluntad de arriesgar la vida de uno por un fin puramente abstracto, la lucha ideológica mundial que 
pone de manifiesto bravura, coraje, imaginación e idealismo, serán reemplazados por cálculos económicos, la eterna solución de proble-
mas técnicos, las preocupaciones acerca del medio ambiente y la satisfacción de demandas refinadas de los consumidores”. En el período 
pos-histórico, dice Francis Fukuyama, “no habrá arte ni filosofía, simplemente la perpetua vigilancia del museo de la historia humana” 
FUKUYAMA, Francis, ¿El fin de la historia?, publicado por primera vez en inglés en ‘The National Interest’, en 1989. Reproducido en ‘Doxa’, 
Cuadernos de Ciencias Sociales, Buenos Aires, otoño de 1990, trad. Tomás Várnagy, año 1, n° 1, pág. 12. Del mismo autor: El fin de la his-
toria y el último hombre, Editorial Planeta, trad. P. Elías, Buenos Aires, 1992.
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Para abordar, aun suscintamente, este tema 
tan complejo y de relevante impacto para el 
desarrollo regional, provincial y municipal, 
consideramos indispensable definir los concep-
tos de dominio y jurisdicción. 

Respecto al dominio, el artículo 2.506 del Códi-
go Civil los define como “…el derecho real en 
virtud del cual una cosa se encuentra sometida 
a la voluntad y a la acción de una persona…”. 
Sin embargo, cabe señalar que el dominio pri-
vado del Código Civil no es el “dominio origi-
nario” al que alude nuestra Constitución en el 
artículo 124 que analizaremos más adelante. 

Por ello, respecto al término “dominio origina-
rio”, la doctrina lo define como el derecho que 
pertenece desde el origen o descubrimiento de 
la cosa a una persona física o jurídica y se dife-
rencia del “dominio derivado” que reconoce la 
preexistencia de un dueño 1.

Este concepto también debe ser diferenciado 
del “dominio eminente”, al cual Marienhoff2 
se refiere como la facultad de legislación o re-
gulación del Estado sobre bienes situados den-
tro de éste.

En igual sentido, Villegas Basavilbaso señala 
que “…El dominium eminens es una potestas; 
no constituye una propiedad; es una facultad 
de legislación sobre las personas y los bienes 
y como expresión de soberanía interna no re-
conoce otras limitaciones que las preceptuadas 
por el ordenamiento constitucional…” 3.

Si bien ambos conceptos de dominio surgen 
como atributos de soberanía, el primero, otor-

ga derecho de propiedad, mientras que el se-
gundo, la potestad de tutela o regulación con 
prescindencia de la propiedad. 

Al respecto, la regla es que “…el dominio 
originario debe por principio comprender la 
noción de dominio eminente…”, sin embar-
go, “…la potestad regulatoria puede even-
tualmente estar en cabeza de quien no resul-
ta titular originario del recurso natural, pero 
ello dependerá exclusivamente del sistema de 
reparto de competencias constitucional y del 
tipo de recurso natural de que se trate…”4.

Por último, definimos a la jurisdicción como 
“…la suma de facultades divisibles en las diver-
sas materias de gobierno…”5; de las materias 
legislativa, ejecutiva o judicial. Otros autores, 
en cambio, sostienen que no debe confundir-
se a la jurisdicción con la potestas ius dicendi, 
comprensiva de la potestad legislativa, ejecu-
tiva y judicial, sino ésta es una potestad que se 
ejerce sobre el bien 6.En este sentido, podemos 
decir que se confunde con el dominio eminen-
te. Sin perjuicio de lo expuesto, es dable seña-
lar que existe una diferencia entre el dominio 
y la jurisdicción; el primero, se ejerce sobre las 
cosas, mientras que el segundo, se ejerce so-
bre las relaciones 7. 

A su vez, cualquiera de las dos acepciones de 
dominio –originario o eminente–, deberían 
“…por principio incluir la noción de jurisdic-
ción, resultando excepcional la disgregación 
de estos conceptos…” 8.

No obstante lo manifestado, no siempre existe 
coincidencia entre el titular del dominio y la 

1  CATALANO, Edmundo F., Código de Minería Comentado, comentario al art. 7, Zavalía Editor, Buenos Aires, 1997, Pág. 56 y ss.
2  MARIENHOFF, Miguel S., Tratado de Derecho Administrativo, 2da edición actualizada, Editorial Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1988. Tomo V, Pág. 38.
3  VILLEGAS BASAVILBASO, Benjamín, Derecho Administrativo. Instituciones fundamentales (segunda parte), Tipográfica Editora Argentina, 
Buenos Aires, 1952, Pág. 13.
4  EGEA, Federico M., Alcances del concepto de dominio originario de las provincias en el sistema federal argentino, La Ley 2009-A, 1170.
5  FRÍAS, Pedro, El Federalismo Argentino – Introducción al Derecho Público Provincial, Ed. Depalma, Buenos Aires, 1980, p. 169.
6  VILLEGAS BASAVILBASO, Benjamín, Derecho Administrativo. Instituciones fundamentales (segunda parte), Tipográfica Editora Argentina, 
Buenos Aires, 1952, Pág. 15-16.
7  FRIAS, Pedro J., Ob. cit., Pág. 169.  
8  EGEA, Ob. Cit.

Hidrocarburos: Dominio y Jurisdicción de las 
Provincias con litoral marítimo
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9  QUIROGA LAVIÉ, Humberto, Constitución de la Nación comentada, Zavalía, Buenos Aires, 1996, Pág. 711.
10  NATALE, Alberto, Comentarios sobre la Constitución, La Reforma de 1994, Ed. Depalma, Buenos Aires, 1995, Pág. 180.
11  EGEA, Ob. Cit.
12  FRÍAS, Ob. Cit., Pág. 169.

jurisdicción. El principio es que el dominio inclu-
ye a ésta, aunque la jurisdicción no lleva necesa-
riamente al dominio.

El nuevo artículo 124 de la Constitu-
ción Nacional

La reforma de 1994 ha incorporado al artículo 
124 el segundo párrafo, que dice lo siguiente: 
“…Corresponde a las provincias el dominio ori-
ginario de los recursos naturales existentes en 
su territorio...”.

Ante el silencio histórico de la Constitución, 
como ha señalado Quiroga Lavié, la situación 
en la cual se encontraban las provincias frente 
a sus recursos naturales, fue finalmente resuel-
ta de manera precisa: “El dominio originario de 
los recursos que les reconoce la Constitución a 
las provincias, implica, como no puede ser de 
otro modo, la atribución del dominio patrimo-
nial sobre ellos. Se trata del derecho real de 
dominio sobre dichos recursos, tema silenciado 
en la Constitución histórica, determinante del 
aprovechamiento nacional para quedarse con 
su manejo, sin el consentimiento provincial.9” 

Por otro lado, dicho artículo fue un paso im-
portante para fortalecer el federalismo argen-
tino que, lamentablemente, en la práctica fue 
constantemente olvidado. Un federalismo que 
requiere de medios idóneos para sustentar el 
principio de subsidiariedad como modo de ex-
presión de aquel. 

Asimismo, se ha reconocido la interpretación 
que la doctrina realizaba respecto de la inte-
gridad territorial de las provincias de acuerdo 
a los artículos 3 y 13. A tal punto que Natale 
alega lo siguiente: “Afirmando el título de ori-
gen, por un acto presente como es la incorpo-
ración constitucional, no puede ser sustraído a 

las provincias sin el consentimiento de sus legis-
laturas (artículo 13). Al no haber mediado ese 
conocimiento, deben restablecerse los derechos 
vulnerados. ¿Cómo se hará ese restablecimien-
to? Por medio de las leyes que el mandato cons-
titucional está disponiendo. Si el Congreso no 
las sanciona. ¿pueden las provincias intentar la 
retroversión? En ese caso, ¿cuál es la vía apro-
piada? (…) Pienso que sí, que la inacción parla-
mentaria habilitaría la acción de las provincias y 
la vía adecuada sería la judicial (artículo 117)”.10

Sin embargo, si bien la Constitución Nacional ha 
concedido a las provincias el dominio originario 
de los recursos naturales, nada ha dicho respec-
to a la jurisdicción, entendemos que ello es así 
por cuanto, como se ha señalado anteriormen-
te, el principio que regula la materia es que el 
dominio incluye a la jurisdicción.

En este caso, de no ser así, “…nos encontraría-
mos con que la atribución constitucional del ar-
tículo 124, párr. 2 sólo refiere a una suerte de 
titularidad virtual que no permite al dueño de 
la cosa fijar ningún tipo de regulación en rela-
ción a ella, lo que a todas luces aparece como 
irrazonable…”11.

Por ello, nos dirá Frías que “…en última instancia 
tiene más cuota de poder la jurisdicción que el do-
minio y éste puede terminar por ser vaciado...”12; 
lo decisivo para determinar la atribución constitu-
cional de regulación de un determinado bien no 
es la titularidad de dicho bien, sino el análisis de 
la materia de la respectiva regulación y su cote-
jo con la distribución de competencias efectuada 
por la propia Constitución Nacional.

Sobre el particular, hay que tener presente lo 
manifestado por María Cristina Arellano, en el 
seno de la Convención Constituyente de Santa 
Fe, quien sostuvo que: “Sin embargo, no ocu-
rrió lo mismo con el tratamiento del tema de la 
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propiedad y dominio que ejercen las provincias 
sobre los recursos naturales. Desde mi punto de 
vista no se ha innovado en absoluto en esa ma-
teria. El despacho de la Comisión de Redacción 
ha dinamitado a través del segundo párrafo 
del artículo 106 bis lo acordado por la mayoría 
en el dictamen de la Comisión de Competencia 
Federal, que establecía: Las provincias tienen 
el dominio originario de sus territorios, su sue-
lo, subsuelo, ríos interprovinciales, mar, costas, 
lecho, plataforma continental, espacio aéreo y 
de todos los recursos naturales, renovables o 
no, cualquiera sea su origen, que en ellas se en-
cuentre, ejerciendo la jurisdicción en todas las 
materias que no hayan delegado expresamen-
te a la Nación en esta Constitución. Esto fue re-
formulado por la Comisión de Redacción en el 
siguiente y escueto párrafo: Corresponde a las 
provincias el dominio originario de los recursos 
naturales existentes en su territorio….”13.

Por su parte, Richard Gustavo Bataggion, con-
vencional por Mendoza, al fundar el despacho 
en minoría señaló: “Quiero referirme a los re-
cursos naturales porque aquí tenemos también 
una diferencia central con el proyecto de la 
mayoría. 

Hablamos de dominio y jurisdicción: no nos re-
ferimos únicamente al dominio que significa la 
propiedad. La jurisdicción es la facultad de re-
glar las relaciones jurídicas que nacen del uso y 
del aprovechamiento de los recursos naturales. 
Por eso, si al dominio le quitamos la jurisdic-
ción, queda absolutamente vacío; se transfor-
ma en una ficción, en un romanticismo”14. 

Días después, el mismo convencional, expresó: 
“Para nosotros, poner dominio y negar la juris-
dicción es sencillamente no avanzar, sino retro-
ceder. Ya la convencional Pando se refirió a los 
contenidos del Pacto de Luján que en materia 
de recursos naturales reconocía tanto dominio 
como jurisdicción”15. 

Asimismo, el convencional Antonio Achem pre-
tendió agregar al texto proyectado la siguiente 
expresión: “Ejercen la jurisdicción sobre todas 
estas materias”, lo que no fue aceptado por la 
Comisión de Redacción. Tampoco fue aceptado 
el despacho sustituto propuesto por la conven-
cional Cristina Fernández de Kirchner que, en 
lo que aquí interesa, decía lo siguiente: “Las 
provincias tienen el dominio y la jurisdicción de 
su territorio y de los recursos naturales de su sue-
lo, subsuelo, ríos, mar, costas, lecho, plataforma 
continental y espacio aéreo, con excepción de los 
que correspondan al dominio privado”16.

De lo manifestado por los convencionales y la 
aplicación de los principios generales podemos 
afirmar que no existen razones de peso que 
justifiquen la separación de dominio y jurisdic-
ción manteniendo en cabeza de las provincias 
o Nación, según el territorio en el que se em-
placen, la primera y concentrando la segunda 
en manos de la Nación. Más aún cuando, como 
acertadamente sostiene Villegas Basavilbaso –
siguiendo a Bielsa-, que “…donde existe domi-
nio público existe al mismo tiempo jurisdicción 
‘pues precisamente el derecho del Estado (Na-
ción, o provincia, y las comunas por delegación) 
en el dominio público es ése, el de jurisdicción, 
ya que no se trata de derecho privado’…”17.

Conviene también referirse en este punto al 
concepto de territorio, pues su definición es 
gravitante respecto de los alcances que ten-
drán tanto el dominio como la jurisdicción.

En términos generales, se entiende por territo-
rio a la base física o el espacio geográfico don-
de se asienta la población. Como señala Bidart 
Campos, también “circunscribe al ámbito del 
poder estatal en dos formas: a) negativamen-
te: excluyendo de su área el ejercicio de todo 
poder político extranjero y b) positivamente: 
sometiendo a jurisdicción del estado a las per-
sonas y a los bienes que se encuentran en el 

13  Diario de Sesiones de la Convención Nacional Constituyente, 28a. reunión, 3a. sesión ordinaria, 10/11 de agosto de 1994, Pág. 3723. 
14  Diario de Sesiones de la Convención Nacional Constituyente, 24a. reunión, 3a. sesión ordinaria, 4 de agosto de 1994, p. 3210, especial-
mente Pág. 3216. 
15  Diario de Sesiones de la Convención Nacional Constituyente, 28a. Reunión, 3a. Sesión Ordinaria, 10/11 de agosto de 1994, Pág. 3866. 
16  Diario de Sesiones de la Convención Nacional Constituyente, 28a. reunión, 3a. sesión ordinaria, 10/11 de agosto de 1994, Pág. 3862. 
17  VILLEGAS BASAVILBASO, Benjamín, Derecho Administrativo. Instituciones fundamentales (segunda parte), Tipográfica Editora Argentina, 
Buenos Aires, 1952. Pág. 16.
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mismo territorio, o que estando fuera tienen 
algún punto de conexión con él”18. 

Nuestra Constitución, en diferentes artículos, 
presenta referencias al territorio, especial-
mente en su Primera Parte (“Declaraciones, 
Derechos y Garantías”) y también la Segunda 
(“Autoridades de la Nación”). Dentro de aque-
lla, encontramos mencionado el territorio pro-
vincial en el artículo 3º (referente a la Capital 
de la Nación), en el artículo 6º (referente a la 
intervención federal), en el artículo 11 (refe-
rente a la eliminación de derechos de trán-
sito), en el artículo 12 (referente a dicha eli-
minación en el tránsito fluvial), en el artículo 
13 (relacionado con la indestructibilidad de 
las provincias). Respecto a la otra parte men-
cionada, en los incisos 15 (relacionado con la 
fijación de los límites de las provincias y de 
la Nación) y 30 (establecimientos de utilidad 
nacional) del artículo 75.

Además, en otros artículos menciona el terri-
torio en un sentido amplio, comprendiendo 
tanto el de las Provincias como el de la Na-
ción. Ello exige fijar el concepto de territorio, e 
igualmente el de límite geográfico, para poder 
interpretar esas cláusulas de la Constitución.

Al ser la noción de territorio utilizada en distintas 
ramas del derecho público conviene distinguir 
sus dos sentidos: a) geográfico y b) jurídico.

El territorio en sentido geográfico se entiende 
por el afloramiento continental y espacios de 
agua comprendido dentro de los límites de un 
país, límites que pueden ser: geográficos pro-
piamente dichos (que a su vez se subdivide en 
orográficos: hidrográficos y marítimos) y arti-
ficiales (que se subdividen en: astronómicos y 
geométricos)19.

Desde el punto de vista jurídico, se denomina terri-
torio a la “parte del espacio que está sometida a la 
soberanía del estado, a las competencias estatales”.

Desde hace tiempo que es doctrina pacífica tanto in-
ternacional como nacional que debe entenderse al 
concepto territorio como “algo más amplio, es decir 
de cualquier parte del espacio que está sometida a la 
exclusiva competencia estatal”. Es preciso señalar “que 
además del territorio terrestre propiamente dicho hay 
un territorio acuático (y también un territorio aéreo)” 20.

Para concluir en este punto diremos que, aún cuan-
do se considere que las Provincias carecen de la 
plenitud del poder político que se denomina sobe-
ranía, en base a la doctrina pacífica sobre esta cues-
tión es ineludible que “el territorio provincial es el 
espacio situado dentro de los límites geográficos 
de una provincia y que se encuentra sometido a su 
jurisdicción”21, entendiendo el concepto de territo-
rio como una realidad terrestre, aéreo y marítimo.

La delimitación del territorio de las 
Provincias con litoral marítimo y su 
incidencia en materia de recursos 
hidrocarburíferos

Siendo el territorio uno de los elementos del 
Estado22, y considerando nuestra forma fede-
ral, surgen dos problemas principales en rela-
ción con el espacio marítimo: a) la fijación de 
sus límites; y b) la pertenencia de dicho espacio 
al Estado Federal o a las Provincias23.

Evolución histórica en el ámbito in-
ternacional

La evolución seguida por las normas jurídicas apli-

18  BIDART CAMPOS, Germán, Manual de la Constitución reformada, Editorial Ediar, Buenos Aires, 2000. Capítulo VII del Tomo I.
19  Los límites geográficos orográficos son: las divisorias de las aguas, la línea de las más altas cumbres, la falda de la montaña, los valles. Los hidro-
gráficos son los establecidos en los ríos, distinguiendo si éste es navegable o no. Si es navegable se aplica como límite la línea del “talweg” o vaguada 
(es el cause más profundo del río, pudiendo coincidir con el canal de navegación). Si no es navegable, el límite pasa por la parte media del río. Los ma-
rítimos son aquellos que se fijan atendiendo a la línea de la costa. Las aguas marítimas interiores tienen por límite las bocas de los golfos o las bahías. 
Los límites artificiales astronómicos son los fijados por paralelos, meridianos o coordenadas geográficas. Los geométricos son los fijados mediante las 
líneas de base rectas en el mar o las curvas, aplicándose cuando la costa es accidentada y no se pude fijar por ello una línea paralela.
20  SABATE LICHTSCHEIN, Domingo, El territorio provincial frente a un fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, LL 1989-A-1183
21  SABATE LICHTSCHEIN, Domingo, Ob. Cit.
22  Como vimos este concepto abarca: i) el suelo; ii) el subsuelo; iii) el espacio aéreo; y iv) un espacio marítimo a partir del litoral marítimo.
23 “El problema de la jurisdicción en la plataforma continental argentina”. Mesa redonda a cargo de los doctores Isidoro Ruiz Moreno, Miguel 
S. Marienfioff y Germán Bidart Campos, realizada el 24 de agosto de 1971 y publicada en la Revista del Colegio de Abogados de Buenos Aires, Tomo 
XXXVI, Año 1972, págs. 5-30. 
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cables en la delimitación de espacios marítimos ha 
sido vertiginosa desde mitad del siglo pasado. 

Desde la célebre proclama Truman24, cinco 
acontecimientos marcan esta evolución par-
ticularmente en lo referido a la Plataforma 
Continental y a la Zona Económica Exclusiva, 
en la cual la jurisprudencia y las conferencias 
han jugado un papel primordial en el desarro-
llo consuetudinario de las normas en cuestión. 
Ellos son: 

1) La “Convención de Ginebra sobre Platafor-
ma Continental” (1958).

2) El fallo de la Corte Internacional de Justicia 
de 1969 sobre la Plataforma Continental del 
Mar del Norte, que niega al artículo 6º de la 
mencionada Convención el carácter de regla 
consuetudinaria25.

3) En el asunto de la Plataforma Continental 
entre Francia y Gran Bretaña, el laudo arbi-
tral de 1977 señaló que tanto en el derecho 
consuetudinario como Convención de Gine-
bra, la elección del método para la delimi-
tación de la frontera marítima depende de 
las circunstancias pertinentes propias de la 
región y que en todos los casos debe arribar-
se a una solución equitativa26.

4) La “Convención de las Naciones Unidas so-

bre el Derecho del Mar” (CONVEMAR)27.

5) La sentencia de la Corte Internacional 
de Justicia sobre la delimitación de la 
frontera marítima en la región del gol-
fo de Maine.28 

Antecedentes constitucionales y le-
gislativos nacionales

Nuestra Carta Magna no contiene ninguna pre-
visión sobre el mar y la plataforma continental 
que le subyace29. Tampoco regula lo concer-
niente al deslinde dominial y jurisdiccional en-
tre el Estado Federal y las Provincias respecto 
de los recursos marítimos30.

En relación con los recursos naturales, corres-
ponde realizar una interpretación integral31 
entre la norma básica del sistema jurídico ar-
gentino en la materia (artículo 124) con otro 
precepto, también constitucional, según la cual 
corresponde al Congreso “fijar los [límites] de 
las provincias” (inciso 15, artículo 75). 

Una vez fijados estos, las controversias que se 
susciten al respecto entre provincias deben ser 
dirimidas por la Corte Suprema32.

Según la doctrina, desde hace siglos se en-

24   El 28 de septiembre de 1945, el entonces presidente de los Estados Unidos Harry Truman, mediante dos proclamas sujetó a la jurisdicción y 
control de ese gobierno, las áreas submarinas adyacentes a sus costas para la explotación de los recursos minerales existentes en ellas.
25   “Plateau continental de la mer du Nord”, Corte Internacional de Justicia. Recueil, 1969, pág. 53, párrafo 101. 
26    Decisión del 30/6/77, párrafo 70.
27    Es considerada uno de los tratados multilaterales más importantes de la historia siendo calificada como la Constitución de los océanos. 
Fue aprobada, tras nueve años de trabajo, el 30 de abril de 1982 en Nueva York (Estados Unidos) y abierta a su firma por parte de los Estados, el 10 de 
diciembre de 1982, en Montego Bay (Jamaica), en la 182º Sesión Plenaria de la “III Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar”. 
Entró en vigor el 16 de noviembre de 1994, un año después de la 60ª ratificación realizada por República Cooperativa de Guyana.
28    “Delimitation de la frontiére maritime dans la region du golfe de Maine”, Corte Internacional de Justicia. Recueil, 1984, págs. 299-300, párrafo 112.
29 BIDART CAMPOS, Germán, Manual de la Constitución Reformada, Ob. Cit., donde, en el Capítulo III del Tomo I, se expresa acerca de “La 
carencia de normas” expresa: “Hemos de pasar ahora al supuesto en que no hay norma. Para ello damos por cierto que en el área de las 
fuentes formales encontramos vacíos, huecos o lagunas. El orden de normas es lagunoso. Ello quiere decir que hay carencia de normas, y 
a tal carencia la calificamos como “histórica”, porque es el autor de las normas quien omitió formular una o varias.  Decir que el orden de 
normas tiene vacíos o lagunas es muy compatible con la teoría egológica en cuanto ésta admite que es materialmente imposible cubrir 
la vida humana en su totalidad con normaciones, y que la cantidad de normas positivas está sumamente restringida. El intérprete debe, 
entonces, crear una norma con la cual salvar la omisión de norma y rellenar la laguna. Este proceso de fabricación o elaboración de normas 
que cubren el orden normativo lagunoso se denomina integración”.
30   QUIROGA LAVIÉ, Humberto, “La cuestión del dominio público como afirmación federativa en la Constitución Nacional”. LL 1988-E-763
31    BIDART CAMPOS, Germán, Manual de la Constitución Reformada, Ob. Cit., donde, en el Capítulo III del Tomo I, se refiere a una de las pautas 
de interpretación constitucional: “c) Una tercera regla nos enseña que las normas de la constitución no pueden interpretarse en forma aislada, 
desconectándolas del todo que componen. La interpretación debe hacerse, al contrario, integrando las normas en la unidad sistemática de 
la constitución, relacionándolas, comparándolas, coordinándolas y armonizándolas, de forma tal que haya congruencia y compatibilidad 
entre ellas”.
32   GELLI, María Angélica, “Constitución de la Nación Argentina, Comentada y Concordada”. 2ª Edición, Editorial La Ley. Buenos Aires, 2003, 
pág. 570 (Comentario al inciso 15 del artículo 75) y págs. 869/871 (Comentario al artículo 127).
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tiende que los límites de los Estados ribereños 
se prolongan más allá de sus costas sobre las 
aguas que las bañan33.Algunos autores atribu-
yeron a la jurisdicción sobre esta porción del 
mar los caracteres del dominio, mientras otros 
se inclinaron por el sistema de la soberanía34. 

Con las consideraciones realizadas oportuna-
mente por Marienhoff35, observamos que el 
Código Civil36 incluyó entre los bienes de domi-
nio público a los mares adyacentes al territorio 
de la República hasta la distancia de una legua 
marina (3 millas marinas) medida desde la línea 
de la más baja marea, pero el “derecho de po-
licía para los objetos concernientes a la seguri-
dad del país y a la observancia de las leyes fisca-
les” fue extendido a cuatro leguas marinas (12 
millas marinas)37.Algunos, a su vez, sostienen 
que la redacción original del artículo 2340 del 
Código Civil38 se inclinó por la “tesis dominial” 
del mar territorial, dejando abierta la solución 
acerca de su titularidad, pudiendo ser tanto 
Provincial como del Gobierno Federal39.

Conviene recordar aquí el célebre debate legislati-
vo que tuvo lugar en el Senado de la Nación en sep-
tiembre de 1869, con motivo del contrato celebra-
do por el Poder Ejecutivo Nacional con Don Eduar-

do Madero y Cía. para la construcción del puerto 
de la ciudad de Buenos Aires, entre Dalmacio Vélez 
Sarsfield (en ese momento Ministro del Interior de 
la Nación y luego redactor de nuestro Código Civil) 
quien sostuvo la tesis del dominio público del Esta-
do Federal sobre las aguas territoriales y ríos nave-
gables y Bartolomé Mitre (inmediato ex–presiden-
te de la República) quien sostuvo que las Provincias 
conservaron su soberanía territorial preexistente, 
incluidos sus límites territoriales, y que el Congreso 
sólo regulaba en las aguas en el marco de la cláusu-
la comercial, pero no a título de propietario. 

Encontramos, también, en prestigiosos auto-
res como Costa40, Montes de Oca41, Matien-
zo42, Gondra43, Marienhoff44 y Bidart Campos45, 
quienes consideran la titularidad dominial de 
las Provincias sobre el mar territorial, encon-
trándose, en este sentido, un precedente de la 
Corte Suprema46 donde se refiere al dominio de 
los ríos navegables. Frías, por su parte, sostenía 
que el dominio y jurisdicción pertenecen a las 
Provincias, inclusive hasta las doscientas (200) 
millas, de la siguiente manera: “Con todo, nos 
adherimos a la tesis de que nuestro país ha 
incorporado al dominio del Estado general y 
de los estados particulares las 200 millas y po-
demos así hablar de dominio y jurisdicción”47. 

33 GONDRA, Jorge M.: “Jurisdicción Federal”. Revista de “Jurisprudencia Argentina”. Buenos Aires, 1944, pág. 155
34 DIAZ CISNEROS, César: “Mar territorial de la República Argentina”, Tomo XI, pág. 19, Anales de la Facultad de Derecho de La Plata.
35 “El Código Civil, expresión de ley formal ordinaria, está supeditado a la Constitución, que en el orden escalonado del orden jurídico 
ocupa y tiene el primer plano o rango. Lo atinente al dominio y jurisdicción sobre el mar territorial, por constituir una cuestión eminen-
temente de carácter ‘público’, en modo alguno puede surgir de disposiciones del Código Civil, que sólo trata del derecho privado, como 
el propio codificador lo reconoce en la nota al artículo 31 del Código”, en “El problema de la jurisdicción en la Plataforma Continental 
Argentina”, Ob. Cit.
36  Redacción original del artículo 2340.
37  KENT, James en “Commentaries”, 10ª ed., 1860, Tomo I, págs. 29 y 31. Ha sido tomado como fuente del codificador en la nota al artículo citado, 
según la cual “el dominio del estado ribereño llega hasta las 3 primeras millas, y en las siguientes 9 millas el Estado ejerce su jurisdicción 
en forma limitada”.
38  “Son bienes públicos del Estado General o de los Estados particulares: 1° Los mares adyacentes al territorio de la República, hasta la 
distancia de una legua marina, medida desde la línea de la más baja marea; pero el derecho de policía para objetos concernientes a la 
seguridad del país y a la observancia de las leyes fiscales, se extiende hasta la distancia de cuatro leguas marinas medidas de la misma 
manera; 2° Los mares interiores, bahías, ensenadas, puertos y ancladeros; 3° Los ríos y sus cauces y todas las aguas que corren por cauces 
naturales; 4° La playas del mar y las playas de los ríos navegables en cuanto su uso sea necesario para la navegación, entendiéndose por 
playas del mar la extensión de tierra que las olas bañan y desocupan en las más altas mareas, y no en ocasiones extraordinarias de tempes-
tades; 5° Los lagos navegables por buques de más de cien toneladas, y también sus márgenes; 6° La islas formadas o que se formen en el 
mar territorial o en toda clase de río, o en los lagos navegables. 7° Las calles, plazas, caminos, canales, puentes y cualesquiera otras obras 
públicas, construidas para utilidad o comodidad común”.
39 TORANZO, Alejo, “‘Total austral’: límites y potestades tributarias provinciales sobre los recursos naturales marítimos”, LL 2005-C-15
40 COSTA, Eduardo (ex Procurador General de la Nación): “Los ríos y sus riberas”, págs. 21-39, Buenos Aires, 1890 y en el “Informe de los Con-
sejeros Legales del Poder Ejecutivo”, Tomo VIII, Pág. 332.
41 MONTES DE OCA, Manuel Augusto, El dominio fluvial y marítimo ante el derecho federal, publicado en “Cuestiones Constitucionales”. 
Buenos Aires, 1899. págs. 196-197.
42  MATIENZO, José Nicolás, Cuestiones de Derecho Público Argentino, Buenos Aires, 1924. Tomo I, pág. 44. 
43   GONDRA, Jorge M., Ob. Cit.
44  MARIENHOFF, Miguel S., Régimen y legislación de las aguas públicas y privadas, Editorial Abeledo-Perrot. Buenos Aires, 1971. págs. 171-186. 
45   BIDART CAMPOS, Germán: “El problema de la jurisdicción en la plataforma continental argentina”. Ob. Cit.
46 Fallos 111: 179 (“Gobierno Nacional y Sociedad del Puerto del Rosario c/ Provincia de Santa Fe”, 1909).
47 FRÍAS, Pedro J., Ob. Cit., pág. 179.
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Otros, se inclinaron por una soberanía provincial 
acotada en las riberas de su territorio en cumpli-
miento de las restricciones del Código Civil48.

Por el Decreto N° 1386, del 24 de enero de 1944 
(B.O. 17/03/1944), se efectuó una manifestación 
de soberanía tanto sobre el zócalo continental49 
y el mar epicontinental50 argentino al declararlas 
zonas transitorias de reservas minerales.  

El Decreto N° 14708/46, de fecha 11 de agosto de 
1946, declaró la jurisdicción argentina sobre el mar 
epicontinental y el zócalo continental argentino. 

Cabe advertir, que La Argentina fue la prime-
ra nación iberoamericana que reivindicó una 
zona de mar adyacente a sus costas con una 
extensión mucho mayor que la permitida por 
la “regla de las tres (3) millas”, esto es toda la 
que cubre su Plataforma Continental, que es 
una de las más amplias51. 

La Ley N° 17.094 (B.O. N° 21.104) declaró la ex-
tensión de la soberanía del Estado Federal al 
mar adyacente hasta una distancia de doscien-
tas (200) millas marinas, al lecho del mar y al 
subsuelo de las zonas submarinas adyacentes 
hasta una profundidad de doscientos (200) me-
tros o más allá de este límite, hasta donde la 
profundidad de las aguas suprayacentes permi-
ta la explotación de los recursos naturales de 
dichas zonas. 

Respecto de los recursos vivos del mar argen-
tino, la Ley N° 17.500 (B.O. N° 21.304) declaró 
que ellos eran propiedad del Estado Federal 
facultando al Poder ejecutivo “conceder su 
explotación conforme a la presente ley y su 
reglamentación”. 

La reforma del Código Civil, mediante la Ley N° 
17.711 (B.O. N° 21.424), modificó el artículo 2340 
incluyendo entre los bienes públicos a los mares 
territoriales hasta la distancia que determinase la 
legislación especial, independientemente del po-
der jurisdiccional sobre la zona contigua. 

El Decreto-Ley N° 18.502 (B.O. N° 21.843) reco-
noció a las Provincias con litoral marítimo juris-
dicción hasta las tres (3) millas marinas desde la 
línea de más bajas mareas y declaró, también, 
la jurisdicción exclusiva del Estado Federal has-
ta las doscientas (200) millas.

En la “Nota al Poder Ejecutivo acompañan-
do el Proyecto de Ley” expresa que si bien las 
“Provincias con litoral marítimo carecen de 
los medios para ejercer efectivamente su ju-
risdicción a distancias tan extremas”, es decir 
doscientas (200) millas (Ley N° 17.094), y que 
por ese “motivo por el cual la Ley N° 17.500 
determinó que los recursos del mar territorial 
argentino son de propiedad del Estado nacio-
nal” demuestra que “esta declaración ha sido 
interpretada como modificando la jurisdicción 
ejercida siempre por las Provincias conforme a 
la Constitución Nacional y al Código Civil, sobre 
los recursos costeros”, con el fin de “afirmar las 
bases de un auténtico federalismo”. Los obje-
tivos eran precisos: a) “mantener sin alteracio-
nes la separación entre la jurisdicción nacional 
y las jurisdicciones provinciales” y b) “evitar los 
conflictos suscitados en relación con la explota-
ción de algunos recursos naturales”.

La Ley N° 20.136 (B.O. N° 22.608) sustituyó la 
definición del artículo 1° de Ley N° 17.500 de-
terminando que, sin perjuicio del alcance de 
la Ley N° 18.502, son propiedad del Estado Fe-

48 ZAVALIA, Clodomiro, Derecho Federal, Editorial Librería y Casa Editora de Jesús Menéndez. Buenos Aires, 1921. págs. 57 y 252.
49 El zócalo continental es una plataforma submarina, prolongación natural que ofrece el territorio de un Estado marítimo, a partir de la línea de sus 
costas y en descenso natural bajo las aguas hasta los doscientos (200) metros de profundidad desde donde se produce la caída vertical a las profundi-
dades oceánicas. Este perfil inclinado, de longitud variable, corresponde a la superficie denominada plataforma submarina, y también continental 
o territorial, y aún meseta, planicie, terraza.
50 Un mar epicontinental es la masa de mar con gran extensión pero con escasa profundidad que se extiende sobre un continente. Los mares epi-
continentales se suelen asociar con las ingresiones marinas de principios del Cenozoico. Una ingresión es un evento geológico durante el cual el 
nivel del mar sube relativamente sobre la tierra y la línea costera se mueve continente adentro, resultando en inundación. Las ingresiones pueden ser 
causadas tanto por el hundimiento de la tierra, o por el océano llenándose con agua (o decreciendo en su capacidad).
51 En la Reunión de la Organización de la Agricultura y la Alimentación (FAO) para el establecimiento del Consejo Latinoamericano de 
Pesca (Lima, Septiembre 17/22, 1951), la Argentina adhirió a la propuesta de extensión de las aguas territoriales hasta las doscientas millas 
de la costa y a la reserva de los recursos pesqueros, para aquellos Estados que los poseen dentro de su mar territorial (confr. “Memoria 
del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto”, 1951/52, Págs. 255/256). Luego apoyó la posición de Ecuador, Perú y Chile en la Conferencia del 
Pacífico Sur (Santiago de Chile, 1952), de extender las aguas jurisdiccionales para la defensa de la riqueza ictícola hasta las doscientas millas, desde las 
tierras continentales e insulares.
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deral los recursos vivos existentes en las zonas 
marítimas bajo soberanía argentina.

El 5 de octubre de 1984, La Argentina suscribió 
la CONVEMAR. La aprobación legislativa recién 
llegaría en 1995. 

Con el fin de armonizar la normativa nacional 
con la internacional, recogiendo los principios 
establecidos en la mencionada Convención y 
antes de su ratificación, el Congreso Nacional 
sanciona la Ley N° 23.968 (B.O. N° 27.278). Ana-
lizaremos brevemente esta norma, desde la óp-
tica de la fuente internacional que le sirvió de 
base, con el fin de explicitar algunos conceptos 
jurídicos fundamentales en esta materia.

Primeramente la ley comienza aprobando la 
línea de “puntos de base”, a partir de la cual 
se miden los diferentes espacios acuáticos, 
también regula sobre los mismos y establece la 
Plataforma Continental, de conformidad con la 
normativa internacional. 

a) Líneas de puntos de base: pueden determi-
narse, de conformidad con la CONVEMAR,  
de dos maneras.

a.1: siguiendo los accidentes geográficos del te-
rreno ribereño son las denominadas líneas de 
base normal (LBN) que coinciden con las líneas 
normales de la más baja marea o “bajamar”.

a.2: cuando las riberas tienen bordes muy 
accidentados o entradas profundas, pue-
de utilizarse el método de líneas de base 
recta (LBR), por el que se unen los puntos 
apropiados de las costas.

Nuestra ley recepta ambas soluciones para 
medir los espacios marítimos de la Argentina 
y además permitió “incorporar masas de agua 
que antes se incluían en el mar territorial, al 
status de aguas interiores, carácter este que 
asumen las aguas comprendidas entre las lí-
neas de base y la costa”52. 

b) Mar Territorial: se fija en doce (12) millas 
náuticas, donde el Estado Federal “posee y 

ejerce soberanía plena” pues, como dijimos, 
el mar territorial forma parte del territorio 
del Estado sobre el que se ejerce la misma 
soberanía que sobre el dominio terrestre.

Esta extensión para el mar territorial argentino 
se adecuó a una tendencia generalizada en el 
Derecho del Mar contemporáneo y receptada 
expresamente en el artículo 3° de la CONVE-
MAR, que reconoce el derecho de todo Estado 
a establecer una anchura hasta el límite que no 
exceda aquella distancia, medida a partir de las 
líneas de base. Los derechos que ejerce el Esta-
do Federal son todos aquellos que emanan de 
la soberanía.

Si bien es cierto, como señalamos, la Ley Nº 
18.502 fijó la jurisdicción del Estado Federal y 
de las Provincias, no lo es menos que la ma-
yor parte de las observaciones que se hicieron, 
cuando se debatió en la Cámara de Diputados 
el proyecto que luego sería la Ley N° 23.968, 
estuvieron dirigidas a la defensa de los dere-
chos de las provincias ribereñas, no sólo sobre 
el mar territorial, sino también sobre los otros 
espacios marítimos. Se entendió, sin embargo, 
que esta materia se postergaba para otra opor-
tunidad y para ser legislada en forma especí-
fica, ya que el principal objetivo de la ley, no 
prejuzgaba sobre esta conflictiva materia.

c) Zona Contigua: la ley la establece en doce 
(12) millas marinas más, hasta las vein-
ticuatro (24) millas. Se recogió, con otra 
redacción pero con igual contenido, el 
concepto y extensión que el artículo 33 de 
la CONVEMAR consagró para este espa-
cio marítimo, que implicó una innovación 
con relación a la definición adoptada en 
el artículo 24 de la Convención de Gine-
bra de 1958 sobre Mar Territorial y Zona 
Contigua -que nunca ratificó la República 
Argentina-, que seguía la concepción tra-
dicional, gestada con la estructura jurídi-
co internacional de la conocida dicotomía 
“mar territorial-alta mar”, considerándose 
a la Zona Contigua parte de este último es-
pacio marítimo, adyacente al Mar Territo-
rial. Con una extensión no más allá de las 

52 REY CARO, Ernesto J., Los espacios marítimos argentinos en la Ley Nº 23.968, LL 1991-C-925
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doce (12) millas marinas, contadas desde 
la línea de base, la misma no constituía un 
espacio con autonomía propia. Al extin-
guirse aquella estructura clásica y al con-
sagrarse entre el Mar Territorial y la Alta 
Mar la Zona Económica Exclusiva, la Zona 
Contigua no podía ser considerada ya más 
como parte de la Alta Mar, perdiendo vi-
gencia en muchas legislaciones nacionales. 

Esta ley vuelve a introducir dicho concepto, ya 
que a partir de la entrada en vigor de las re-
formas del Código Civil por la Ley N° 17.711 en 
nuestro país y en los hechos se dejó de consi-
derar la Zona Contigua pues el artículo 2.340 
modificado reemplazó al anterior –que era la 
única norma del derecho interno que regula-
ba sobre ella– y la “legislación especial” a que 
hace referencia el nuevo no la había previsto, 
no siendo mencionada ni en la Ley Nº 17.094 ni 
en las posteriores. 

d) Zona Económica Exclusiva (ZEE): es el espa-
cio situado fuera del Mar Territorial y ad-
yacente a éste, cuya extensión no superará 
las doscientas (200) millas, contadas desde 
la línea de puntos de base utilizada para 
medir dicho Mar Territorial. En ella, el Go-
bierno Federal no ejerce soberanía, sino 
sólo derechos para determinados fines y 
con relación a ciertas actividades como la 
exploración, conservación y explotación 
de los recursos vivos y no vivos. 

La ZEE apareció en el derecho internacional 
como respuesta a la necesidad de otorgar una 
serie de facultades específicas sobre la franja de 
mar adyacente a su Mar Territorial, relacionadas 
fundamentalmente con el aprovechamiento eco-
nómico de esas aguas y más concretamente, con 
la explotación de sus recursos vivos.

En ese sentido es dable mencionar el artículo 
58.1 de la CONVEMAR, en cuanto dispone que: 
“en la zona económica exclusiva todos los Es-

tados, sean ribereños o sin litoral, gozan, con 
sujeción a las disposiciones pertinentes de esta 
Convención, de las libertades de navegación y 
sobrevuelo y de tendido de cables y tuberías 
submarinos a que se refiere el artículo 87”53.

Aun cuando la zona comprendida entre las 
doce (12) y las doscientas (200) millas marinas 
de nuestro litoral marítimo presentaba ciertas 
características similares a las de la actual ZEE, 
por una correcta interpretación del conjunto 
de los actos legislativos ya mencionados, con 
esta ley se llega a una reivindicación específica 
en tal sentido fuera de la zona austral.

Conviene aclarar que por Decreto N° 2.623/91 
(B.O. N° 27.286) se modifica esta ley agregando 
poderes fiscales y jurisdiccionales, preventivos 
y represivos en materia impositiva, aduanera, 
sanitaria, cambiaria e inmigratoria en la ZEE.

Antes de continuar con la reglamentación de lo 
referido a la Plataforma Continental, es opor-
tuno señalar cual es la opinión de la doctrina 
sobre todos estos espacios marítimos, la que 
expresa claramente que “el titular de ese de-
recho de dominio… en nuestro país (extendido 
hasta 200 millas), serán las distintas provincias 
linderas con el mismo... En cuanto a la jurisdic-
ción, corresponderá también a las provincias, 
perteneciendo a la Nación solamente en cuan-
to se refiere a la navegación interestadual e 
internacional”54. En el mismo sentido, afirma 
Marienhoff55, que “la titularidad de las provin-
cias sobre el dominio del mar territorial, sobre 
el de los ríos -navegables o no, provinciales o 
interprovinciales o internacionales-, como así 
del dominio sobre el territorio terrestre y del 
espacio aéreo comprendidos dentro de sus lí-
mites geográficos, fue reconocido por eminen-
tes juristas patrios. La Corte Suprema de Justi-
cia de la Nación ha reconocido explícitamente 
el dominio de las provincias sobre todo tipo de 
ríos” y que “la razón histórico-jurídica en cuyo 
mérito el dominio del mar territorial (lecho, 

53 Esta extensión hasta las doscientas (200) millas, fue denominada como la “postura sudamericana”, ya que parte de la “Declaración de 
Santiago de Chile” de 1952, en base a la cual Perú, Chile y Ecuador, extendieron sus aguas jurisdiccionales hasta las 200 millas de la costa. Nuestro 
país se adhirió a ese criterio de las doscientas (200) millas náuticas, por la mencionada Ley N° 17.094. 
54 DIEZ, Manuel María, Derecho administrativo, Bibliografía Omeba, Buenos Aires, 1969. Tomo IV, pág. 568
55 MARIENHOOF, Miguel S., El problema de la jurisdicción en la plataforma continental argentina, Ob. Cit.
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aguas y espacio aéreo) les pertenece a las pro-
vincias ribereñas y no a la Nación, es la misma 
que fundamenta ese dominio con relación a los 
ríos, por lo que todo lo dicho específicamente 
acerca de éstos es de estricta aplicación respec-
to a aquél”. 

e) Plataforma Continental: sobre este espacio 
marítimo, la ley recoge el concepto más reciente 
y evolucionado, contenido en el artículo 76 de la 
CONVEMAR56, que dejó atrás la definición estable-
cida en el artículo 1° de la Convención sobre Plata-
forma Continental57, de Ginebra, de 1958.

Se abandona, en esta ley, el criterio de profundi-
dad y explotabilidad que incorporó la definición 
de la Convención de Ginebra. Esta fue receptada 
en el artículo 2° de la Ley Nº 17.094, que reafirmó 
la soberanía argentina, reiterándose también en 
el artículo 1° de la Ley Nº 20.489.

La Argentina había reivindicado por primera vez 
la plataforma continental o submarina por el De-
creto Nº 14.708, del 11 de octubre de 1946. Se 
declaró perteneciente a la soberanía del Estado 
Federal, el mar epicontinental y el zócalo conti-
nental argentino y “a los efectos de la libre nave-
gación, el carácter de las aguas… no queda[ba] 
afectado por esta Declaración”. El alcance y la 
extensión de este acto legislativo provocó encon-
tradas opiniones en la doctrina nacional58.

La ley actualizó así el concepto de Plataforma 
Continental, adoptando el consagrado en la 
CONVEMAR, que concilió los intereses de los 
países con extensas plataformas que excedían 
las doscientas (200) millas marinas de extensión 
-como el caso de la Argentina-, y los de aqué-
llos con escasa plataforma en el sentido geoló-
gico de la expresión, como era el caso de cier-
tos países del Pacífico, Chile o Perú, entre otros.

La Plataforma Continental comprende, enton-
ces, el lecho y el subsuelo de las áreas subma-
rinas que se extiendan más allá de su Mar Te-
rritorial y a todo lo largo de la prolongación 
natural de su territorio hasta el borde exterior 
del margen continental o bien, hasta una dis-
tancia de doscientas (200) millas marinas con-
tadas desde las líneas de base a partir de las 
cuales se mide la anchura del Mar Territorial, 
en los casos que el borde exterior del margen 
continental no llegue a esa distancia.

Dicha plataforma se puede extender a una dis-
tancia que no exceda de trescientos cincuenta 
(350) millas marinas contadas desde las líneas 
de base, a partir de las cuales se mide la an-
chura del Mar Territorial o de cien (100) millas 
marinas contadas desde la isóbata de dos mil 
quinientos (2.500) metros, que es una línea 
que une profundidades de dos mil quinientos 
(2.500) metros. En las crestas submarinas, el lí-
mite exterior de la plataforma tampoco será 
mas allá de las trescientos cincuenta (350) ma-
rinas contadas desde las líneas base a partir de 
las cuales se mide el ancho del Mar Territorial59.

En 1995 el Congreso aprobó, mediante la Ley 
N° 24.543 (B.O. N° 28.256), la CONVEMAR, 
adoptada por la “Tercera Conferencia de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar”.

Al ratificar la CONVEMAR, la Argentina declaró 
que hacía expresa su reserva con relación a las 
Islas Malvinas, reafirmando que esa problemá-
tica está regida por las resoluciones específicas 
de la Asamblea de la ONU N° 2.065 (XX), N° 
3.160 (XXVIII), entre otras, que fueron adopta-
das dentro del proceso de descolonización.

La Ley N° 24.815 (B.O. N° 28.654) creó la Comi-
sión Nacional del Límite Exterior de la Platafor-

56 “La plataforma continental de un Estado ribereño comprende el lecho y el subsuelo de las áreas submarinas que se extienden más allá 
de su mar territorial, a todo lo largo de la prolongación natural de su territorio hasta el borde exterior del margen continental, o bien 
hasta una distancia de 200 millas marinas contadas desde las líneas de base a partir de las cuales se mide la anchura del mar territorial, en 
los casos en que el borde exterior del margen continental no llegue a esa distancia”.
57  “Para los efectos de estos artículos, la expresión plataforma continental designa: a) el lecho del mar y el subsuelo de las zonas subma-
rinas adyacentes a las costas pero situadas fuera de la zona del mar territorial, hasta una profundidad de 200 metros o, más allá de este 
límite, hasta donde la profundidad de las aguas suprayacentes permita la explotación de los recursos naturales de dichas zonas; b) el lecho 
del mar y el subsuelo de las regiones submarinas análogas, adyacentes a las costas de las islas”.
58  Cf. PUIG, Juan Carlos, Mar territorial, mar epicontinental y plataforma continental, (J.A. 1964-V-54, Sección Doctrina) y DIAZ CISNEROS, 
César, Derecho Internacional Público, Buenos Aires, 1965, Tomo I, pág. 581.
59  Puntos 2, 4, 5 y 6 del Artículo 76 de la CONVEMAR.
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ma Continental (COPLA), bajo la dependencia 
de la Cancillería, integrada por representantes 
del Ministerio de Economía y Producción y del 
Servicio de Hidrografía Naval, que tuvo como ob-
jetivo elaborar una propuesta definitiva para es-
tablecer el límite exterior de la Plataforma Conti-
nental Argentina, de acuerdo a la CONVEMAR y 
a la ley N° 23.968 de espacios marítimos.

En la XI Reunión de Estados Partes de la CON-
VEMAR, se fijó como plazo para la presenta-
ción de la propuesta aludida, el 13 de mayo 
del 2009, para todos aquellos que hubieran 
ratificado la Convención antes del año 1999. 
El 21 de Abril de 2009 la Cancillería Argenti-
na presentó, ante las oficinas de la Convención 
de Naciones Unidas sobre los Derechos del Mar, 
la documentación60 que justifica la extensión 
de la soberanía argentina sobre un millón cua-
trocientos mil (1.400.000) kilómetros cuadrados 
(nueva área marítima), de tal modo que, si el pro-
yecto es aceptado, La Argentina pasaría a tener 
aproximadamente trescientas cincuenta (350) 
millas náuticas, obteniendo soberanía sobre los 
recursos del lecho (por ejemplo: petróleo y gas), 
no así sobre los recursos vivos porque continúa 
vigente la extensión de doscientas (200) millas al 
respecto. Se incluyen, también, el sector de la An-
tártida, Islas Malvinas, Georgias del Sur, Orcadas 
y Sandwich del Sur.

En este punto, la doctrina había distinguido, 
respecto del status jurídico de las aguas que cu-
bren la Plataforma Continental, dos sistemas. 
El primero, adoptado especialmente por los 
Estados Unidos y la Gran Bretaña, no reclama 
soberanía sobre las aguas que cubren la plata-
forma submarina; el segundo, en cambio, “in-
corpora al dominio del Estado también el mar 
continental, las aguas que cubren la platafor-
ma submarina, y es el sistema adoptado por los 
gobiernos latinoamericanos que han produci-
do declaraciones al respecto”61.

Esta cuestión ya ha sido planteada en estos tér-
minos por Marienhoff62: “¿Cuál es el régimen 

jurídico de la ‘plataforma submarina’ o ‘plata-
forma continental’? El ‘dominio’ de ella a quién 
le pertenece ¿a la Nación o a las provincias lito-
rales con el mar? La ‘jurisdicción’ sobre la ‘pla-
taforma submarina’ a quién le corresponde ¿a 
la Nación o a las respectivas provincias?”.

Plantea que “los elementos constitutivos del 
mar son dos: agua y lecho, aparte del espacio 
aéreo que lo cubre” entendiéndolos como “fe-
nómenos complejos integrados por la conjun-
ción de esos elementos”, entonces la llamada 
“plataforma submarina” o “continental” no es 
“otra cosa que una parte -de especial estructu-
ra física- del ‘lecho’ del mar… por más designa-
ciones específicas que se utilicen, o se propon-
gan, siempre estaremos dentro de… la gené
rica noción clásica de mar” y que “las posibles 
diferencias de estructura del lecho del mar, o 
los -distintos estados físicos del agua marítima, 
no les privará, en modo alguno, de su respecti-
vo carácter de ‘lecho’ y ‘agua’ como elementos 
constitutivos del mar”.

Según su criterio, “el dominio de la platafor-
ma submarina frente a las costas de las provin-
cias… les pertenece a dichas provincias”, y que 
“la respectiva ‘jurisdicción’ de tales provincias 
sobre dicha sección de mar fluye de su expresa-
do derecho de dominio”, en base a los siguien-
tes fundamentos:

i) la idea de que el Estado Federal debe ser la ti-
tular de la plataforma submarina “deriva de 
un espejismo jurídico”, pues “como se trata 
de algo que está en contacto o en relación 
directa con otros países mediante tratado in-
ternacional, se cree que por ello la Nación es 
o debe ser la titular del dominio pertinente” 
inclusive cuando, “la circunstancia de que 
la declaración argentina, adhiriéndose a lo 
resuelto en Ginebra en 1958, haya estado 
a cargo de la Nación y no específicamente 
a cargo de las provincias”, es decir que “en 
nada influye en lo que respecta a la titula-
ridad de la ‘plataforma submarina’, pues la 

60 Esta presentación no se encuentra disponible en el sitio Web oficial del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y 
Culto y sólo es posible acceder al “Resumen Ejecutivo” de la misma en el sitio oficial de la ONU.
61 REY CARO, Ernesto J., La extensión del mar territorial, tesis, Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad Nacional, Córdoba, 
1971, págs. 208/209.
62 MARIENHOOF, Miguel S., El problema de la jurisdicción en la plataforma continental argentina, Ob. Cit.
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Nación no actuó… tratando de obtener para 
sí el dominio sobre esa sección de mar, lo 
hizo en nombre de las provincias, quienes 
le confiaron el ejercicio de todo lo atinente 
a las relaciones exteriores”. Concluye que el 
ejercicio del Gobierno Federal de la “jurisdic-
ción” sobre esa porción de mar (“plataforma 
submarina”) no conlleva “privarles a las pro-
vincias de su respectivo derecho de dominio, 
potestad ésta, virtual o latente, que las pro-
vincias jamás le delegaron a la Nación”;

ii) entiende que “es aplicable, aquí, el principio 
general de derecho, incorporado al Código 
Civil, en cuyo mérito el mandatario no puede 
invocar el mandato para atribuirse las venta-
jas que reporta su ejercicio”. Este “principio” 
de derecho general, y de ética jurídica, es de 
“obvia aplicación también en el ámbito del 
derecho público, tanto más cuando tal ‘prin-
cipio’ en nada afecta las modalidades pro-
pias de los derechos constitucional y admi
nistrativo”; y

iii) señala también que “la esfera del derecho 
de nuestras provincias no puede establecer-
se, taxativa y específicamente, por el ámbi-
to que dicha esfera tuvo antaño, cuando se 
constituyó la unión nacional y como conse-
cuencia se sancionó la Ley Suprema” pues 
“la Nación no tiene otros derechos que los 
que expresa o implícitamente le delegaron 
o atribuyeron en su oportunidad las pro-
vincias. Todos los derechos, ya existentes en 
aquel entonces en poder de las provincias, o 
simplemente potenciales en poder de éstas, 
susceptibles por lo tanto de concretarse y 
hacerse efectivos más adelante como conse-
cuencia de su calidad de Estados particulares 
integrantes de la Nación, y preexistentes a 
ésta, corresponden a las provincias y no a la 
Nación. Tal es el caso de la titularidad sobre 
la plataforma submarina”.

Así como las Provincias siempre tuvieron el do-
minio sobre el originario Mar Territorial, cuyo 
ancho ab initio se estableció en tres (3) millas, 
va de suyo que “al ampliarse esa extensión… 
este excedente les pertenece a las provincias 
por aplicación de los principios generales sobre 
‘accesión’, a cuya aplicación nada impide en 

este caso particular. Cabe advertir que el con-
cepto de ‘accesión’ a que me refiero, no es el 
que a ese término se le asigna en derecho inter-
nacional público, sino el que le corresponde de 
acuerdo al derecho interno y que, desde antaño, 
es utilizado en derecho civil. La nueva extensión 
del mar territorial accede al mismo mar que an-
tes, en menor extensión, tenían las provincias; 
en cambio, la Nación… no tiene bien alguno al 
cual pueda acceder la nueva extensión asignada 
al mar territorial, y, por las razones dadas prece-
dentemente, tampoco puede pretender haberla 
adquirido directamente para sí al suscribir el res-
pectivo tratado internacional. La ‘Nación’ carece 
de título para pretender el ‘dominio’ de la plata-
forma continental o submarina frente a las costas 
de las provincias”.

Mediante la Ley N° 24.922 (B.O. N° 28.812) que 
estableció el “Régimen Federal de Pesca” se 
confiere a las Provincias con litoral marítimo 
el dominio de “los recursos vivos que poblaren 
las aguas interiores y mar territorial argentino 
adyacente a sus costas, hasta las doce (12) mi-
llas marinas medidas desde las líneas de base 
que sean reconocidas por la legislación nacio-
nal pertinente” (artículo 3°) y la “jurisdicción”, 
derivada del “dominio”, que debe ser ejercida 
con el fin de explorar, explotar, conservar y ad-
ministrar dichos recursos, ajustando su activi-
dad a los límites que resultan de ella.

Asimismo define que el dominio y jurisdicción 
son “exclusivos” del Estado Federal sobre los 
recursos vivos de la Zona Económica Exclusiva 
a partir de las doce (12) millas. En este sentido, 
sigue el modelo literal de la Ley N° 18.502, di-
ferenciando una jurisdicción provincial de una 
jurisdicción nacional exclusiva.

Existe un cuestionamiento sustancial a raíz de 
su artículo 72 al derogar, entre otras leyes, a 
la Ley N° 18.502 donde se expresaba que toda 
Provincia ribereña pasó, a partir de 1970, a 
tener jurisdicción compartida sobre mar adya-
cente hasta las tres (3) millas. La modificación 
del Mar Territorial, a través de la Ley N° 23.968, 
hasta las doce (12) millas, implica ineludible-
mente reconocer una extensión de la jurisdic-
ción compartida provincial, de la Ley N° 18.502, 
a esa misma distancia, puesto que no sólo se 
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trata de jurisdicción y límite del Estado Fede-
ral, sino que implica necesariamente extender 
a las Provincia ribereñas los mismos parámetros 
de medición del territorio marítimo, pues si La 
Argentina ha incorporado territorio marítimo 
al dominio del Estado, según su organización 
federal como vimos, también lo han hecho las 
provincias ribereñas.

En cuanto a la materia hidrocarburífera, cuan-
do la Ley N° 24.145 reconoció a las provincias 
derecho sobre los yacimientos de su territorio, 
incluidos “los situados en el mar adyacente a 
sus costas hasta una distancia de doce millas”, 
debe interpretarse que esta última salvedad 
implica tomar, como se dijo anteriormente, el 
criterio aceptado nacional e internacionalmen-
te de territorio .

La denominada “ley corta”  26.197, en materia de 
Hidrocarburos, consecuencia de un Acuerdo entre 
el Gobierno Federal y las Provincias, estableció:

ARTICULO 1º — Sustitúyese el artículo 1º de la 
Ley Nº 17.319, modificado por el artículo 1º de 
la Ley Nº 24.145, por el siguiente:

Artículo 1º.- Los yacimientos de hidrocarburos 
líquidos y gaseosos situados en el territorio de 
la República Argentina y en su plataforma con-
tinental pertenecen al patrimonio inalienable 
e imprescriptible del Estado nacional o de los 
Estados provinciales, según el ámbito territo-
rial en que se encuentren.

Pertenecen al Estado nacional los yaci-
mientos de hidrocarburos que se hallaren 
a partir de las DOCE (12) millas marinas 
medidas desde las líneas de base estable-
cidas por la Ley Nº 23.968, hasta el límite 
exterior de la plataforma continental.

Pertenecen a los Estados provinciales los 
yacimientos de hidrocarburos que se en-
cuentren en sus territorios, incluyendo los 
situados en el mar adyacente a sus costas 

hasta una distancia de DOCE (12) millas 
marinas medidas desde las líneas de base 
establecidas por la Ley Nº 23.968.

Pertenecen a la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires los yacimientos de hidrocarburos 
que se encuentren en su territorio.

Pertenecen a la provincia de Buenos Aires 
o a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 
según corresponda a sus respectivas ju-
risdicciones, los yacimientos de hidrocar-
buros que se encuentren en el lecho y el 
subsuelo del Río de la Plata, desde la costa 
hasta una distancia máxima de DOCE (12) 
millas marinas que no supere la línea es-
tablecida en el artículo 41 del Tratado del 
Río de la Plata y su Frente Marítimo y de 
conformidad con las normas establecidas 
en el Capítulo VII de ese instrumento.

Pertenecen a la provincia de Tierra del 
Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, 
aquellos yacimientos de hidrocarburos 
que se encuentren en su territorio, inclu-
yendo los situados en el mar adyacente a 
sus costas hasta una distancia de DOCE (12) 
millas marinas medidas desde las líneas de 
base establecidas por la Ley Nº 23.968, res-
petando lo establecido en el Acta Acuer-
do suscrita, con fecha 8 de noviembre de 
1994, entre la referida provincia y la pro-
vincia de Santa Cruz.”

Con ello ha quedado aparentemente resuelta 
la cuestión acerca de cuál es el territorio pro-
vincial y de la CABA para la aplicación del artí-
culo 124 en relación con los hidrocarburos.

Sin embargo, por todos los antecedentes 
doctrinarios y sobre la Convención Consti-
tuyente de 1994 reseñados, entendemos 
que con  estas normas el Congreso no ha 
ejercido la atribución ´para “fijar los lími-
tes” provinciales o de la CABA, sino que 
ha pretendido establecer específicamente 
cual es el territorio local a los fines del artí-
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culo 124 en materia hidrocarburífera y, por 
ende, la cuestión sigue irresuelta.

Como interpelara el Maestro Marienhoff: 
“¿Cuál es el régimen jurídico de la ‘platafor-
ma submarina’ o ‘plataforma continental’? 
El ‘dominio’ de ella a quién le pertenece ¿a 
la Nación o a las provincias litorales con el 
mar? La ‘jurisdicción’ sobre la ‘plataforma 
submarina’ a quién le corresponde ¿a la Na-
ción o a las respectivas provincias?”.

En otros términos, ¿existe un “territorio 
nacional marítimo” como postulan algu-

nos autores, más allá de la jurisdicción 
que le compete al Gobierno Federal para 
el ejercicio de los poderes que se le han 
delegado?

Y entonces: ¿hay recursos naturales que 
corresponden al dominio del Estado Na-
cional?

Este interrogante, en nuestra opinión, 
sigue siendo una cuestión pendiente 
dentro de las muchas que debe resol-
verse en relación con la vigencia plena 
del régimen federal argentino.

GRÁFICO ILUSTRATIVO63

Estudio Especial del Área de Cooperación y Asistencia Técnica. Fundación Civilidad.

63 Dicho gráfico se encuentra en la página web: http://www.cescem.org.ar/imagenes/img_geografia/bloques.gif (6 de agosto 2010).



Sus objetivos fundacionales prioritarios son la docencia permanente y la investigación aplicada sobre 
tales cuestiones, como asimismo la prestación de servicios de cooperación y asistencia técnica a los 
gobiernos municipales, provinciales y organismos interjurisdiccionales o regionales que lo requieran.

La Fundación Civilidad desarrolla sus actividades a partir del reconocimiento del municipio como 
la comunidad natural primaria del orden social y político, y del federalismo como la forma histó-
rica y constitucional de la organización sociopolítica argentina.

En el mismo sentido reconoce y promueve los principios de subsidiariedad y solidaridad y el respeto 
por los derechos y libertades concretas de las familias y las entidades intermedias en la vida social.

La Fundación Civilidad se halla organizada institucionalmente sobre la base de un Consejo de 
Administración y tres departamentos: 

Escuela de Gobierno

Promueve, organiza y coordina la actividad de 
capacitación de la Fundación a través de Cur-
sos, Seminarios, Jornadas y Congresos, desti-
nados a funcionarios de los gobiernos munici-
pales, provinciales o nacionales, así como tam-
bién para dirigentes de entidades intermedias 
de carácter local, provincial o regional.

En la Escuela se pretende alcanzar la excelencia 
en materia de formación y capacitación de la 
dirigencia local. Para ello:

 Se optimizan las posibilidades respecto a la 
disponibilidad de especialistas de primer nivel 
para las actividades docentes.

 Se facilita el conocimiento mutuo y el intercam-
bio de experiencias entre representantes de los 
distintos municipios y provincias participantes.

 Se posibilita el acceso más directo y ágil a los re-
cursos documentales y bibliográficos disponibles.

La Fundación Civilidad es la continuadora jurídica del Instituto del mismo nombre, creado 
con el objeto de promover el estudio y la investigación de las cuestiones políticas, 
administrativas, sociales, económicas, educativas y culturales en los ámbitos territoriales 
del municipio, la provincia y la región.

Asimismo, la Escuela organiza Congresos o 
Seminarios de alcance nacional o regional. 
En ellos se exponen las diversas materias que 
hacen a la problemática del gobierno, la ad-
ministración y el desarrollo socioeconómico 
y cultural, con una metodología que permite 
la más intensa participación de los asistentes y 
la posibilidad de concluir con propuestas que 
contribuyan al mejoramiento de la gestión y el de-
sarrollo en municipios y provincias de todo el país. 

Además, se realizan convenios instituciona-
les a pedido de los dirigentes políticos y socia-
les de los municipios, provincias o regiones, 
para el dictado de los diversos Seminarios en 
los lugares en donde fueran solicitados. Es-
tos cursos son adaptados a las necesidades de 
quienes los requieran, tanto en las cuestio-
nes temáticas como en su duración. En ellos 
se busca mantener el perfil de personalización 
que caracteriza a nuestra Escuela y se privilegian 
las experiencias de trabajo en equipo.

Escuela de 
Gobierno

Cooperación 
y Asistencia 

Técnica

Ediciones y 
Publicaciones
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La Fundación promueve el estudio, la investiga-
ción aplicada y el desarrollo de proyectos en las 
áreas Institucional, de Organización Político-Ad-
ministrativa, Legislación, Planeamiento, Presu-
puesto y Hacienda, Urbanismo, Medio Ambien-
te, Sistema de Vivienda, Obras y Servicios Públi-
cos, Salud Pública, Vivienda, Educación, Cultura, 
Sistemas de Información e Informática.

Respecto a todas estas cuestiones de gobierno y 
administración presta servicios de cooperación y 
asistencia técnica a los gobiernos municipales, 
provinciales y a los organismos regionales que 
los requieran, mediante la realización de di-
versos convenios tanto en el ámbito nacional 
como internacional. En éste último caso, co-
ordina su actividad con instituciones similares 
existentes en los distintos países.

Las tareas de este Departamento pueden re-
sumirse así:

 Promover un enfoque diferente del Gobierno y 
su Administración y el Desarrollo Local y Regional 
en línea con las distintas áreas temáticas.

 Promover y apoyar la ejecución integral de pro-
gramas de transformación del gobierno y la ad-
ministración local como experiencia ejemplar.

 Promover una mejor utilización de los recursos 
tecnológicos en el marco de dichos programas 
respecto de los municipios en sí mismos y en su 
relación con la Provincia de la que forman parte 
al servicio de las relaciones intergubernamentales 
y la integración de las políticas de gobierno.

 Promover la integración de las instituciones in-
termedias en estas reformas asegurando los pro-
cesos de participación sectorial en el desarrollo 
local y regional.

Todo ello a partir de los siguientes fundamentos: 

 Concepción de la autonomía municipal, 
el desarrollo local y regional y la gestión 
de gobierno como elementos necesaria-
mente asociados entre sí y como factor de 
integración para las relaciones intermuni-
cipales y de los municipios con la Provincia 
en el marco del Federalismo.

“Participación ciudadana y sistemas electorales” 
Javier Varani

“Teoría y práctica de la función del Concejal” 
Luis Roldán / Javier Varani

“Técnica legislativa. Cómo hacer una ordenanza” 
Luis Roldán / Javier Varani

“La Carta Orgánica y la Convención Municipal” 
Luis Roldán / Javier Varani

“El municipio en los sistemas de coparticipa-
ción federal y provincial” 
Pablo Garat

“El ciclo presupuestario municipal” 
Orlando Braceli
“Los mecanismos de inclusión social en el 
proceso de Desarrollo local” 
Ignacio Garda Ortiz

“La regulación del Desarrollo Local. El caso 
Regione-Véneto, Italia” 
Pablo Checura / Manuel González

“Áreas con riesgo de inundación” 
Elba Rodríguez / Juan F. Gils

“Obras y servicios públicos en el orden lo-
cal. Métodos de financiación”
Ernesto Camps

Los seminarios que ofrece la Fundación Civilidad son: 

Cooperación y Asistencia Técnica
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 Fortalecimiento del proceso de toma de 
decisiones (reforma de la gestión de go-
bierno), que le asegure consistencia al 
sistema administrativo de mérito, eficien-
cia y alta productividad del gasto público 
(transformación administrativa).

 Apoyo y difusión del reconocimiento 
actuación del gobierno municipal como 
promotor del desarrollo local y regional, 
especialmente como gestor del fortaleci-

Ediciones y Publicaciones 

miento de las PyMEs para el  sosteni-
miento del empleo y crecimiento local 
y regional.

 Desarrollo de nuevas soluciones que atien-
dan las necesidades del sector público local, 
con pleno aprovechamiento de la tecnología 
existente. Realización de relevamientos de 
municipios y Provincias que podrían constituir 
el ámbito adecuado para el desarrollo de ex-
periencias “piloto” ejemplares.

A través de este departamento, s e  e d i t a n 
y  distribuyen d iversos  textos  y publicacio-
nes de carácter especializado. 

En particular se han concretado treinta y 
tres ediciones de la revista “Civilidad”, pu-
blicación institucional de la Fundación, 
que se distribuye gratuitamente en la Repú-
blica Argentina y otros países del mundo.

La Fundación cuenta con un sitio web 
(www.fundacioncivilidad.org.ar) donde se 
brinda toda la información referida a la 
institución, así como todas las actividades 
que se desarrollan y una constante actuali-
zación de material bibliográfico, de consul-
ta de las diversas áreas temáticas por parte 
del cuerpo de docentes y miembros de los 
departamentos internos. 

Asimismo, se han editado hasta la fecha los 
siguientes títulos: 

 Vigliocco, Miguel Ángel, Urbanización y Pla-
neamiento, Buenos Aires, Ediciones de la Fun-
dación Civilidad, 1988.  

 Rodríguez, Elba L., Equipamiento Comunitario, 
estándares para áreas urbanas, Buenos Aires, 
Ediciones de la Fundación Civilidad, 1990.

 Vigliocco, Miguel Ángel y Meda, Raúl Ho-
racio, Estructura Urbana y Uso del Suelo, 
Buenos Aires, Ediciones de la Fundación Ci-
vilidad, 1991.

 Garda Ortiz, Ignacio, Gobernar para las Fa-
milias, Buenos Aires, Ediciones de la Funda-
ción Civilidad,  2002.

 Garda Ortiz, Ignacio, Economía para Go-
bernantes, Buenos Aires, Ediciones de la 
Fundación Civilidad, 2009.

Sede: Beruti 2480 1° Piso (C1117AAD), 
C.A.B.A, República Argentina 

Teléfono (011) 5291-9968

www.fundacioncivilidad.org.ar

FCivilidad
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Fundación para la promoción de la vida municipal, 
provincial y regional.

Sede: Beruti 2480 1° Piso (C1117AAD), C.A.B.A., República Argentina • Teléfono (011) 5291-9968

www.fundacioncivilidad.org.ar
FCivilidad
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